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Se abre la sesión a las diez y diez minutos de la mañana. 

El seiior PRESIDENTE: Vamos a iniciar la sesión re- 
lativa a la discusión por esta Comisión de Industria, 
Obras Piiblicas y Servicios, con competencia legislativa 
plena, del proyecto de ley de ordenación de las telecomu- 
nicaciones, a la vista del informe elaborado por la Ponen- 
cia designada al efecto. 

En primer lugar y a semejanza de otras sesiones, pre- 
gunto a la Comisión si está de acuerdo en que, antes de 
iniciar la discusión del proyecto de ley, ratifiquemos la 
Ponencia que ha elaborado el informe. ¿Están SS. SS. de 
acuerdo con ello? (Asentimiento.) Entonces, se somete a 
consideración de la Comisión la ratificación de la Ponen- 
cia que ha elaborado el informe sobre el proyecto de ley 
de ordenación de las telecomunicaciones. ¿Se ratifica di- 
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cha Ponencia? (Asentimiento.) Queda ratificada por asen- 
timiento. 

Vamos a pasar a la discusión del articulado del proyec- 
to de ley de ordenación de las telecomunicaciones. Es pro- 
pósito de esta Presidencia facilitar el debate y permitir la 
profundización en la discusión del proyecto de ley. Igual- 
mente, tratariamos por todos los medios de finalizar el 
dictamen de la Comisión dentro de este mes, combinan- 
do nuestro trabajo con el de la Comisión de Presupuestos 
y el debate en Pleno del proyecto de ley de Presupuestos. 
Para la planificación de SS. SS. y de acuerdo con el rit- 
mo de trabajo que hoy consigamos, habría que prever que 
el próximo martes, el día completo sería necesario y, pro- 
bablemente, también otro día más si se confirman las fe- 
chas de debate y votación en Pleno de la totalidad de la 
ley .de Presupuestos en la semana del día 26 de octubre. 

Sin más preámbulo, vamos a pasar a discutir las en- 
miendas, en principio artículo por artículo. 

Al artículo 1: hay presentadas dos enmiendas de la 
Agrupación Liberal del Grupo Mixto, la enmienda núme- 
ro 51, del Grupo CDS, y la 222, del Grupo Minoría Cata- 
lana. Para la defensa de la enmienda número 222, de Mi- 
noría Catalana, al artículo l." tiene la palabra el señor 
Recoder. 

~rtfcu~o 1.0 

El señor RECODER 1 MIRALLES: El motivo que justi- 
fica nuestra enmienda al número 1 del artículo 1 .U de la 
presente ley es el siguiente: El objeto de la ley, según de- 
fine el proyecto en cuestión, es la ordenación de las tele- 
comunicaciones en base al título competencial del artícu- 
lo 149.1.21 / de la Constitución que otorga al Estado com- 
petencia exclusiva en dicha materia. Sin embargo, el mis- 
mo proyecto también regula aspectos relativos a la radio- 
difusión, ámbito compaencialmente contemplado en otro 
precepto constitucional, distinto del anteriormente enun- 
ciado en el artículo 1 .U del proyecto de ley que nos Qcupa, 
que no es otro que el artículo 149.1.27.' de la Constitu- 
ción, el cual establece la competencia exclusiva del Esta- 
do en materia de normas básicas del régimen de prensa, 
radio y televisión y, en general, de todos los medios de co- 
municación social, sin perjuicio de las facultades de de- 
sarrollo y ejecución que correspondan a las Comunidades 
Autónomas. 
Es por ello que, entendiendo que el objeto regulado en 

la presente ley no está contemplado exclusivamente en el 
artfculo 149.1 2 1  .' de la Constitución, sino que también 
entra dentro del ámbito competencial del 149.1.27.', en- 
tendemos que ha de incluirse la referencia a dicho pre- 
cepto legal. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 67 y 68, tiene la palabra la señora Yabar, de la Agru- 
pación Liberal, del Grupo Mixto. 

La señora YABAR STERLING: Señor Presidente, la- 
mento mi retraso y agradezco el cambio de turno para 
darme la posibilidad de intervenir. 

La primera de las dos enmiendas que hemos presenta- 
do al artículo 1 .U, como su propia justificación reconoce, 

simplemente trata de traer del anexo al artículo 1: el 
conjunto de las definiciones de comunicaciones, señal, te- 
lecomunicación, ondas radioeléctricas, etcétera, es decir, 
las catorce definiciones que aparecen en el anexo, con el 
fin de que en esta ley se defina en el primer lugar, nada 
más encontrarse con el articulo 1.0 de la ley, lo que ver- 
daderamente va a constituir su objeto. Es una simple en- 
mienda que trata de situar de otra manera las propias de- 
finiciones que la ley incorpora en su anexo. 

Por otra parte, la segunda enmienda propone la supre- 
sión del número 3 del artículo 1 .U, en coherencia con ese 
anexo que se ha incorporado al artículo 1: de la ley. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
CDS, para defensa de su enmienda número 51, tiene la 
palabra el señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: La en- 
mienda número 51, que presenta el CDS, es quizá de es- 
tilo, con el fin de no comprimir demasiado el concepto de 
lo que deben ser las telecomunicaciones. Además, se ob- 
serva que en este articulo se han copiado casi literalmen- 
te las normas internacionales de lo que se entiende por te- 
lecomunicaciones, pero a nuestro juicio, faltaba incluir al- 
guna apreciación más genérica. De ahí que nuestra en- 
mienda número 51 señale que, en lugar de decir textual- 
mente: «El objeto de la presente Ley es la ordenación de 
las Telecomunicaciones y cualquier comunicación me- 
diante cables y radiocomunicación D..., diga: «El objeto de 
la presente Ley es la Ordenación de las Telecomunicacio- 
nes y cualquier comunicación mediante conductores y ra- 
diocomunicación ... m. Es un concepto más amplio y cree- 
mos que más ajustado al propósito de la ley. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Sáenz Lorenzo, por el Grupo Socialista. 

El seíior SAENZ LORENZO: Nuestro Grupo se va a 
oponer a las enmiendas que han defendido los otros Gru- 
pos Parlamentarios. Me voy a referir, en primer lugar, a 
la enmienda del Grupo Minoría Catalana, que pretende 
introducir en el artículo 1.0 una referencia al artfcu- 
lo 149.1.27.' de la Constitución. La pretensión del Gobier- 
no al enviar este texto a las Cortes es desarrollar las com- 
petencias exclusivas del Estado en el tema de las comu- 
nicaciones, correos y telecomunicaciones, cables aéreos, 
submarinos y radiocomunicación, competencia exclusiva 
que le atribuye el artículo 149.1.21.' de la Constitución. 
En ningún caso esta ley pretende desarrollar las compe- 
tencias sobre medios de comunicación social que, efecti- 
vamente, son competencias compartidas con las Comuni- 
dades Autónomas, tal y como señala et  articulo de refe- 
rencia que se quiere introducir en este artículo 1 .U 

La ley, por tanto, a lo largo de todo su desarrollo, pre- 
tende hacer referencia exclusivamente a las competencias 
sobre comunicaciones, sobre telecomunicaciones y sobre 
radiocomunicación y cables, que son competencias, repi- 
to, exclusivas del Estado. 

En la medida en que algunos artículos, lógicamente, se 
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sitúan muy en la frontera y llegan a tocar un terreno muy 
difícil de separar entre lo que es estrictamente el desarro- 
llo de las comunicaciones y lo que son medios de desarro- 
llo y de los medios de comunicación social, lo que hace 
la ley es ajustarse fundamentalmente a la sentencia del 
Tribunal Constitucional 26/1982 en la cual, después de un 
litigio de competencias, ha habido una clara definición de 
este Tribunal respecto de hasta dónde debe llegar esta 
competencia exclusiva del Estado en el tema de radioco- 
municación. Por tanto, nosotros pensamos que es ina- 
decuado. 

Esto ya fue objeto de debate en las enmiendas de tota- 
lidad de la ley y es inadecuado tratar de introducir aquí 
una referencia a las competencias sobre medios de comu- 
nicación social, puesto que son otras leyes las que desarro- 
llan estas competencias -alguna de ellas se está discu- 
tiendo en este momento en la Cámara, como es la ley de 
la televisión privada- y es en esas leyes y en esos marcos 
en los que se deben introducir las referencias a ese ar- 
tículo de la Constitución. 

Esta ley lo único que pretende es desarrollar la compe- 
tencia sobre comunicaciones, que es competencia exclu- 
siva del Estado y que está señalado en el artícu- 
lo 149.1.21 .' Todo lo que sea salirse de este marco será sa- 
lirse del objeto que pretende la presente ley. Por tanto, 
nos vamos a oponer a la enmienda propuesta por Mino- 
ría Catalana. 

Respecto de la enmienda propuesta por la Agrupación 
Liberal, es un cambio de sistemática. Nosotros no consi- 
deramos sustantivo ese cambio de sistemática, y nos pa- 
rece mejoi iniciar ei artículo 1 .* tal y como está en ei pro- 
yecto de Ley y no con unas definiciones. Pensamos que es 
mejor que las definiciones -es nuestra opinión, lógica- 
mente discutible- vayan en un anexo, y no que encabe- 
cen la ley. Ya digo que no me parece un tema muy sus- 
tancial y que es opinable. Nosotros vamos a mantener el 
criterio del texto por el cual el artículo 1 .O tiene el conte- 
nido actual y hay una referencia a un anexo en el cual se 
establecen las definiciones básicas de la ley. 

Respecto a la enmienda del Grupo CDS, podríamos es- 
tar de acuerdo en que la palabra «conductores» puede ser 
más adecuada que la palabra .cables», pero la palabra 
#cables* es la que utiliza la Constitución española, y como 
tenemos un especial empeño en esa referencia a que la 
ley desarrolle el artículo 149.1.2 1 .', al que me he referido 
antes, y en este artículo se habla de .cables aéreos, sub- 
marinos y radiocomunicaci6nn, pensamos que, por esa re- 
ferencia constitucional, es mejor seguir manteniendo la 
palabra *cables*, a pesar de que la palabra «conducto- 
res, viene a expresar quizá con más precisión lo que pre- 
tendemos que la ley señale. Es una referencia a la Cons- 
tituci6n la que pretendemos hacer y por eso mantendría- 
mos en el texto la palabra ((cables,. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a la votación 

En primer lugar sometemos a votación las enmiendas 
de las enmiendas y del artículo 1 .O 

67 y 68, de la Agrupación Liberal, conjuntamente. ¿Le pa- 
rece .bien a la señora Yabar? (Asentimiento.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete'; en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación la enmienda número 51, del 

Grupo Parlamentario CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 18; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Finalmente votamos la enmienda 222, de Minoría Ca- 

talana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a continuación a votar el artículo 1." La en- 

mienda número 68, de la Agrupación Liberal, era de su- 
presión. Al haberla rechazado ya se ha votado el núme- 
ro 3, por tanto, basta con votar el artículo l.", números 
1 y 2 del proyecto de Ley. 

Votamos el artículo l:, números 1 y 2. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 22; en contra, dos; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 
lo 1 .*, números 1 y 2 y en su totalidad dicho artículo 1 .O, 
al haber aprobado antes el número 3, al rechazar la en- 
mienda 68 de la Agrupación Liberal. 

Pasamos a continuación a debatir las enmiendas al ar- Articulo 2 . O  

tículo 2.0 En dicho artículo ha incluido la Ponencia la en- 
mienda número 145, del Grupo Parlamentario Socialista. 
Quedan por debatir las enmiendas 77 y 78, del Grupo Par- 
lamentario de Coalición Popular. Para su defensa tiene la 
palabra el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, mi Grupo había reservado como votos parti- 
culares los textos iniciales del proyecto correspondientes 
a las enmiendas introducidas por el Grupo Socialis,ta y 
anuncio que, en este punto, decae el voto particular pre- 
sentado, puesto que aceptamos la enmienda presentada 
por el Grupo Socialista y el texto actual de la Ponencia. 

El artículo 2:, señorías, abre el debate, a nuestro juicio 
más importante, en relación con la ley de ordenación de 
las telecomunicaciones. En él se definen las líneas rnaes- 
tras que inspiran este proyecto de Ley que, desde la pers- 
pectiva del Grupo de Coalición Popular, no reúne los re- 
quisitos exigibles ni da cumplimiento a las necesidades 
de la sociedad española para que las telecomunicaciones, 
en un marco liberalizador, puedan alcanzar el nivel de de- 
sarrollo que la sociedad española exige en este momento. 

Son demasiadas limitaciones y demasiados controles 
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los que en esta ley se contienen y de los que es buen ejem- 
plo el contenido del artículo 2." En este artículo, señorlas, 
se invoca el artículo 128.2 de la Constitución. El Gobier- 
no y el Grupo Socialista pretenden amparar el concepto 
de servicio público, extensivo a las telecomunicaciones, 
en un precepto constitucional - como ya hemos tenido 
ocasión de manifestar en el momento en que SO vio en el 
Pleno nuestra enmienda a la totalidad- al amparo de un 
artículo previsto en nuestra Constitución para respaldar 
o justificar las nacionalizaciones, eufemísticamente defi- 
nidas en nuestra Constitución como reservas al sector pú- 
blico. Para ello se introduce el concepto de que las comu- 
nicaciones son recursos o servicios esenciales. 

Nosotros, por el contrario, consideramos innecesaria 
esta declaración, puesto que, desde ningún punto de vis- 
ta, este proyecto de ley puede encubrir de manera más o 
menos solapada una pretensión nacionalizadora del am- 
plio sector que cubren las telecomunicaciones. A nuestro 
juicio, para cumplir lo que aparentemente sostiene el Go- 
bierno y el Grupo Socialista, hubiera bastado una simple 
declaración de servicio público que, en nuestro caso, en 
el caso del Grupo de Coalición Popular, queda delimita- 
do con precisión en la primera enmienda, la número 77, 
al artículo 2:, en la que nosotros determinamos con pre- 
cisión cuáles son los servicios públicos de telecomunica- 
ción que caben dentro de este carácter y de acuerdo con 
este concepto ae desarrollo de las telecomunicaciones. 
Para el Grupo de Coalición Popular son servicios públi- 
cos los servicios clasificados como oficiales, los de gestión 
directa del Estado, los finales, los portadores y, dentro de 
la radiodifusión sonora, única y exclusivamente los de 
onda corta. 

Nosotros discrepamos radicalmente de la extensión del 
concepto de servicio público (lo veremos al llegar a cada 
uno de estos artículos) al resto de los servicios de teleco- 
municación, lo que va a suponer, evidentemente, un fre- 
no objetivo para el desarrollo de las mismas en España. 

Finalmente, señor Presidente, la enmienda número 78 
pretende incluir, dentro de las excepciones contenidas en 
el artículo 2 . ~ ,  la referencia al artículo 22 de este proyecto 
de ley. Es cierto que el artículo 22 ha sido modificado en 
Ponencia en virtud de una enmienda del Grupo Socialis- 
ta, pero como sobre esa modificación el Grupo de Coali- 
ción Popular mantiene su voto particular, la enmienda 
número 78, de mi Grupo, tiene pleno sentido en este mo- 
mento aunque la defensa en sí misma, de su justificación, 
o el debate sobre la misma, tendrá lugar en el momento 
en que se discuta en Comisión el citado artículo 22. 

El señor PRESIDENTE: Para un turno en contra, tiene 
la palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Nuestro Grupo se va a 
oponer a la enmienda defendida por el Grupo Popular 
porque consideramos, que los servicios de telecomunica- 
ción son esenciales para los ciudadanos y, por tanto, a 
ellos se debe aplicar la declaración de servicio público que 
c<.ntic~ie el artículo 128 de la Constitución, reservando re- 
cursos o servicios esenciales para los ciudadanos. Nos01 

tros pensamos que hay que hacer referencia para los ciu- 
dadanos. Nosotros pensamos que hay que hacer referen- 
cia a la Constitución puesto que ella posibilita esta decla- 
ración de servicio público. Ello oreo que no puede llevar 
a la sospecha de que detrás de esta afirmación se preten- 
da hacer algún tipo de nacionalizaciones. Yo no sé si el 
señor Alvarez-Cascos está anticuado o si todavía tiene sos- 
pechas, que yo creo que pocas personas siguen albergan- 
do en esta sociedad, respecto de las nacionalizaciones que 
va a hacer el Partido Socialista en el Gobierno. Yo creo 
que no se puede tener ninguna sospecha cuando hay un 
desarrollo de la ley en el que se establece cómo se van a 
prestar estos servicios, que, en la mayor parte de los ca- 
sos, no se van a prestar directamente por el Estado, sino 
indirectamente a través de concesiones administrativas o 
de autorizaciones, en algunos casos. Creo que no hay nin- 
gún motivo de sospecha respecto del planteamiento que 
hace la ley, que se refiere al artículo de la Constitución 
que posibilita la declaracióri de servicio público. Por tan- 
to, no hay nada más correcto, ¿o es que el texto constitu- 
cional es sospechoso de algo? En la reserva de recursos 
no hace una referencia directa a nacionalizaciones. 

Por otra parte, en cuanto a la declaración de servicios 
públicos, no hay una gran diferencia entre las posiciones 
que plantea el Grupo Popular y las que mantiene la ley, 
puesto que la única diferencia está en determinados ser- 
vicios de valor añadido, no en todos. La ley declara ser- 
vicio público a los servicios de valor añadido que se van 
a servir mediante circuito, no los que se van a servir se- 
gún el apartado a) del artículo correspondiente. Por tan- 
to, yo creo que la diferencia es pequeña pbesto que adc- 
más los medios de difusión, que podría ser el otro punto 
que aparentemente quedara fuera, si se admite la enmien- 
da del señor Alvarez-Cascos, son ya servicios públicos 
puesto que así lo reconoce la sentencia del Tribunal Cons- 
titucional 2611982, a que me he referido antes. Por tanto, 
la única diferencia en la declaración de servicios públi- 
cos sería respecto de determinados servicios de valor aña- 
dido, pero no de todos, no de los que se sirven a través de 
conmutación, sino solamente los que son a través de al- 
quiler de circuitos, que es una limitación relativamente 
pequeña y una diferencia menor de la que parece querer 
señalar en su intervencióon el señor Aharez-Cascos. 

El señor PRESIDENTE: Para réplica, tiene la palabra 
el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: El señor 
Sáenz Lorenzo utiliza hábilmente la terminología que se 
contiene en el artículo 128.2 de la Constitución y preten- 
de separar claramente el concepto o el sentido constitu- 
cional del adjetivo aesencial. de lo que significa para el 
común de los españoles que algo es esencial. 

Es evidente que las telecomunicaciones son esenciales 
en Espaiia; de lo que discrepa mi grupo político es de que 
tengan que ser declaradas esenciales al amparo del ar- 
tículo 128.2 de la Constitución, en donde el término uesen- 
cialn se adjudica justamente a aquellos sectores que el 
sector público pretende absorber en su integridad para sí, 
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es decir, pretende nacionalizar. Esa es la interpretación, 
por ejemplo, del profesor Garrido Falla y la de notables 
juristas en relación con la declaración de servicio público 
y la declaración de servicio público esencial. Si lo que el 
Grupo Socialista pretende es declarar las telecomunica- 
ciones servicio público, basta que así las declaren por ley, 
sin necesidad de invocar la esencialidad del mismo; pero 
cuando lo hacen, cuando introducen el adjetivo esencial 
hay que pensar que no lo hacen gratuitamente, que no lo 
hacen por desconocimiento o pensando que pueden que- 
dar libres de sospecha. 

No es un problema de hacer juicio de intenciones de lo 
que pretende el Grupo Socialista, se trata de que el Gru- 
po Socialista ajuste lo que dice queson sus intenciones a 
la técnica jurídica que ampara nuestra Constitución. En 
eso es en lo que discrepamos, porque el segundo escalón 
de discrepancias es que frente al conjunto de servicios de 
telecomunicación que el Grupo Socialista pretende decla- 
rar como servicio público, del que se excluyen, en algu- 
nos casos, los servicios de valor añadido, nosotros intro- 
ducimos una ampliación de aquellos que no deben ser de- 
clarados de servicio público. Nuestra preocupación fun- 
damental, la que subyace en este artículo, es que el Go- 
bierno y el Grupo Socialista que lo apoya, han utilizado 
una técnica legislativa que ampara o que puede amparar 
en el futuro una decisión nacionalizadora de las teleco- 
municaciones y es evidente que en este proyecto de ley si 
algo se aproxima al concepto nacionalizador es la segun- 
da parte, que no hemos debatido, de este artículo, que sal- 
drá posteriormente, y es que este proyecto le ley, además 
de reservar como servicio público las telecomunicaciones, 
concede este servicio en régimen de monopolio. Probable- 
mente ésa es la razón por la que, ante la duda que puede 
plantear declarar monopolio los servicios públicos conte- 
nidos en la misma, se obligue a introducir el artícu- 
lo 128.2 de la Constitución. Esa sí podría ser una inter- 
pretación más precisa de por qué el Grupo Socialista de- 
fiende la introducción del artículo 128.2 de la Constitu- 
ción. En su momento nos manifestaremos en contra del 
monopolio. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Efectivamente, la decla- 
ración de la prestación de determinados servicios en mo- 
nopolio es la que aconseja introducir la referencia al ar- 
tículo 128.2, puesto que en el se dice: uMediante ley se po- 
drá reservar al sector público recursos o servicios esen- 
ciales, especialmente en caso de monopolio ... u; pero da la 
sensación, en la intervención del señor Alvarez-Cascos, de 
que esta ley tuviera una intención nacionalizadora. Nada 
más lejos de la realidad: esta ley tiene una intención fun- 
damentalmente liberalizadora. Es decir, un sector que 
está en estos momentos prestado, exclusivamente en ré- 
gimen de monopolio, va a pasar a ser liberalizado en par- 
te. Esto va en la línea.de los acuerdos que, a este respec- 
to, tienen los países europeos, como el libro verde de las 
telecomunicaciones. En ese libro verde se plantea un 

acuerdo general existente entre los distintos países. Hay 
determinados servicios básicos que se deben prestar en ré- 
gimen de monopolio. 

Ya discutiremos cuando llegue ese punto de la ley, pero 
quede claro que hay una acuerdo entre todos los países eu- 
ropeos por el que determinados servicios básicos se de- 
ben prestar en régimen de monopolio. Habrá discusión 
respecto de cuántos son estm servicios y hasta dónde se 
llega con estos servicios, pero que la telefonía debe pres- 
tarse en régimen de monopolio es un acuerdo entre todos 
esos países. Por tanto, la ley es liberalizadora respecto a 
la situación actual de monopolio en que se prestan todos 
los servicios de telecomunicaci6n en régimen de monopo- 
lio. A partir de la aprobación de esta ley ya no va a ocurrir 
así; sin embargo, sí nos parece importante que se presten 
en régimen de monopolio determinados servicios porque 
así se va a hacer en todos los países de Europa y porque 
eso va en la dirección de que estos servicios se puedan 
prestar internacionalmente con la máxima eficacia y 
economicidad. 

Por tanto, nuestro Grupo va a mantener el texto de la 
ley y va a mantener la referencia a la Constitución, que 
nos parece acertada en este caso. (El seeiior Martínez-Cam- 
pillo Carda, pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Dígame, señor Martínez-Cam- 
pillo. 

El setior MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Señor Pre- 
sidente, jes posible la intervenci6n de grupos que no han 
presentado enmiendas? 

El señor PRESIDENTE: Puede tomar posición sin rea- 
brir el debate. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: En nom- 
bre del CDS voy a hacer una intervención en función de 
que este artículo es de vital importancia para entender 
posteriormente la discusión de las enmiendas que ha pre- 
sentado este grupo y por entender que detrás de una po- 
sible discusión teórica sobre servicio público, sobre mo- 
nopolio, o sobre régimen de concurrencia hay algo más 
importante: la política económica de las telecomuni- 
caciones. 

El artículo 1: fija bien sus intenciones y nos dice que 
el interés de esta ley para ordenar las telecomunicaciones 
está en que la importancia de las telecomunicaciones es 
tal que en el año 2000, como se ha dicho en muchas oca- 
siones, alcanzará el siete por ciento del PIB en España y 
porque la materia estaba desordenada, jurídicamente 
hablando. 

Ahora bien, en el artículo 2." ya entramos en lo que es 
la auténtica política económica de las telecomunicacio- 
nes y yo creo que esto es mucho más serio porque se mon- 
ta sobre dos principios, que son el principio de exclusivi- 
dad (sobre él ya habrá momento de discutir, ya se ha he- 
cho en el articulo 1 :, y lo cierto es que, como paréntesis, 
hay que señalar que la exclusividad del artículo 141.1.2 1 ." 
no se corresponde luego con el contenido de la ley, pues 
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se regulan en algunos apartados competencias propias de 
las Comunidades Autónomas, especialmente en lo que se 
refiere al control de radiodifusión) y, luego, el concepto 
de servicio público que, sin más, a nuestro juicio va a per- 
mitir que esta ley constantemente esté sujeta a múltiples 
interpretaciones, incluso la propia del Tribunal Cons- 
titucional. 
' Si al país le interesa económicamente que el sector de 

telecomunicaciones sea un sector público y, concretamen- 
te más aún, no solamente un servicio público, sino tam- 
bién un servicio público de titularidad estatal y esencial, 
conforme está establecido por el Reglamento internacio- 
nal de telecomunicaciones y amparado en la Constitución 
en el artículo 128.2, podremos decir todos en el Parla- 
mento: de acuerdo, que se haga en el régimen de mono- 
polio; que sea un servicio público de titularidad estatal, 
pero con muchas garantías, con muchas cautelas que en 
esta ley no se van a contener; cautelas especialmente por- 
que los monopolios, al margen de lo que impliquen en sí 
mismos, puedan hacerse por una gestión directa o indi- 
recta, y a quien se le concede ese monopolio tiene que es- 
tar controlado. Nosotros en esta ley no observamos nin- 
guna cautela para que quien ejerce el monopolio tenga 
un control, especialmente parlamentario. Tiene que estar 
asegurado mucho más el carácter temporal de este servi- 
cio público. 

Por último, un servicio público que no limite la liber- 
tad de expresión. Por tanto, nuestra opinión sobre este ar- 
tículo es que en sí mismo puede establecerse como un ser- 
vicio público de titularidad estatal, pero en el régimen de 
monopolio tienen que estar mucho más garantizados los 
controles y las cautelas, especialmente en lo que son las 
concesiones y autorizaciones a terceros. (La señora Yabar 
Sterling pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: ¿Qué desea, señora Yabar? 

La señora YABAR STERLING: Deseo intervenir a los 
mismos efectos, para fijar la posición en relación con este 
artículo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora Ya- 
bar por cinco minutos, sin abrir debate. 

La señora YABAR STERLINC: Muchos menos, señor 
Presiden te. 

Simplemente para fijar la posición respecto a este tema 
tan esencial del artículo 2." y manifestar que la Agrupa- 
ción del Partido Liberal se posiciona claramente al lado 
de la enmienda de Coalición Popular, por entender que 
verdaderamente el término «esencial D, que es lo que aquí 
se debate en el fondo, es trascendente y consideramos que 
no debería ser incluido este término en el artículo 2." 

El señor PRESIDENTE: A continuación, vamos a vo- 
tar las enmiendas números 77 y 78, del Grupo de Coali- 
ción Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis: en contra, 19: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
A continuación pasamos a votar el artículo 2:, tal 

como viene en el informe de la Ponencia, es decir, habien- 
do sido suprimida la expresión u jurídica y técnicamente)) 
del apartado 2:, puesto que según la manifestación del 
señor Alvarez-Cascos el voto particular del Grupo Popu- 
lar en defensa del proyecto de Ley original ha decaído. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; en contra, seis: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 

Pasamos, a continuación, al debate de las enmiendas ~rticuio 3 . O  
lo 2: 

del artículo 3.0, al cual en Ponencia no se ha aceptado nin- 
guna de las enmiendas presentadas. Se mantiene, por tan- 
to, la enmienda 194, de Minoría Catalana, y 79, de Coa- 
lición Popular. 

Para la defensa de la enmienda 194 tiene la palabra el 
señor Recoder. 

I 
El señor RECODER 1 MIRALLES: Muy brevemente. El 

sentido de nuestra enhienda es el siguiente: De una par- 
te consideramos que en estricta técnica jurídica es in- 
correcta la introducción de la frase «de acuerdo con los 
medios disponibles)) y,  de otra parte, considera que la in- 
troducción de esta frase puede desvirtuar lo que es el sen- 
tido propio del artículo, es decir: asegurar la extensión y 
uso general, por parte del Estado, de los servicios públi- 
cos de telecomunicación. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario de 
Coalición Popular, tiene la palabra el señor Alvarez- 
Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, la justificación de la enmienda es muy senci- 
lla. Nosotros, por razones de precisión terminológica, pro- 
ponemos que la frase «El Estado asegurarán, quede sus- 
tituida por «El Estado garantizará)). Nos parece que si el 
Estado, como se pretende, es el titular del servicio públi- 
co, lo que tiene que hacer es garantizar la extensión y el 
uso del servicio público, y por eso nos parece esta expre- 
sión más afortunada que la de asegurar. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra tiene la 
palabra el señor Sáenz Lorenzo, por el Grupo Socialista. 

El señor SAENZ LORENZO: Nosotros vamos a mante- 
ner el texto del proyecto de Ley y vamos a oponernos a 
las enmiendas puesto que, en primer lugar, eliminar la ex- 
presión «de acuerdo con los medios disponihlesn nos pa- 
rece muy poco realista. Efectivamente, si lo que preten- 
demos en esta ley es asegurar que se van a cubrir todos 
esos servicios inmediatamente en el momento de aprobar 
la ley pensamos que eso sería absolutamente inviable; eso 
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lleva un proceso de negociación. Efectivamente lo que 
hace el Estado es exigir a la compañia concesionaria que 
cubra todos esos servicios, pero eso es un proceso largo. 
Estamos viendo cómo la Compañía Telefónica Nacional 
de Espaíia, en un servicio tan importante como es el de 
teléfonos, está llegando a todos los centros rurales, pero 
eso le está exigiendo una serie de convenios y acuerdos 
con algunos organismos públicos, ayuntamientos y dipu- 
taciones. Pienso que no se puede ignorar que esa exten- 
sión y el que se pueda dar cobertura total de servicio está 
en relación con los medios disponibles. Pensamos que es 
más adecuado el término asegurar y, además, mantener 
la expresión «de acuerdo con los medios disponiblesu. Es 
un objetivo que el Gobierno debe exigir a las compañías 
concesionarias, pero no es un objetivo que se vaya a cum- 
plir, con independencia del contenido económico que ese 
objetivo tiene. Por tanto, nosotros vamos a mantener el 
texto del Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Como no hay petición de pa- 
labra para turno de réplica, pasamos a votar las en- 
miendas. 

En primer lugar, votamos la enmienda 194, de Minoría 
Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación votamos la enmienda 79, del Grupo de 

Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
toa a favor, siete; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación votamos el artículo 3.", de acuerdo con 

el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, dos; abstenciones, cinco. 

El sefior PRESIDENTE: Queda aprobado. 
~rtfculo 4.0 A continuación entramos a debatir las enmiendas al ar- 

tículo 4.0, al cual, durante el trámite de Ponencia, no se 
ha admitido ninguna de las enmiendas presentadas. 

En primer lugar, tenemos la enmienda número 9, del 
Grupo Parlamentario Vasco. Para su defensa tiene la pa- 
labra el senor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Esta en- 
mienda es de carácter fundamentalmente técnico, de me- 
jora técnica. En el fondo, a nuestro modo de ver, la re- 
dacción del artículo contiene una cierta obviedad, puesto 
que se dice que en la reglamentación se tendrán en cuen- 
ta los planes y recomendaciones, en cuanto sean aplica- 
bles, acordados en el seno de los 6rganos de la Unión In- 
ternacional de Telecomunicaciones. 

A nosotros nos parece que la expresión uen cuanto sean 

aplicablesu, sobra, puesto que si se dice ya en la línea an- 
terior que use tendrán en cuentan, ello quiere decir que 
se tendrán en cuenta, pero no que necesariamente se acep- 
tarán. En consecuencia, el decir use tendrán en cuentan 
y uen cuanto sean aplicablesu, es una especie de redun- 
dancia u obviedad que, a nuestro modo de ver, sobra, 
como algunas otras expresiones a lo largo de los artículos 
futuros en el proyecto de ley. 

Por tanto, nosotros simplemente proponemos que se eli- 
mine esa expresión por las razones que he expuesto. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario de 
Coalición Popular, para la defensa de las enmiendas nú- 
meros 80 y 81, tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: La en- 
mienda número 80 tiene por finalidad solicitar la supre- 
sión de este artículo, porque nos parece que su contenido 
es obvio. Que en un artículo se diga que en cuanto sean 
aplicables habrán de tenerse en cuenta las normativas re- 
lativas a la Unión Internacional de Telecomunicaciones, 
de la Comunidad Económica Europea y otros organismos 
internacionales, en virtud de los convenios y tratados de 
los que España sea parte, nos parece que es algo tan ob- 
vio que no necesita ser recogido en un proyecto de ley 
para que tenga obligatoriedad o para que surta los efec- 
tos oportunos en su cumplimiento. Por eso nosotros con- 
sideramos que lo innecesario es oportuno retirarlo de este 
proyecto de ley y solicitamos la supresión de este artículo. 

Alternativamente, en el supuesto de que no se aceptara 
nuestra enmienda de supresión de este artfculo, solicita- 
mos que en la enmienda número 81 se introduzca una 
nueva precisión en su redacción, y que donde se dice: «En 
la reglamentación y prestación de los serviciosu, se diga: 
«En la reglamentación de la prestación de los serviciosu, 
porque, a juicio de Coalición Popular, no se pueden esta- 
blecer diferencias, como parece desprenderse del tenor li- 
teral de la redacción actual, entre la reglamentación de 
los servicios, por un lado, y la prestación de tales servi- 
cios, por otro. 

Creemos que ambos conceptos son coincidentes y, por 
eso, entendemos que la redacción propuesta mejora téc- 
nicamente el tenor literal del artículo 4: 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Nosotros vamos a mante- 
ner este artículo, aceptando dos de las enmiendas que se 
nos han propuesto, la número 8 1, del Grupo Popular, y 
la número 9, del Grupo Vasco, que desde nuestro punto 
de vista, mejoran técnicamente el contenido del texto; 
pero no vamos a aceptar la enmienda número 80, que pro- 
pone la supresión del artículo, porque pensamos que en 
II no solamente está el cumplimiento de los convenios y 
de los tratados, que, efectivamente, es obvio, sino que 
hace referencia a regiamentación y prestación de los ser- 
vicios, debiendo tenerse en cuenta los planes y recomen- 
daciones: es decir, no textos normativos, sino recomenda- 
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ciones, que lo que deben hacer es facilitar que el servicio 
se pueda prestar homologadamente en todo el mundo, 
que tenga la posibilidad de intercambio internacional que 
se está pretendiendo a lo largo de toda la ley. 

Por tanto, vamos a aceptar esas dos enmiendas, repito, 
la número 8 1, del Grupo Popular, y la número 9, del Gru- 
PO Vasco, que mejoran técnicamente el texto, y vamos a 
votar en contra de la número 80, del Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: El señor Echeberría tiene la 
palabra. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Simple- 
mente quiero agradecer la posición del Grupo Socialista, 
que demuestra sentido común, en este caso, al aceptar en- 
miendas de mejora técnica. 

El seiior PRESIDENTE: En consecuencia, votamos en 
primer lugar la enmienda número 80, del Grupo Parla- 
mentario Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: votos 
a favor, cinco; en contra, 19; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da número 80, del Grupo Parlamentario Coalición Popu- 
lar, a este artículo 4.0 

A continuación, votamos conjuntamente las dos en- 
miendas cuya aceptación ha sido anunciada por el Grupo 
Parlamentario Socialista: la 9. del Grupo Vasco, y la 81, 
del Grupo Popular. 

Efectuada la votación, fueron aprobadas por unani- 
midad. 

El seiior PRESIDENTE: Se aprueban por unanimidad. 
Por tanto, sometemos a votación el texto del artícu- 

lo 4.0, que, después de haber introducido las enmiendas 
números 9 y 81, queda de la forma siguiente: *En la re- 
glamentación de la prestación de los servicios de teleco- 
municaciones se tendrán en cuenta los planes y recomen- 
daciones acordados en el seno de los órganos de la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones, de la Comunidad 
Económica Europea ... u y así hasta el final del artículo, se- 
gún el proyecto de ley. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 4.0 
por unanimidad. 

Pasamos a continuación a debatir las enmiendas del ar- 
tículo 5.0, que ha sido enmendado en todos sus apartados, 
y ninguna de estas enmiendas ha sido incorporada en el 
informe de la Ponencia. 

En primer lugar, tenemos las enmiendas números 10, 
11, 12 y 13, del Grupo Parlamentario Vasco. Para su de- 
fensa, tiene la palabra el señor Echeberría. 

~rticuio 5 . O  

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Es decir, 

que tengo que defender todas las enmiendas al ar- 
tículo 5: 

El señor PRESIDENTE: A todo el artículo. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: La enmien- 
da número 10 se presenta al número 1 del artículo y lo 
que pretende, aunque hay que reconocer que la enmien- 
da no está planteada con mucha fortuna, es que se mati- 
ce ese concepto difuso de actividades esenciales para la 
nación. El número 1 dice: «Los servicios de Telecomuni- 
cación, que por su función y su naturaleza, desarrollen ac- 
tividades esenciales para la nación, constituyen parte in- 
tegrante fundamental de la Defensa nacional.. 

Aquí se ha comentado antes lo que puede querer decir 
para unos y otros ese concepto de actividades esenciales 
según el artículo 128 de la Constitución, etcétera. A nues- 
tro modo de ver, ésta es una expresión simplemente di- 
gamos literaria, tal y como está aquf expresada, puesto 
que no se dice ni en qué consiste esa actividad esencial, 
ni quién declara que una actividad es esencial o no. 

Esos dos aspectos nos parecen Eundamentales, porque 
luego pueden tener una repercusión seria en la ley y, en 
consecuencia, nos parece que, o bien se matiza de alguna 
manera este concepto, o bien debería desaparecer, porque 
una cuestión tan abierta puede ser peligrosa en cuanto a 
la interpretación futura. 

Eso con referencia a la enmienda número 10. En cuan- 
to a la enmienda número 11 que se plantea al párrafo ter- 
cero del número 2 de este mismo artículo, nosotros pro- 
ponemos que se suprima la expresión «en la medida de 
lo posible.. 

En este párrafo recuerdo a los compañeros y compañe- 
ras presentes se dice que: aA tales efectos, los Ministerios 
de Defensa y de Transportes, Turismo y Comunicaciones 
coordinarán la planificación del sistema de telecomuni- 
caciones de las Fuerzas Armadas, a fin de asegurar, en la 
medida de lo posible, la compatibilidad con los servicios 
civilesu. 

A nosotros, en este párrafo, se nos plantea la duda de 
quién define, en primer lugar, qué significa ese aen la me- 
dida de lo posible», que nosotros proponemos que desa- 
parezca. En segundo lugar,.pensamos que sería más con- 
veniente decir, por ejemplo, propiciar, o una palabra de 
ese tipo, en lugar de asegurar la compatibilidad, porque 
si estamos hablando de compatibilidad, suponemos que 
se quiere hablar, de alguna manera, de aconectabilidad. 
de los sistemas, aconectabilidad. que significa la compa- 
tibilidad y la coexistencia de los sistemas militares de las 
Fuerzas Armadas y civiles. Por ello, decir en el texto que 
se asegurará, y a continuación aen la medida de lo posi- 
ble., es una especie de contradicción en los términos. Ha- 
bría que decir que se propiciará, si es que se pretende de- 
jar abierta esa aconectabilidadu, según las posibilidades 
que tiene el Estado, etcétera, o si se dice asegurar, hay 
que decir que se asegurará; una de las dos cosas. En con- 
secuencia, nosotros decimos en nuestra enmienda que se 
asegure la compatibilidad, si eso es lo que se pretende, y 
entonces quitar la expresión aen la medida de lo posible., 
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o bien - cosa  que no se pide en nuestra enmienda, pero 
que también nos parecería lógica- que se diga use pro- 
piciarán o use perseguirán, etcétera, pero no en ese caso 
uen la medida de lo posible. la compatibilidad de los sis- 
temas. Lo que hay que aclarar aquí es lo que se quiere de- 
cic, ya que a nosotros nos parece que no está claro. Pen- 
samos que es lógico que haya una aconectabilidadn de los 
sistemas, porque puede haber supuestos en los que sea ne- 
cesario que las Fuerzas Armadas utilicen los sistemas ci- 
viles, pero, en ese caso, lo que hay que hacer es, como 
digo, definir qué es lo que se pretende en cuanto al grado 
de compatibilidad de esos sistemas. 

En cuanto a la enmienda 12, que está planteada al nú- 
mero 3 de este mismo artículo, es una enmienda -diga- 
mos- de más calado jurídico-autonómico para nosotros, 
porque plantea de alguna manera el tema de las compe- 
tencias que puedan tener las comunidades autónomas en 
protección civil. En este apartado se dice: «En el ámbito 
de la Protección Civil, en su específica relación con la ac- 
tividad de las telecomunicaciones, el Ministerio de Trans- 
portes, Turismo y Comunicaciones colaborará con el Mi- 
nisterio del Interior en los términos previstos en la legis- 
lación de protección civil». Nosotros, en nuestra enmien- 
da, planteamos que después de las palabras «Ministerio 
del Interior» se diga: uy con los órganos correspondientes 
de las Comunidades Autónomas con competencia sobre la 
citada materia», con lo cual el texto diría: «En el ámbito 
de la Protección Civil ... el Ministerio de Transportes ... co- 
laborará con el Ministerio del Interior y con los órganos 
correspondientes de las Comunidades Autónomas que 
tengan competencia en esta materian. 

¿Por qué planteamos esta enmienda? A nuestro modo 
de ver, nosotros con el texto que proponemos, no prejuz- 
gamos la distribución competencial que resultaría del es- 
tricto cumplimiento de la legislación vigente, pero sí re- 
cordamos con nuestra enmienda que existen comunida- 
des autónomas que tienen competencia sobre esta mate- 
ria, las cuales deben de ser respetadas. O sea, que si no- 
sotros decimos que tiene que haber una colaboración en- 
tre el Ministerio de Transportes y el Ministerio del Inte- 
rior y las comunidades autónomas que tengan competen- 
cias, no estamos prejuzgando en este momento cuál es ese 
nivel competencial ni a quién corresponde una determi- 
nada materia, lo único que estamos diciendo es que, si 
existen competencias en una comunidad autónoma en 
esta materia de protección civil, se tengan en cuenta. Por 
eso es por lo que nuestra formulación es abierta y lo Úni- 
co que pretende, como digo, es recordar en el texto de la 
ley que tales competencias existen. 

Por otro lado, hay que añadir que, sin perjuicio de esa 
distribución competencial que habrá de concretarse y res- 
petarse en cada caso, según - c o m o  digo- las competen- 
cias asumidas por cada Comunidad Autónoma, no cabe 
duda que la Sentencia del Tribunal Constitucio- 
nal 123/1984, de 18 de diciembre, avala la tesis de que en 
la Comunidad Autónoma del País Vasco existen tales com- 
petencias, produciéndose concurrencia entre el Estado y 
la Comunidad Autónoma, cuya distribución cs necesario 
diseñar. Me voy a permitir, aunque me alargue un poco 

en mi exposición, el leer un pequeño párrafo de esta Sen- 
tencia, porque ésta es una materia que se va a repetir a 
lo largo de la ley y, en ese caso, simplemente con referir- 
nos a esta discusión puede valer. 

Esa Sentencia, en el apartado 4 de los fundamentos ju- 
rídicos en que se basa, se refiere en un momento determi- 
nado al artículo 149.1.29 de la Constitución y dice: Este 
precepto, que considera como competencia del Estado la 
seguridad pública, lo hace sin perjuicio de la creación de 
policías para IasComunidades Autónomas, lo que llevó a 
cabo el artículo 17 del Estatuto de Autonomfa del País 
Vasco, según el cual corresponderá a las instituciones del 
País Vasco el régimen de la policía autónoma para la pro- 
tección de las personas y bienes. Resulta así que, sin men- 
gua de las competencias inalineables y este sentido exclu- 
sivas del Estado, en la materia específica de la protección 
civil, se producen competencias concurrentes cuya distri- 
bución es necesario diseñar. Es decir, que volviendo un 
poco al principio de mi argumentación, nosotros aquí no 
estamos diciendo cuál es la distribución de competencias 
que corresponde, lo que estamos diciendo es que existen 
competencias -al menos en la Comunidad Autónoma del 
País Vasco y creo que en algunas otras también- que se 
deben respetar y tener en cuenta, lo cual implica que el 
Ministerio correspondiente, aparte de coordinarse con el 
Ministerio del Interior, tendrá que coordinarse con las Co- 
munidades Autónomas que tengan competencias. 

La propia redacción del proyecto de ley, que no enmen- 
damos, añade la expresión uen los términos previstos en 
la legislación de protección civil., expresión que nosotros 
pensamos ha de interpretarse como en los términos pre- 
vistos en la legislación aplicable a protección civil, con lo 
cual estamos nuevamente en la situación que nosotros 
planteamos. Es decir, nosotros estamos dispuestos a re- 
conocer y a observar la ley, pero lo que decimos es que 
se observe toda la ley, y eso tiene que implicar, induda- 
blemente, aquella parte que recoge, como digo, las com- 
petencias de las Comunidades Autónomas. Incluso el pro- 
pio texto dice: u ... en los términos previstos en la legisla- 
ción de protección civil n. Entonces, seamos consecuentes 
y si en esa legislación de protección civil hay cuestiones 
que .corresponden a las Comunidades Autónomas, respe- 
temos también esas cuestiones. Nosotros no estamos plan- 
teando nada que se salga del marco legal existente en este 
momento, incluso son cuestiones que ya están transferi- 
das y asumidas, concretamente en la Comunidad Autóno- 
ma del País Vasco. 

Por último, si no me equivoco, queda la enmienda nú- 
mero 13, que loes al último número del artículo, el 4,  y 
lo que pretende es aitadir la expresión: «en coordinación 
con las Comunidades Autónomas que tengan competen- 
cias sobre ellon, después del inciso que dice: «... dentro 
del ámbito de sus respectivas competencias...». Estamos 
en lo mismo. Aquí se dice que «Los centros, estableci- 
mientos y dependencias afectos a los Servicios de Teleoo- 
municación, dispondrán de las medidas y sistemas de se- 
guridad, vigilancia, difusión de información, prevención 
de riesgos y protección que se determinen por el Gobier- 
no, a propuesta de los Ministerios de Defensa, Interior o 
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Transportes, Turismo y Comunicaciones, dentro del ám- 
bito de sus respectivas competencias...», y nosotros deci- 
mos: «en coordinación con las Comunidades Autónomas 
que tengan competencia sobre ello.. Lo único que recor- 
damos es que hay que respetar ciertas competencias que 
existen en las Comunidades Autónomas. No estamos, 
como digo, prejuzgando en esta ley, porque no es su fun- 
ción, cuál es ese reparto competencial, ese reparto de po- 
der político que se tiene que dar entre la Administración 
central y la Administración autonómica. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: A este artículo existen las en- 
miendas 82, 83 y 84, del Grupo Parlamentario de Coali- 
ción Popular, y la 52, del Grupo CDS. Para la defensa de 
la enmienda del Grupo CDS tiene la palabra el señor 
Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: En reali- 
dad, se trata de una enmienda que podríamos denominar 
como de mayor abundamiento, es decir, que si no se in- 
cluye dentro del texto del artículo no Ocurre nada, y si se 
incluye llama la atención sobre un caso que puede defi- 
nirse dentro de los que la ley intenta garantizar respecto 
a las medidas preventivas de protección civil, en el caso 
de las protecciones a centros, establecimientos y depen- 
dencias. Simplemente, hemos incluido también el efecto 
del impulso electromagnético nuclear, en la medida en 
que este supuesto es de gran actualidad y preocupación 
para los ciudadanos. La enmienda no tiene mayor senti- 
do. Es decir, podría ser incluida perfectamente como una 
llamada de atención, pero si no es incluida no le ocurre 
nada al artículo. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das del Grupo de Coalición Popular a este artículo 5.", tie- 
ne la palabra el senor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: La en- 
mienda número 82, referida al número 1 del articulo S:, 
vuelve a poner sobre el tapete el confusionismo existente 
entre los redactores del proyecto a la hora de aplicar el 
concepto de servicios esenciales a lo largo del articulado 
de este proyecto de ley. Y en este caso, yo creo, señor Pre- 
sidente, que estamos en una situación que yo calificaría 
de orgía de esencialismos. Me explico. Ya hemos aproba- 
do en Comisión, en el artículo 2.", el carácter esencial de 
todos los servicios de telecomunicaciones, pues bien, aho- 
ra llega el artículo 5." y nos dice: uLos servicios de Tele- 
comunicación, que ... desarrollen actividades esenciales 
para la Nación, constituyen parte integrante fundamen- 
tal de la Defensa Nacional». Mi sorpresa, senor Presiden- 
te, coincide con la del portavoz del Grupo Vasco, porque 
creemos que la redacción actual de este artículo necesita 
una clara modificaci6n para que no se pueda deducir que 
cualquier actividad esencial para la nación constituye 
parte integrante fundamental de la defensa nacional. Ade- 
más, el concepto esencial ya ha sido admitido en el ar- 
tículo 2.", y con carácter genérico está interviniendo so- 

bre todo el proyecto de ley. Por tanto, creo que de lo que 
se .trata aquí es de determinar cuáles de esos servicios 
constituyen parte integrante de la defensa nacional. 

La redacción que propone el Grupo de Coalición Popu- 
lar es la que figura en la enmienda número 82, donde se 
dice que aquellos servicios de telecomunicación que de- 
sarrollen actividades esenciales para la defensa nacional 
constituyen parte integrante de la misma. Creemos que 
con este texto se respeta la filosofía de los redactoresadel 
proyecto, pero se introduce una precisión terminol6gica 
que era absolutamente necesaria para no incurrir en las 
confusiones que los Grupos que hemos intervenido hasta 
ahora hemos señalado. 

La enmienda número 83 pretende la supresión del pri- 
mer párrafo del número 2 del artículo 5 :  En este párra- 
fo se dice que el Ministerio de Transportes, Turismo y Co- 
municaciones es el órgano de la Administración civil del 
Estado con competencia para ejecutar la política de de- 
fensa nacional, en el sector de las telecomunicaciones. 

Señor Presidente, señorías, desde nuestro punto de vis- 
ta, el Ministerio de Transportes no debe ejecutar la polí- 
tica de defensa, ni siquiera en materia de telecomunica- 
ciones, ni, por supuesto, el Ministerio de Defensa tiene 
rango jerárquico sobre el Ministerio de Transportes, Tu- 
rismo y Comunicaciones para colocar a éste bajo la juris- 
dicción de aquél, aunque sea en términos de coordinación. 
Nosotros entendemos que se introducen conceptos confu- 
sos y equívocos; que la técnica administrativa estableci- 
da aquí no se corresponde con lo que debería contenerse 
en este artículo en relación con las -valga la redundan- 
cia- interrelaciones ministeriales,- y proponemos la su- 
presión del primer párrafo de este número 2. 

En cuanto a la enmienda número 84, pretende también 
la supresibn justamente del último párrafo de este'mis- 
mo número 2 del artículo 5." En concreto, el párrafo que. 
se refiere a que para el estudio e informe de las materias 
contenidas en este punto, se constituirán los organismos 
interministeriales que se consideren adecuados, con la 
composición y competencia que se determinen reglamen- 
tariamente. Nosotros nos proponemos suprimir este 
párrafo, ya que el objetivo que perseguimos es eliminar 
esos organismos interministeriales, habida cuenta que los 
consideramos ineficaces, suponen un incremento de la bu- 
rocracia y, además, las funciones que se pretenden cubrir 
con ellos se pueden resolver sin necesidad de crear nue- 
vos organismos. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Iré refiriéndome enmien- 
da por enmienda, porque hay un número muy elevado de 
ellas. 

La enmienda número 10, del Grupo Vasco, está en re- 
lacibn con la enmienda número 82, del Grupo Parlamen- 
tario Popular. Vamos a aceptarla, porque, en efecto, esta- 
mos de acuerdo, en lo esencial, con la argumentación que 
ha hecho ese Grupo. Por tanto, vamos a votar, repito, a 
favor de la enmienda número 82, del Grupo Parlamenta- 
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rio Popular, lo cual supone acoger, en buena medida, los 
planteamientos que hacía el Grupo Vasco en su enmien- 
da número 10. 

Sin embargo, vamos a votar en contra de las enmien- 
das números 83 y 84, del Grupo Popular. 

La enmienda número 83 pide la supresión de un apar- 
tadodel artículo 5.2, con lo que nosotros no estamos de 
acuerdo porque no se plantea una novedad en este párra- 
fo, sino que dice exactamente lo mismo que la Ley Orgá- 
nica de la Defensa Nacional. Nos parece que es interesan- 
te, aunque sea una mera repetición, volver a decirlo, pues- 
to que estamos hablando de cómo se desarrollan estos ser- 
vicios de telecomunicación. La Ley Orgánica de Defensa 
Nacional establece la relación que debe tener el Ministe- 
rio de Transportes con el de Defensa en situaciones ex- 
cepcionales. Esa relación es de subordinación y el texto 
de ese párrafo que se pretende suprimir es perfectamente 
paralelo con el texto existente en la citada Ley Orgánica 
de Defensa Nacional. Por tanto, vamos a mantenerlo, por- 
que pensamos que cuando se habla de ley de telecomuni- 
caciones es bueno también conocer cuál es la regulación 
del tema en relación con la defensa nacional. 

Respecto a la enmienda número 84, me parece que to- 
dos estamos de acuerdo, y la argumentacibn que ha he- 
cho el señor Alvarez-Cascos así lo demuestra, con que 
exista coordinación, con que, efectivamente, haya compa- 
tibilidad entre los sistemas de comunicación civil y los 
sistemas de comunicación militar, para que, en un mo- 
mento determinado, en un momento excepcional, se pue- 
dan interconectar. Lógicamente, para que esta coordina- 
ción exista tendrá que haber alguna relación entre los Mi- 
nisterios, que se tendrá que hacer a través de algún orga- 
nismo interministerial, porque, si no se establece esa re- 
lación de una forma orgánica, puede correrse el riesgo de 
que la coordinación se quede en el texto de la ley y luego 
no se lleve a cabo de una forma efectiva. 

Por tanto, a nosotros nos parece necesario ese texto, sin 
ser partidarios, ni mucho menos, de la creación de orga- 
nismos superfluos. Pensamos que es necesaria la coordi- 
nación y parece lógico que se establezca algún tipo de or- 
ganismo interministerial que sea lo suficientemente flexi- 
ble; tampoco la ley establece rigideces a ese respecto. Va- 
mos, pues, a votar en contra de la enmienda número 84 
y a mantener el texto del Gobierno en este punto. 

Respecto a la enmienda número 11, del Grupo Vasco, 
vamos a aceptarla en sus propios términos, porque las 
competencias sobre protección civil son competencias 
compartidas entre el Estado y las Comunidades Autóno- 
mas, y nos parece adecuado que, en tal caso, aparezca una 
referencia a las competencias de estas últimas. 

Perdón, me he equivocado. Con relación a la enmienda 
número 11, del Grupo Vasco, vamos a votar en contra, 
porque ahí lo que se está buscando es una homologación 
y una compatibilidad, pero no en todos los casos. Es de- 
cir, hay casos en los que justamente las medidas de segu- 
ridad 'que debe tener un sistema de comunicaciones mi- 
litar y de defensa pueden aconsejar el que no se plantee 
la compatibilidad, sino todo lo contrario. Esa es un poco 
la motivación de la expresión que pretende suprimir el 

Grupo Vasco. uEn la medida de lo posibleu quiere hacer 
referencia a esas situaciones o casos en los que, por me- 
didas de seguridad, parece que las comunicaciones en De- 
fensa deben no solamente no ser compatibles, sino que 
hay que poner una barrera de separación con las comu- 
nicaciones en el nivel civil. No tiene otro sentido esa pro- 
puesta y vamos, por tanto, a mantener el texto del 
Gobierno. 

La que vamos a aceptar es la enmienda número 12, del 
Grupo Vasco, sobre competencias relacionadas con la pro- 
tección civil, porque, en efecto, son competencias compar- 
tidas y nos parece un planteamiento correcto el que ha he- 
cho este Grupo en la enmienda propuesta. 

No así la enmienda número 13, puesto que nosotros 
pensamos que el número 4 se refiere a servicios de tele- 
comunicaciones y de sus dependencias, y estos servicios 
son competencia exclusiva del Estado, más aún si tene- 
mos en cuenta que se hace referencia a los estados excep- 
cionales, a las medidas de seguridad que puedan tener re- 
lación con la defensa, que también son competencia ex- 
clusiva del Estado. Por tanto, aceptaremos la enmienda 
número 12, pero no la 13, del Grupo Vasco. 

En la enmienda número 52, del CDS, lo que proponen 
no parece necesario incluirlo. Si incluimos el impulso 
electrónico nuclear como uno de los riesgos, yo creo que 
tendríamos que entrar a enumerar los distintos posibles 
riesgos. Repito que no parece necesario enumerarlos, al 
revés, yo pienso que es mejor una referencia genérica a la 
seguridad, sin enumerar cuáles son los posibles riesgos, 
aun estando de acuerdo con que ese riesgo ha de estar in- 
cluido entre los que se plantean. Por consiguiente, noso- 
tros pensamos que es mejor una referencia genérica y no 
enumerativa, puesto que ésta tendría muchos más ries- 
gos que siendo genérica. 

Estando, pues, de acuerdo con que se establezca segu- 
ridad respecto del impulso electromagnético nuclear, no 
pensamos adecuado introducir lo que nos propone el Gru- 
po del CDS en su enmienda número 52. Por tanto, vamos 
a votar en contra de ella. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nos congra- 
tulamos de la aceptación de la enmienda número 82, del 
Grupo Parlamentario Coalición Popular, que llena la in- 
tención de nuestra enmienda número 10, porque verda- 
deramente clarifica la materia que nosotros proponíamos 
que se aclarase. 

En cuanto a la enmienda número 11, a mí personal- 
mente no me acaba de convencer lo que dice el señor 
Sáenz Lorenzo, porque esa argumeiitación de que la com- 
patibilidad pudiera no ser conveniente en ciertas ocasio- 
nes, creo que, técnicamente, no es válida, porque siempre 
se puede pensar en una compatibilidad en un sentido y 
no en el contrario. Por ejemplo, hacia arriba y no hacia 
abajo y viceversa. En consecuencia, me parece que no está 
muy claro lo que se quiere asegurar con el texto de la ley. 
Porque decir ((asegiirar en la medida de lo posible)) sigue 
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siendo una especie de contradicción en los términos. 
Aparte de que, hablando de legislación comparada, lo nor- 
mal es que esa compatibilidad exista, pero que haya al- 
guien que la defina y alguien que la utiliza. Como digo, 
la compatibilidad puede ser utilizada en un sentido y no 
en el sentido inverso. En resumen, pensamos que sigue 
siendo una expresión incorrecta, pero no tiene excesiva 
importancia. 

En cuanto a la enmienda número 12, nos felicitamos 
también de que se acepte, porque nos parece que es bue- 
no, simplemente para dejar claras las competencias de 
cada una de las instancias: Comunidades Autónomas y 
Administración Central del Estado. 

Con relación a la enmienda número 13, tampoco esta- 
mos de acuerdo con la argumentación utilizada de que 
sean unas competencias del Estado, en este caso exclusi- 
vas y excluyentes, debido a los supuestos que se contem- 
plan de estados de alarma, excepción y sitio, tiempos de 
guerra, etcétera. Téngase en cuenta que también se dice: 
u... tanto en situaciones de normalidad o de crisis, como 
en los supuestos...", es decir, aquí también se está con- 
templando la difusión de información, la coordinación, en 
una palabra, dentro del ámbito de las respectivas compe- 
tencias, tanto en situaciones de normalidad como en si- 
tuaciones de anormalidad. En las situaciones de norma- 
lidad esas competencias no son exclusivas del Estado. Es 
por eso por lo que proponíamos que se incluyese una ex- 
presión similar a la del párrafo anterior, que salve las 
competencias existentes. No estamos tratando de sacar 
competencias que no existen, sino que se respeten las que 
hay en los supuestos y en los momentos de situación de 
normalidad. 

En síntesis, no podemos aceptar esa argumentación 
porque el párrafo no se refiere sólo a los estados anorma- 
les, vamos a decir, sino también a las situaciones norma- 
les, en las cuales esas competencias están funcionando y 
necesitan de una coordinación de todo aquello que se dice 
en este párrafo. Nada más. 

' 

El señor PRESIDENTE: No hay más turnos de réplica. 

En primer lugar, votaremos la enmienda número 82, 
En consecuencia, vamos a pasar a las votaciones. 

del Grupo Coalición Popular. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Una vez obtenida esta aproba- 
ción, señor Echeberría, se entiende que la número 10 no 
hace falta que se vote. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Así es. 

El señor PRESIDENTE: A continuación vamos a pasar 
a votar la enmienda número 12, del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco, cuya aceptación ha sido anunciada por el Gru- 
po Socialista. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: A continuación vamos a votar 
las enmiendas 1 1  y 13, del Grupo Vasco. ¿Las podemos 
votar conjuntamente, aunque sean materias distintas? 
(Asentimiento.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas números 1 1  y 13, del Grupo Parlamentario Vas- 
co, al artículo 5: 

A continuación votamos la enmienda número 52, del 
Grupo Parlamentario CDS, al número 4, de este artí- 
culo 5: 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 19; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da número 52, del Grupo CDS. 

A continuación pasamos a votar las enmiendas pen- 
dientes del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, 
que son la 83 y la 84. ¿Las podemos votar conjuntamen- 
te? (Asentimiento.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 19: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas 83 y 84, del Grupo de Coalición Popular. 

Pasamos a continuación a votar este artículo 5." 
¿Alguna de SS. SS. quieren votación separada? 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Si es po- 
sible, votación separada del número 1 con relación a los 
restantes. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Quería vo- 
tación separada del número 3. 

El señor PRESIDENTE: Votaremos el número 1 y lue- 
goel 3. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, el nú- 
mero 1 ya está votado, al votar a favor de la enmienda de 
loalición Popular. 

El señor PRESIDENTE: Pero hay que votar el texto 
mevo que resulta de la aceptación de la enmienda. 

Votamos el número 1 ,  luego el número 3 y finalmente 
os números 2 y 4. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el número 1 ,  
le1 artículo S:, habiendo incluido la enmienda 82, del 
3rupo de Coalición Popular. 

Pasamos, a continuación, a votar el número 3, donde 
;e incluye la enmienda número 12, del Grupo Parlamen- 
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tario Vasco, que es el inciso que SS. SS. conocen, pero 
que podemos repetir. Tras la expresión #Ministerio del In- 
terior,, incluir la frase: a y  con los órganos correspondien- 
tes de las Comunidades Autónomas con competencia so- 
bre la citada materia...*. Y sigue: uen los términos pre- 
vistos en la legislación de protección civil:. (Rumores.) 

Señorías, pido su colaboración mediante el silencio en 
el proceso de votación. 

Votamos este número del artículo S.", habiendo inclui- 
do esta enmienda del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votaci6n, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Votamos conjuntamente los 
números 2 y 4, del artículo 5.0, de acuerdo con el texto 
del informe de la Ponencia. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Al atender 
una posterior sugerencia, pediría que los números 2 y 4 
se separaran, porque ya complica la votación conjunta. 

El señor PRESIDENTE: Votamos el número 2, del ar- 
tículo 5.0, de acuerdo con el texto del informe de la 
Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; en contra, ocho; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el número 2, 

Finalmente, pasamos a votar el número 4, del artícu- 
del artículo 5.0 

lo 5.0, de acuerdo con el texto de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 24; en contra, dos; abstenciones, tres. 

~rtfm106.0 El señor PRESIDENTE: A continuación debatimos las 
enmiendas del artículo 6." 

Existe una enmienda del CDS, la número 53, y del Gru- 
po Popular, la 85, ninguna de las cuales ha sido aceptada 
en el trámite de ponencia. 

Para la defensa de la enmienda del CDS, tiene la pala- 
bra el seiior Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: El artícu- 
lo 6.", que hace referencia a la participación de las aso- 
ciaciones de consumidores y usuarios, dice que la Admi- 
nistración ha de fomentar esta participación, pero esta 
buena intención declarada en lo que es fomentar la par- 
ticipación, no se traduce luego en algún aspecto esencial 
en la ley. Hay muchas maneras de fomentar esa partici- 
pación; hay muchos casos en los que se puede fomentar 
la participación, pero hay algunos otros especialmente 
importantes, y de ahí que nosotros, en la enmienda, reco- 
jamos el supuesto de que estas asociaciones sean oídas 
cuando se establezcan las condiciones generales en los 
contratos de las empresas que actúen en régimen de 
monopolio. 

Esto nos lleva de nuevo a la discusión del artículo 2.", 

en la medida en que nuestro Grupo entiende que lo que 
está interesando aquí normalmente es defender el régi- 
men de monopolio, que, ya digo, desde el punto de vista 
económico puede ser algo aceptable, ya que puede inte- 
resarle al país, pero, desde el punto de vista de sustentar 
ese monopolio, se han utilizado dos conceptos que están 
confundiendo la ley permanentemente, que son el concep- 
to de exclusividad y el concepto de servicio público. El 
concepto de exclusividad está haciendo que continuamen- 
te estemos saltando la barrera entre las competencias del 
Estado y las competencias de las comunidades autóno- 
mas y, por lo que afecta a este artfculo, está haciendo que 
los controles para ejercer ese monopolio no queden defi- 
nidos: control del ejercicio y control, sobre todo, de los ór- 
ganos que han de ejercitar las concesiones de los mono- 
polios. De ahí que por lo menos cuando se hable de las 
asociaciones de consumidores, nosotros tengamos mucho 
interés en que éstas fueran oídas. Insisto en que este es 
uno de los controles que debería tener el régimen de mo- 
nopolio. Lo demás son ado-nos técnicos. Toda la ley está 
montada exclusivamente sobre el monopolio, su exclusi- 
vidad y los artículos 149.1.21 y 128.2, sobre esos dos pi- 
votes se faculta. 

Ya digo que desde el punto de vista económico no te- 
nemos nada que contraponer, porque puede ser una polí- 
tica que siga este país durante algunos o muchos años, 
pero desde el punto de vista del control del monopolio nos 
estaremos negando continuamente a que sea por régimen 
de concesión sin ningún tipo de control o de cautela. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de la enmien- 
da número 85, tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos, 
por el Grupo de Coalición Popular. 

El sefior ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Esta en- 
mienda pretende enriquecer el contenido del número 1 
del articulo 6.0, cuando se reconoce a la Administración 
la obligación de fomentar la participación de las asocia- 
ciones de consumidores y usuarios, de acuerdo con la Ley 
General de Defensa de Consumidores y Usuarios. 

A nuestro juicio, parte importante de esta participación 
y con fines claramente perfeccionistas de las decisiones 
reglamentarias que posteriormente la propia Administra- 
ción puede adoptar en desarrollo de la presente ley, no- 
sotros entendemos que pueden jugarlo las asociaciones de 
fabricantes y suministradores de bienes y servicios. Cree- 
mos además que esta ley persigue el desarrollo de este sec- 
tor, y de una buena ley de telecomunicaciones ha de de- 
rivarse un adecuado desarrollo del sector de fabricantes 
y suministradores de bienes y servicios relacionados con 
las telecomunicaciones, que en nuestra opinión han de ser 
especialmente oídos. Incluso esa capacidad de dirigirse a 
la Administración ha de ser fomentada desde la propia 
Administración, puesto que ésta no es un adversario o un 
rival de los, propios consumidores, fabricantes o suminis- 
tradores, sino precisamente es su máximo representante 
y quien ha de velar por los intereses de todos. 

Por eso, por no dejar fuera de ese fomento de la parti- 
cipación a importantes sectores económicos interesados 
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en el desarrollo de las telecomunicaciones, es por lo que 
hemos presentado esta enmienda de adición al número 1 
del artículo 6: 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Sáenz Lorenzo, por el Grupo Socialista. 

El señor SAENZ LORENZO: Para señalar que vamos a 
votar a favor de la enmienda número 53, propuesta por 
el Grupo CDS, porque pensamos que se deben introducir 
controles en el tema del monopolio. Estamos de acuerdo 
con ese criterio, y no solamente estamos de acuerdo, sino 
que algunas enmiendas del Grupo Socialista han ido tam- 
bién en esa dirección. Somos sensibles al tema, por eso se 
ha introducido en este texto un artículo como el 6.", dedi- 
cado a garantizar los derechos de los usuarios y de los con- 
sumidores, y desde luego lo que nos propone el CDS es po- 
tenciar la actuación de las asociaciones de usuarios, que 
está en línea con la política practicada por nuestro Go- 
bierno y potenciada y apoyada por nuestro Grupo. Por 
tanto, vamos a votar, repito, a favor de esa enmienda 
número 53. 

Sin embargo, vamos a votar en contra de la enmienda 
número 85, no porque pensemos que no deben ser infor- 
madas las asociaciones de fabricantes y suministradores 
de bienes y servicios de la legislación y la normativa que 
se van a poner en práctica, sino porque pensamos que eso 
no debe situarse en este artículo, que está dedicado a los 
derechos de los consumidores exclusivamente y,  por tan- 
to, no encajaría, desde nuestro punto de vista, en este pre- 
cepto, más aún si tenemos en cuenta que en la disposi- 
ción adicional tercera, en la que se crea el consejo asesor 
que va a emitir opinión sobre la normativa respecto de 
todo este tema que le interesa a estos sectores, van a es- 
tar representados, y así se señala específicamente, insis- 
to, en esa disposición adicional tercera. 

Por tanto, nos parece innecesario introducir en este ar- 
tículo, dedicado a ios consumidores, a las asociaciones de 
fabricantes, cuando van a estar presentes en una disposi- 
ción adicional y se va a cumplir un poco el objetivo que 
pretende la enmienda con su actual texto. Repito que va- 
mos a votar en contra de la enmienda número 85, del Gru- 
po Popular. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, nuestro Grupo no hace cuestión de principio 
la inclusión en un artículo u otro de los términos conte- 
nidos en nuestra enmienda. 

El Grupo Socialista da a entender que la pretensión de 
nuestra enmienda puede quedar amparada en el texto de 
la disposición adicional tercera, en el sentido de que en 
el consejo asesor de telecomunicaciones está garantizada 
la representación de los usuarios, de los proveedores de 
servicios de telecomunicación y de las industrias fabri- 
cantes de equipos de telecomunicación. En el buen enten- 
dido de que yo acepto las explicaciones del Grupo Socia- 

lista, y que considero que las aspiraciones que motivaban 
nuestra enmienda pueden quedar recogidas en el espíritu 
de la intervención del Portavoz Socialista y en la letra de 
la disposición adicional tercera, retiro esta enmienda, se- 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Al- 
varez-Cascos. 

En consecuencia, en este artículo 6." vamos a votar la 
enmienda número 53, del Grupo del CDS, cuya acepta- 
ción ha sido anunciada. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
número 53. 

Por tanto, habiendo sido retirada la enmienda 85, del 
Grupo Popular, votamos el artículo 6.", con la inclusión 
de esta enmienda número 53, al número 1, de este ar- 
tículo 6." 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 6." 
A continuación, pasamos a debatir las enmiendas ~ r t ~ c u ~ o  i 

correspondientes al artículo 7:, en el que, además de las 
enmiendas de los diversos grupos parlamentarios, hay un 
voto particular del Grupo Parlamentario de Coalición 
Popular. 

En trámite de Ponencia fue aceptada e incorporada al 
texto del proyecto de ley la enmienda número 146, del 
Grupo Parlamentario Socialista, al número 3, de este ar- 
tículo 7." 

En primer lugar, vamos a dar la palabra a la Agrupa- 
ción del Partido Liberal del Grupo Mixto, para la defensa 
de la enmienda número 69, al número 3, de este articu- 
lo 7: Tiene la palabra la señora Yabar. 

La señora YABAR STERLING: En la enmienda que en 
su día presentó el Partido Liberal al artículo 7.0, núme- 
ro 3, proponíamos una solución al tema que en él se de- 
bate, que es la creación de algún tipo de tarifa, precio, ca- 
non o tasa para utilización privativa del dominio público 
radioeléctrico, al que no se le ha dado ciertamente la so- 
lución que nosotros proporcionábamos, pero sí una rela- 
tivamente similar, con la introducción de una nueva dis- 
posición adicional, que es la novena, que no estaba inclui- 
da en el texto originario que aporta el Gobierno a este 
Parlamento. 

De manera que en el momento actual, la enmienda de 
cuatro párrafos -bastante larga, desde luego- de modi- 
ficación al artículo 7.", 3, que presentó en su día el Par- 
tido Liberal, prácticamente entre el nuevo texto del ar- 
tículo 7.". 3, y la disposición adicional novena está reco- 
gida en su espíritu, ekistiendo en este momento una úni- 
ca diferencia, que creo que salta a la vista, entre la solu- 
ción que nosotros proponíamos y la que se adopta en el 
texto de la Ponencia. Me refiero a la diferenciación entre 
el concepto .tasa», que es el que nosotros proponíamos 
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para aplicar a la utilización privativa del dominio públi- 
co radioeléctrico, y el concepto acanonn. 

Creo que suscitar aquí una discusión sobre la mejor o 
peor fortuna en utilizar el concepto acanonn respecto al 
concepto atasan sería más bien ociosa. Yo me pronuncio 
de nuevo por la tasa en lugar del canon, si bien considero 
que ia solución que ha dado el Grupo Socialista al tema, 
con un artículo 7: que habla de la reserva del dominio 
público y con una disposición adicional novena que ha- 
bla del importe de la exacción, ha tratado de resolver esta 
polémica de un modo, a mi juicio, no excesivamente fe- 
liz, porque yo creo que hubiera sido más feliz llamar a 
las cosas por su nombre y denominar tasa a lo que real- 
mente es una especie de precio público por la utilización 
privativa del dominio público radioeléctrico. 

Sin embargo, teniendo en cuenta que, en el fondo, esto 
es una discusión puramente académica y que, en reali- 
dad, toda nuestra propuesta de modificación al artícu- 
lo 7.", 3, está recogida en la disposición adicional nove- 
na de modo que sólo hay alrededor de siete líneas de la 
misma - q u e  puede tener cuarenta- que difieren de 
nuestro texto, yo creo que, después de dicho esto, convie- 
ne que el Partido Liberal retire su enmienda, consideran- 
do que su espíritu está realmente recogido en el texto 
actual. 

El señor PRESIDENTE: A continuación damos la pa- 
labra al Grupo Parlamentario Vasco, para la defensa de 
la enmienda 14, al número 4 de este artículo 7." 

EL señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En esta en- 
mienda me voy a permitir extenderme también un poco, 
porque se suscita una cuestión para nosotros fundamen- 
tal, que luego será objeto de análisis en el artículo 26 del 
mismo proyecto. 

En este artículo 7." se dice en su encabezamiento que 
*Corresponde al Estado la gestión, con sus facultades in- 
hewntes de administración y control del dominio públi- 
co radioeléctrico ... p .  Repito, aque corresponde al Estado 
la gestiónp. Ese es el encabezamiento y es un poco -di- 
gamos- el principio que establece este artículo. 

Nosotros hemos enmendado el número 4 del artículo, 
en el que se habla de la gestión y administración del es- 
pectro de frecuencias radioeléctricas y la asignación de 
las mismas. En relación con esta materia, queremos in- 
sistir en que, además de lo que se dice en este apartado, 
y en línea con lo que hemos venido manteniendo hasta 
ahora en cuanto a las cuestiones competenciales, se debe- 
ría de añadir una frase, al final del párrafo 1 ,  de este nú- 
mero 4, que dijera algo así como que idénticas faculta- 
des corresponden a las Comunidades Autónomas que os- 
tentan competencias en materia de medios de comunica- 
ción social, en relación con los servicios de difusión y ra- 
diodifusión sonora. Es decir, que la gestión y administra- 
ción del espectro de frecue!cias y la asignación de las mis- 
mas corresponde al Ministerio de Transportes, pero tam- 
bién corresponde a las Comunidades Autónomas que os- 
tentan competencias en materia de medios de comunica- 
ción social. Ese es el sentido de nuestra enmienda. 

Ahora bien, ¿cuáles son las razones por las que noso- 
tros planteamos esto? Hay dos tipos de cuestiones a seña- 
lar en este sentido. La primera es la relacionada con la 
distribución competencial. Nosotros situamos nuestro 
discurso en el ámbito del artículo 149.1.27.' de la Cons- 
titución, que me permito recordar que es el que manifies- 
ta que el Estado tiene competencia exclwiva y dice: aNor- 
mas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, 
en general, de todos los medios de comunicación social, 
sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y eje- 
cución correspondan a las Comunidades Autónomasp. 

Es decir, establece que el Estado tiene competencia ex- 
clusiva en las normas básicas de los medios de comuni- 
cación social. 

El artículo 19 del Estatuto de Autonomía del País Vas- 
co, al que no tengo más remedio que referirme, aunque 
sea de forma concreta, dice que corresponde al País Vas- 
co el desarrollo legislativo de las normas básicas del Es- 
tado en materia de medios de comunicación social, res- 
petando, en todo caso, lo que dispone el artículo 20 de la 
Constitución. Recuerdo a estos efectos que el artículo 20 
de la Constitución dice que la Ley regulará la organiza- 
ción y el control parlamentario de los medios de comuni- 
cación social. Es decir, que el Estatuto de Autonomía del 
País Vasco reconoce que el País Vasco tiene competencia 
en el desarrollo legislativo de las normas bbicas, con esta 
limitación de que la Ley regulará, efectivamente, la orga- 
nización y el control parlamentario de esos mismos me- 
dios de comunicación social dependientes del Estado.0 de 
cualquier ente público. 

Pero es que, además, el apartado 2 del artículo 19 del 
Estatuto establece que la ejecución de las materias a que 
se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Es- 
tado con respecto a ia reglamentaci6n específica aplica- 
ble a los medios de titularidad estatal, cuestión en la que 
nosotros no suscitamos ningún problema. Y el apartado 3 
dice que, de acuerdo con 1.0 dispuesto en el apartado 1 de 
este artículo, el País Vasco podd regular, crear y mante- 
ner su propia televisión, radio, prensa y, en general, to- 
dos los medios de comunicación social para el cumpli- 
miento de sus fines. 

Por consiguiente, a nuestro modo de ver, la distribu- 
ción competencial se ha de situar, como digo, en el ám- 
bito de estos artículos que constituyen el bloque cons- 
titucional. 

En cuanto a sentencias del Tribunal Constitucional a 
las que he de hacer referencia, existen específicamente so- 
bre esta materia las de 28 de julio de 1981, 28 de enero 
de 1982 y 8 de julio de 1982. De las 'dos cuestiones que he 
señalado como fundamentales, esta del ámbito legislati- 
vo-jurídico-competencia1 en que hemos de situar la cues- 
tión de los medios de comunicación social es una de ellas. 
La segunda cuestión que yo quiero suscitar y que comen- 
taré más adelante un poco es específicamente política. Se 
trata de que se consideren los sistemas de telecomunica- 
ción, de alguna manera, enfrentados o en contra de los 
medios de comunicació~ social. 

En cuanto a los aspectos competenciales, el fundamen- 
to jurídico octavo de la sentencia del Tribunal Constitu- 
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cional de 8 de julio de 1982 dice lo siguiente: La conclu- 
sión a la que llegamos en este aspecto del conflicto no pue- 
de dejar de ser la misma que la de nuestra senten- 
cia 26/1982, a tenor de la cual, en la situación actual, el 
proceso de otorgamiento de concesiones de emisoras de 
radiodifusión con modulación de frecuencia es, en defini- 
tiva, desde el punto de vista competencial, un proceso 
compartido por el Estado y la Comunidad Autónoma. La 
competencia del Estado en esta materia se extiende a las 
normas delimitadoras de la utilización del espectro ra- 
dioeléctrico reservado a la radiodifusión sonora en dicha 
frecuencia y a las que regulan las condiciones básicas o 
requisitos generales para la prestación del servicio, así 
como a la elaboración de los planes nacionales, la fijación 
de las condiciones técnicas y la inspección y control de 
las mismas. Y sobre esta base, corresponden a la Comu- 
nidad Autónoma del País Vasco las competencias especí- 
ficas objeto de este proceso, esto es, la resolución de las 
solicitudes de concesión de emisoras de radiodifusión en 
frecuencia modulada y el otorgamiento de concesiones de 
instalación y funcionamiento de las mismas, así como la 
regulación de los procedimientos de adjudicación. Y el fa- 
llo dice que el Tribunal Constitucional ha decidido que la 
titularidad de la competencia controvertida en el presen- 
te proceso para atribuir frecuencias y potencias de las 
emisoras de radiodifusión de frecuencia modulada, 
corresponde al Estado. Que la titularidad del resto de las 
competencias controvertidas corresponde a la Comuni- 
dad Autónoma del País Vasco, con el alcance y en los ter- 
minos expresados en el fundamento octavo de esta sen- 
tencia, que es el que acabo de leer. 

En consecuencia, a nosotros nos parece que después de 
tener en cuenta lo que termino de señalar, huelgan mu- 
chos comentarios más, aunque, desde luego, sobre ese 
tema competencial estoy dispuesto a mantener las discu- 
siones que se deseen y con la profundidad que se quiera, 
pero me parece que no es éste el momento de profundi- 
zar mucho más. 

De lo que no cabe duda es de que estamos hablando de 
una competencia compartida y que una cosa es el desarro- 
llo básico de la legislación y otra el desarrollo legislativo 
y la ejecución de esa legislación básica. 

Pasando ya rápidamente a la segunda cuestión -más 
política, no tan jurídica-, nos parece que en esa ley se 
plantea un serio problema de fondo: el de que se regulen 
los sistemas de telecomunicación incidiendo de alguna 
manera, queriendo o no queriendo -yo no prejuzgo que 
exista la intencionalidad, pero el hecho es que ocurre-, 
en competencias que las comunidades autónomas tienen 
atribuidas respecto a medios de comunicación social. 
¿Qué significa esto? Significa de alguna manera que el 
medio está condicionando el fin; significa que el instru- 
mento está limitando el poder político, y significa que, a 
través precisamente de la regulación del camino, estamos 
condicionando seriamente la distribuci6n competencial 
que se ha querido hacer en la Constitución y en los esta- 
tutos de autonomía. Eso nos parece políticamente inad- 
misible, porque, en realidad, como es bien sabido, la 
Constitución y los estatutos diseñan un reparto de poder 

entre la Administración central y las Administraciones 
autonómicas. El introducir en una ley de telecomunica- 
ciones cuestiones que afectan directamente a medios de 
comunicación social nos parece inadecuado, porque de- 
bería existir, en todo caso, una ley específica de medios 
de comunicación social que desarrollase lo que recoge el 
bloque constitucional. Pero lo que ocurre aquí es que a 
través de la regulación del camino, del medio, del instru- 
mento, estamos incidiendo -quiérase o no se quiera, pero 
es así- en competencias políticas, en reparto de poder. 

Además -y por hacer un simple apunte técnico-, a 
nuestro modo de ver los servicios de radiodifusión sonora 
-a los que me estoy refiriendo más expresamente en este 
apartado, y a los que luego me referiré en el artículo 26, 
cuando llegue- no son telecomunicaciones, pues no son 
ni interactivos ni personales, que, de alguna manera, son 
los caracteres que deberían tener las telecomunicaciones 
en puridad de principios. Los servicios de radiodifusión 
sonora son medios de comunicación social, porque no son 
interactivos y porque están destinados al público en ge- 
neral. En ese sentido, sería aplicable el artículo 20.3 de 
la Constitución - c r e o  que antes lo he leído-, que indica 
que la ley regulará la organización y el control parlamen- 
tario de los medios de comunicación social dependientes 
del Estado o de cualquier ente público, etcétera. Estamos 
de acuerdo en eso, pero hágase una ley de medios de co- 
municación social. 

En este sentido, señalo también que la interpretación 
del artículo 25.1 es incorrecta cuando define los servicios 
de radiodifusión, precisamente porque no recoge la inte- 
racción ni' el destinatario de la telecomunicación. En sín- 
tesis, pues, a nuestro modo de ver se debe respetar el re- 
parto competencial que se ha hecho en el bloque consti- 
tucional, que supone simplemente respetar la legalidad 
vigente, cosa que nos parece que esta ley no hace. 

En cuanto a una posición política de fondo, creemos 
que cada tema debe tratarse allí donde debe estar de 
acuerdo con su naturaleza sustancial o final, no de acuer- 
do con su naturaleza accesoria o instrumental. Es decir, 
la radio debería estar en una ley de medios de comunica- 
ción social, no en una ley de telecomunicaciones, exacta- 
mente igual que la televisión privada no se ha regulado, 
en principio, en esta ley, sino en otra, aunque aquí hay al- 
gunas referencias a la televisión. En ese sentido, nos pa- 
rece que o hay una doble intencionalidad -aunque no 
queremos creer en esto-, o, al menos, una incorrección 
técnica que afecta sustancialmente a las competencias de 
las Administraciones. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Re- 
coder, para la defensa de su enmienda 195, a la totalidad 
del artículo. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Nuestra enmienda 
afecta a los números 1 , 3  y 4, del.artículo 7/, del proyec- 
to de ley. 

Esta enmienda, en consonancia con la de totalidad que 
presentó nuestro Grupo Parlamentario o con la enmien- 
da antes defendida al artículo 1 .", afecta al sentido últi- 
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mo de la ley, a su sentido más profundo: la confusión com- 
petencial que hemos denunciado. No voy a defender de 
nuevo nuestra posición, porque ya lo he hecho anterior- 
mente, simplemente voy a citar los aspectos concretos del 
artículo 7." que afectan a esa distribución competencia1 
que nosotros consideramos errónea. 
, De una parte, este artículo limita las competencias au- 
tonómicas en materia de radiodifusión, por cuanto hay 
una serie de competencias de gestión del dominio públi- 
co radioeléctrico que, como consecuencia del otorgamien- 
to constitucional de la competencia en medios de comu- 
nicación social que hace el artículo 149.1.27.' de la Cons- 
titución a las comunidades autónomas, puede y debe ser 
asumida precisamente por estas comunidades autóno- 
mas. 

De otro lado, creemos que debe quedar bien claro en 
este artículo que la competencia del Estado en cuanto al 
control del dominio público radioeléctrico debe hacerse 
de fbrma previa a la concesión. 

Por otra parte, enmendamos el apartado que establece 
que el canon debe percibirse como contrapartida al con- 
trol del dominio público radioeléctrico por cuanto noso- 
tros entendemos que, en consonancia con el régimen com- 
petencial constitucional, debe otorgarse como contrapar- 
tida a la concesión, y no precisamente al control del do- 
minio público radioeléctrico. 

El señor PRESIDENTE: Creo que para la mejor orde- 
nación del debate sería conveniente, si el Grupo Socialis- 
ta está de acuerdo, que ahora se hiciera un turno en con- 
tra de las enmiendas 14 y 195, relativo a los aspectos de 
distribución de competencias entre el Estado y las comu- 
nidades autónomas. A continuación entraríamos en el res- 
to de las enmiendas y el voto particular, con un segundo 
turno en contra. 

Tiene la palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Efectivamente, nosotros 
vamos a oponernos a las propuestas del Grupo Vasco, 
PNV, y de Minoría Catalana porque discrepamos de la fi- 
losofía, y lo hemos expuesto ya en la discusión del artí- 
culo 1: Pensamos que esta ley desarrolla las competen- 
cias exclusivas del Estado señaladas en el artículo 
149.1.2 1 : y para nada pretende entrar en las competen- 
cias del 149.1.27.', qÜe ya tienen sus normas de desarro- 
llo, una de las cuales es el Estatuto de Radiotelevisión de 
1981. En ese Estatuto se pretende desarrollar la normati- 
va básica que es competencia exclusiva del Estado, según 
ese apartado 27 al que hacen tanta referencia, relativo a 
medios de comunicación social. La competencia relativa 
a las telecomunicaciones, las comunicaciones y el espa- 
cio radioeléctrico es la que se pretende desarrollar con 
esta ley. 

El artículo 7: habla específicamente del dominio pú- 
blico radioeléctrico, de su ordenación, administración y 
control. Pero en el transcurso de este período de tiempo 
ha habido una sentencia del Tribunal Constitucional. Me 
ha sorprendido el senor Echeberría leyendo los textos que 
yo tengo preparados en apoyo de mi argurncntación. Yo 

no sé si es que leemos con distintos ojos, porque lo que 
pone en este texto yo creo que es clarísimo. No lo voy a 
leer otra vez, porque lo ha hecho ya, el señor Echeberría. 
Ha introducido alguna modificación al final. Ha introdu- 
cido algunos adjetivos que no están en la sentencia. Pero 
en el resto tengo que mostrarme de acuerdo con la lectu- 
ra que ha hecho del apartado 7 de la misma. Es una com- 
petencia compartida: una parte corresponde al Estado, 
que es toda la referente al espacio radioeléctrico, y la com- 
petencia del Estado en esta materia se extiende a las nor- 
mas delimitadoras de la utilización del espectro radioe- 
léctrico, reservada la radiodifusión sonora en dicha fre- 
cuencia, y a las que regula las condiciones básicas o re- 
quisitos generales para la prestación del servicio, así 
como la elaboración de los planes nacionales, la fijación 
de las condiciontes técnicas y la inspección y el control 
de las mismas. La gestión del espacio radioeléctrico 
corresponde al Estado y la competencia de las Comuni- 
dades Autónomas reside en la resolución de la solicitud 
de concesión administrativa, en la concesión administra- 
tiva, no en el espacio radioeléctrio, que es la competencia 
exclusiva que regula el artículo 149.1.21 de la Constitu- 
ción. La sentencia del Tribunal Constitucional lo separa 
claramente. De acuerdo con este criterio, el proyecto no 
entra para nada en el tema de medios de comunicación 
social. Hay que estar efectivamente a lo que dicen la Cons- 
titución y la sentencia, que yo creo que es clarísima, que 
considera esa competencia compartida y separa cuáles 
son las competencias del Estado de lo que es gestión, es 
decir, la inspección y el control del espacio radioeléctrico. 

El texto que usted ha leído, con el que me tengo que 
mostrar de acuerdo, no hace sino abonar las tesis que de- 
fienden el texto que ha enviado el Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar al turno de ré- 
plica. Tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En primer 
lugar, quiero decir al seiior Sáenz Lorenzo que no he cam- 
biado ningún adjetivo, al menos del texto que yo tengo 
aquí. Creo que no hay ninguna modificación con respecto 
a lo que es la ley. Lo que ocurre es que tiene que seguir 
leyendo la sentencia. 

En cuanto a la cuestión específica que se suscitaba en 
este conflicto, la resolución de las solicitudes de conce- 
sión de emisoras y el otorgamiento de concesiones, se le 
dan una serie de facultades a la Comunidad Autónoma. 
Nosotros no estamos discutiendo lo que es de titularidad 
estatal o no; lo que estamos pidiendo es que se respeten 
las competencias que tiene la Comunidad Autónoma en 
cuanto a la Radiodifusi6n:Esta sentencia se refiere espe- 
cíficamente a frecuencia modulada, la onda media, de la 
que hablaremos cuando lleguemos al artículo 26. 

Señalo ahora lo que he dicho al hablar del artículo 4.": 
en esta ley no estamos pidiendo una distribución compe- 
tencial, estamos dando una llamada de atención al hecho 
de que existen distintos ámbitos de competencias. Quere- 
mos que la ley haga también llamada a esos ámbitos para 
que en su momento se concreten, bien a través de acuer- 
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dos, bien a través de conflictos ante el Tribunal Constitu- 
cional. Eso es lo que pide nuestra enmienda. Una cosa es 
lo que nosotros decimos y otra la interpretación que hace 
de la ley el funcionario que tiene que aplicarla fríamente, 
sin conocer todas las discusiones y sin saber el espíritu 
que puede haber detrás de un texto o de otro. Constante- 
mente vemos problemas de ese tipo. A, nuestro modo de 
ver, no sobra que se hagan referencias con respecto a que 
existen competencias compartidas del Estado y de las Co- 
munidades Autónomas. 

No estamos planteando ninguna habilidad para am- 
pliar en este caso las competencias; estamos diciendo que 
se recuerde que también las Comunidades Autónomas tie- 
nen competencias en esta materia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Deseo decir que el artícu- 
lo 7." dice que corresponde al Estado la gestión, con sus 
facultades inherentes de administración y control del do- 
minio público radioeléctrico, y eso lo atribuye al Estado 
justamente la sentencia del Tribunal Constitucional a que 
nos estamos refiriendo. Por tanto, están separadas y dife- 
renciadas perfectamente las competencias, en esa senten- 
cia; lo que es concesión administrativa y lo que es ges- 
tión del dominio radioeléctrico. Además, el texto de la ley 
es muy riguroso en este tema y se circunscribe a lo que 
la sentencia le reconoce como competencia exclusiva del 
Estado. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar al resto de las 
enmiendas de este artículo 7.", que tienen otro contenido 
distinto al competencial. 

En primer lugar, la enmienda número 54, del Grupo 
Parlamentario CDS. Para su defensa, tiene la palabra el 
señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Vamos a 
retirar esta enmienda en la medida en que entendemos 
que las leyes deben ser claras y no aporta nada a las par- 
tes nucleares de este articulado, si bien nos reservamos 
la posibilidad de solicitar de esa Presidencia fijar nuestra 
posición en este artículo en el momento que lo estime con- 
veniente, especialmente en lo que se refiere a la discusión 
competencial que aquí se ha suscitado. 

El seíior PRESIDENTE: Pasamos a continuación a las 
enmiendas del Grupo Parlamentario Popular, que son nu- 
merosas, son las números 86, 87, 88, 89, 90, 91 y 92. Asi- 
mismo, existe el voto particular que el Grupo Parlamen- 
tario Coalición Popular mantiene a este artículo 7." Señor 
Alvarez-Cacos, ¿va a defender conjuntamente las enmien- 
das y el voto particular? 

El sefior ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Sí, señor 
Presidente. Agruparé las enmiendas y el votoc particular 
en dos grandes bloques y los argumentos coincidirán para 
las enmiendas que yo señale. 

El primer bloque se refiere a las enmiendas en virtud 
de las cuales mi Grupo se opone al concepto de dominio 
público radioeléctrico que se contiene en el artículo 7: 
del proyecto de ley, y el segundo gran bloque de enmien- 
das se refiere a la oposición de mi grupo político a que se 
establezca un canon que, a nuestro juicio, penaliza discri- 
minatoriamente la radiodifusión española con relación a 
otros medios de comunicación. 

Comenzando por el bloque de enmiendas que hace re- 
ferencia al dominio público radioeléctrico, debo decir que 
la ley de ordenación de las telecomunicaciones, en su ar- 
tículo 7:, parte de la existencia de un dominio público ra- 
dioeléctrico, lo cual implica que el espacio por donde se 
transmiten las ondas es de dominio público. Como ese es- 
pacio es la atmósfera, lo que hace la ley de ordenación de 
las telecomunicaciones es declarar de dominio público el 
espacio en general. Es cierto que, desde un punto de vista 
vulgar, el espacio es en sí mismo dominio público por 
cuanto que puede ser utilizado por todos los ciudadanos, 
lo mismo que las playas, el mar territorial o las vías pú- 
blicas. Pero, en un sentido estricto -y estamos hablando 
en este sentido estricto-, la declaración de dominio pú- 
blico implica, por un lado, la titularidad estatal o de otro 
ente público del bien de dominio público de que se trata, 
y, por otro, que para utilizar tal dominio público es pre- 
cisa una concesibn administrativa. 

A nuestro juicio, el defecto de la ley de ordenación de 
las telecomunicaciones consiste en que no contiene una 
declaración expresa de que el espacio aéreo por donde cir- 
culan las ondas electromagnéticas es de dominio público, 
sino que habla directamente de las facultades de gestión, 
administración y control de dicho dominio público, y,  
además, admite reservas en favor de una o varias perso- 
nas o entidades para el aprovechamiento de dicho domi- 
nio público que generaría el canon. De ahí que la enmien- 
da número 90, pretenda la sustitución de la palabra «re- 
serva» por la de «concesión». 

Parece indudable, señor Presidente, que desde el punto 
de vista jurídico-administrativo, incluso jurídico-consti- 
tucional, que el espacio no puede declararse de dominio 
público, a los efectos jurídicos que tal declaración com- 
porta, porque ello llevaría al absurdo -permítaseme la 
utilización gráfica, en términos de caricatura- de que 
para respirar el aire por donde también circulan las on- 
das electromagnéticas cualquier ciudadano tendría que 
obtener una concesión y, en su caso, pagar un canon. El 
espacio es el espacio y su declaración como dominio pú- 
blico puede rayar en lo inadmisible. Eso sí, el Estado po- 
drá controlar la concesión de frecuencias, los requisitos y 
exigencias técnicas del adjudicatario de tales frecuencias, 
imponer limitaciones derivadas de la técnica, y ,  en su 
caso, ejercer facultades de control y sanción, todo ello sin 
necesidad de declarar de dominio público el espacio ra- 
dioeléctrico, porque, en nuestro juicio, ello no sólo va con- 
tra la lógica jurídica sino que -y esto es importante- es 
contrario también al espíritu de libertad de las comuni- 
caciones que inspira la actuación de los órganos de la Co- 
munidad Económica Europea. 
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Con estoy doy por defendidas, señor Presidente, las en- 
miendas números 86, 87 y 90. 

En relación con la enmienda 88 -de esto hablaré a con- 
tinuación en relación con el bloque del canon-, preten- 
demos trasladar el contenido de ciertas disposiciones que 
se recogen en la aprte adicional al articulado de este pro- 
yecto de ley. De ahí, el sentido de la enmienda número 88 
y del conjunto de críticas que, a continuacion formularé 
en defensa de las enmiendas que se relacionan con el tema 
del canon aplicado a la protección, ordenación, gestión y 
control del espectro radioeléctrico y que afecta de mane- 
ra directa a la radiodifusión española. 

Señor Presidente, señorías, la radiodifusión española es 
el único medio de comunicación masiva que no recibe 
ayuda alguna de los Presupuestos Generales del Estado. 
En el caso de la prensa está la subvención al papel y la 
reconversión tecnológica, y, en el caso de la televisión, las 
ingentes subvenciones que conceden los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado al Ente Público. 

El antiguo impuesto sobre publicidad radiada, que gra- 
vaba específicamente el sector, fue abolido por la Ley del 
Impuesto sobre el Valor Añadido. Se entiende que el es- 
tablecimiento de un canon específico resultaría discrimi- 
natorio en comparación con otros medios de comunica- 
ción. Pero es que, además, la labor de policía de las on- 
das, contenida como justificación de este canon como 
toda labor de vigilancia y control, la policía de tráfico, el 
control alimenticio, la vigilancia marítima y costera, et- 
cétera, se han llevado a cabo en nuestro ordenamiento ju- 
rídico y en los de nuestro entorno tradicionalmente con 
cargo a los recursos generales del Estado, nunca con car- 
go a un sector específico de la sociedad. A nuestro juicio, 
el establecimiento de este canon haría recaer el coste de 
la vigilancia y la represión de las infracciones sobre los 
concesionarios que hubieran tenido un comportamiento 
correcto, lo cual nos parece una paradoja inadmisible. En 
definitiva, no estamos de acuerdo con que la labor de po- 
licía sea pagada también por quienes no incumplen la 
normativa. 

Además, el proyecto de ley relega a disposiciones regla- 
mentarias la fijación del canon por unidad de reserva ra- 
dioeléctrica, y no establece limitación alguna respecto de 
este valor. Asimismo, se establece que la recaudación por 
este canon habría de cubrir la financiación del servicio de 
protección, ordenación, gestión y control del dominio ra- 
dioeléctrico incluidas las inversiones. De esta manera, lo 
que se establece es, a nuestro juicio, el peor de los meca- 
nismos imaginables puesto que se fija, por un lado, una 
fuente de recursos propios y afectados que al no grabar 
las cuentas generales de la Hacienda pública, no será ob- 
jeto de la acción moderadora del Ministerio de Hacienda, 
y,  por otra parte, no se instituye en este proyecto de ley 
mecanismo alguno de control o de limitación del gasto, 
ni se contempla la participación en esa labor de los pro- 
pios afectados, que son los financiadores. 

Por eso, señor Presidente, nuestra enmienda número 89 
propone suprimir el canon destinado a la protección, or- 
denación, gestión y control del espectro radioeléctrico. 
Doy por defendidas las enmiendas números 88, 91 y 92. 

El voto particular del Grupo Socialista traslada a una dis- 
posición adicional lo que hasta ahora estaba recogido en 
el punto 7.3 de la Ley, por lo que, no tanto por su conte- 
nido, sino en cuanto al espíritu que ha inspirado mis in- 
tervenciones de no relegar a disposiciones adicionales 
todo lo referente a estos temas, también forma parte de 
las enmiendas que mi Grupo defiende en la Comisión. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra respecto 
a las enmiendas del Grupo Parlamentario de Coalición Po- 
pular, tiene la palabra el señor Sáenz Lorenzo, del Grupo 
Socialista. 

El senor SAENZ LORENZO: El senor Alvarez-Cascos 
no ha dejado de sorprendernos con sus referencias apoca- 
Iípticas. Parece que los socialistas queremos nacionalizar 
todo el sector de las telecomunicaciones; que queremos 
nacionalizar hasta el aire que respiramos. Yo creo que 
nada de eso está presente en los textos. El señor Alvarez- 
Cascos debe limitar su imaginación a la hora de traducir 
a la realidad lo que los textos pretenden decir. 

El proyecto no habla para nada de espacio, sino de do- 
minio público radioeléctrico. Hay que entender aquí que 
se refiere al dominio público sobre el espectro radioeléc- 
trico. El espectro de frecuencias radioeléctrico es un es- 
pectro que se reserva el Estado, del que hace concesiones 
de bandas de frecuencia para cada una de las emisoras o 
de los particulares que puedan solicitar una determinada 
concesión. Por tanto, no hay ninguna nacionalización del 
espacio ni del aire, ni hay, mucho menos, necesidad de 
concesión para respirar. Eso está totalmente fuera de 
lugar. 

Se habla de dominio público del espectro radioeléctri- 
co, dominio público que, por otra parte, está ya recono- 
?ido en la legislación anterior. No es una novedad de esta 
ley, como parece inducirse de las palabras del señor Al- 
varez-Cascos, sino que está presente en la legislación an- 
terior, en particular, en el Estatuto de Radio y Televisión 
al que me he referido. Quiero recordar a SS. SS. que ese 
Estatuto no es legislación de los socialistas, es del año 
1981, año en el que los socialistas estábamos en la 
oposición, 

Para corroborar tal afirmación, tengo que referirme 
3tra vez a la misma sentencia dcl Tribunal Constitucio- 
nal. Leyéndola en estos días, con ocasión de la prepara- 
i ó n  de este debate, me he encontrado con que en la pro- 
pia sentencia se reconoce que el espectro radioeléctrico es 
dominio público. Voy a leerle el párrafo de referencia por- 
que, aunque lógicamente la sentencia número 26íi 982, 
de 24 de mayo, no se refiere a este tema, da por sabida 
Esta situación. El apartado sexto de la mencionada sen- 
tencia dice que la descentralización del servicio público 
de radiodifusión entraña la utilización por los particula- 
res de un bien de dominio público y de uso limitado y ex- 
Auyente, el espectro radioeléctrico. No es una novedad 
que introduce esta ley; es una novedad reconocida por la 
legislación anterior no socialista y por el Tribunal Cons- 
titucional en su sentencia. Por tanto, no haga usted apo- 
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calipsis de hechos ya consumados y de realidades acep- 
tadas cotidianamente por todo el mundo. 

Respecto de la enmienda número 89, pensamos que sí 
que debe satisfacerse un canon puesto que se satisface por 
la reserva de una banda del dominio. Al reservar una ban- 
da del dominio para la utilización de una determinada 
emisora o cadena, esa banda ya no puede ser utilizada por 
los demás. El criterio de que el uso de dicho dominio es 
especial y excluyente está relacionado generalmente con 
la normativa general para la implantación de un canon. 

Yo estoy en desacuerdo con S. S. cuando dice que se 
deslegaliza. No es cierto que se deslegaliza. Se dice que 
el valor de esta unidad -se ha hablado de una unidad de 
reserva radioeléctrica- se fijará en la Ley de Presupues- 
tos de cada ejercicio. Eso no es deslegalizar; es remitir a 
que la Ley de Presupuestos de cada año fije la unidad. Us- 
ted ha hablado de reglamentos y de que reglamentaria- 
mente se iba a decidir. Eso no es cierto. El proyecto no 
deslegaliza, remite a otra Ley, a la de Presupuestos de 
cada año, para que fije exactamente cuál es el valor de 
esa unidad radioeléctrica. Por tanto, no es cierta la afir- 
mación que usted ha hecho a -e respecto. 

En relación con las otras enmiendas, en las que se ha- 
bla, en algunos casos - c o m o  en la del Grupo Liberal, que 
se ha retirad+-, de tasa de naturaleza tributaria, noso- 
tros decimos que es canon, una exacción de riaturaleza tri- 
butaria. Y ustedes hablan de un canon que tiene natura- 
leza administrativa. Yo no voy a entrar en debate sobre 
este tema, entre otras cosas porque no soy especialista. 
Lo que si les puedo decir es que he estado presente en dis- 
cusiones de expertos sobre este tema (porque al analizar 
las enmiendas a nosotros nos ha cabido alguna duda res- 
pecto de cuál era la solución más adecuada) y he contem- 
plado discusiones de expertos en la materia en las que 
cada uno de ellos defendfa posiciones diferentes. Parece 
ser que la doctrina no se pone de acuerdo exactamente en 
cuál es la solución más adecuada y, al final, nosotros he- 
mos optado por mantener el texto del Gobierno. Como 
digo, hemos oído a personas que planteaban que si era ca- 
non debía de ser de naturaleza administrativa; otras sos- 
tenían que tenía que ser una tasa de naturaleza tributa- 
ría -tal y como lo ha planteado el Grupo Liberal-, y 
otras estimaban que el canon era perfectamente un caso 
de exacción y que, por tanto, podía tener naturaleza tri- 
butaria. No voy a entrar en esa discusión. Nuestro Grupo 
se va a limitar a apoyar el texto del Gobierno, después de 
comprobar entre los especialistas que no hay unanimidad 
en la doctrina respecto de este tema. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alvarez-Cascos tiene 
la palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: El señor 
Sáenz Lorenzo no ha respondido en relación con la filo- 
sofía de las enmiendas del Grupo Popular relativas a nues- 
tra oposición al canon por la discriminación que se pro- 
duce en cuanto al resto de los medios de comunicación es- 
pañoles que compiten con la radiodifusión y que en este 
caso va a ser objeto de un tratamiento discriminatorio a 

la hora de regular, en términos económicos, el derecho a 
desarrollar iniciativas relacionadas con la radiodifusión. 

Mantenemos nuestra enmienda de supresión del canon 
porque creemos que se puede utilizar para los fines per- 
seguidos por la ley el modelo seguido de financiación con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado, como 
ocurre en otros mismos supuestos que no voy a repetir y 
que ya reiteré en mi intervención anterior. 

Partimos de dos conceptos distintos en relación con el 
espectro de frecuencias, cuya regulación no discutimos 
que pueda hacer el Estado pero sí que pueda establecer 
un dominio público sobre ese espectro de frecuencias. A 
nuestro juicio, el dominio público es un derecho real que 
recae sobre cosas que deben ser susceptibles de aprehen- 
sión, y lo quiera llamar apocalíptico o no, a nuestro jui- 
cio no es susceptible de aprehensión ese espectro radioe- 
léctrico, como no lo son, señor Sáenz Lorenzo, las notas 
musicales o los colores del arco iris. Con eso tampoco 
quiero decir que tengan ustedes en proyecto la decisión 
de declarar dominio público la escala de notas musicales 
o los colores del arco iris. Lo que digo es que la preten- 
sión de declarar dominio público el espectro de frecuen- 
cias está en el mismo plano con que ustedes pretendan en 
otro proyecto de ley hacer tal declaración con estos dos 
ejemplos que acabo de mencionar. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el selior 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, lo úni- 
co que diría a este respecto es que la legislación compa- 
rada nos dice que la situación de los países de nuestro en- 
torno es de dominio público para el espectro radioeléctri- 
co, fundamentalmente porque es un espectro limitado, lo 
que supone que quien lo utiliza impide que lo puedan usar 
los demás. Por tanto, parece lógico que haya una ordena- 
ción y que se declare de dominio público. 

En cuanto a la tasa, la diferencia que hay entre los me- 
dios de prensa escrita y los medios de difusión de radio 
está en que éstos usan un espectro limitado y que la uti- 
lización de una banda del espectro impide que lo hagan 
los demás, lo que no ocurre con los periódicos. El que se 
edite un periódico más no significa que no se puedan edi- 
tar otros. No ocupa un espacio de frecuencia ni una de- 
terminada franja. Aquí está la posible justificación de la 
existencia de un canon. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a realizar las 
votaciones de las enmiendas correspondientes a este ar- 
tículo 7." (El señor Mariínez-Campillo C a d a  plde la 
palabra.) 

Tiene la palabra el señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Me gusta- 
ría fijar la posición del CDS respecto de este artículo. 

El senor PRESIDENTE: Tiene usted la palabra, sin ini- 
ciar nuevo debate. 
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El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Con mu- 
cha brevedad, voy a intervenir para fijar la posición de 
nuestro Grupo en esta importante discusión de la ley. 

Para montar mi argumento me tengo que remitir a lo 
que ya dije respecto al articulo 2.0, que luego volví a re- 
petir: que para legitimar un monopolio se ha tomado una 
piedra angular jurídica, que no es la correcta a nuestro 
juicio, cual es la exclusividad del artículo 149.1.21 de la 
Constituci6n. Bastaba con haberse remitido al artícu- 
lo 128.2 cuando dice que se puede determinar por ley 
cuándo hay un servicio público de titularidad estatal que 
tiene un interés exclusivo, pero no hacía falta irse a las 
competencias exclusivas del artículo 149.1. 

Ha dicho aquf el portavoz del Grupo Socialista que con 
esta ley no se pretende entrar en las competencias de las 
Comunidades Autónomas, pero de hecho se entra y a saco. 
Se están sustrayendo importantes competencias de las 
Comunidades Autónomas, en materia de radiodifusión en 
este caso. Nosotros interpretamos las dos sentencias del 
Tribunal Constitucional exactamente como lo han mani- 
festado los portavoces de los Grupos PNV y de Minoría Ca- 
talana. A nuestro juicio, .no admiten otras interpretacio- 
nes, salvo que se haga una lectura parcial de su contenido. 

EL hecho de que se declare el espectro radioeléctrico de 
dominio público no quiere decir en modo alguno que éste 
se tenga que ejercer en exclusiva por la Administración 
central, ni mucho menos. Si no se ha dicho esto, entonces 
es que ha sido una mala interpretación mía. 

El señor PRESIDENTE: La toma de posición significa 
no polemizar con las posiciones mantenidas por los Gru- 
pos enmendantes. 

El seíior MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: En cuanto 
al canon, nuestro Grupo entiende que es absolutamente 
innecesario recogerlo en este artículo. En este sentido, hay 
que recordar que actualmente existe una tasa de publici- 
dad radiada equivalente al 1 por ciento de esta publici- 
dad, y que ya ha habido numerosos dictámenes doctrina- 
les y sentencias de los tribunales declarando su ilegali- 
dad. Nos parece que va a ocurrir lo mismo con este ca- 
non establecido para la utilización del espectro. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos, en consecuencia, a 
votar las enmiendas que se mantienen, puesto que la en- 
mienda número 69, de la Agrupación Liberal, y la núme- 
ro 54, del Grupo Parlamentario CDS, han sido retiradas. 

Vamos a votar, en primer lugar, la enmienda núme- 
ro 14, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10; en contra, 14. 

El seiíor PRESIDENTE:. Queda rechazada. 
'Pasamos a continuación a votar la enmienda núme- 

ro 195, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 10; en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a votar las enmiendas del Grupo Parlamenta- 

rio de Coalición Popular. ¿Se pueden agrupar en los dos 
sectores que S .  S. había indicado, seilor Alvarez-Cascos? 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Si el res- 
to de los Grupos no tiene inconveniente, por mi parte no 
hay ninguna objeción. 

El señor PRESIDENTE: ¿Se pueden votar en dos gru- 
pos o todas juntas? 

'El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Se pueden 
votar todas juntas. El voto en mi Grupo es unánime en to- 
das ellas. Es criterio del resto de los Grupos. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún Grupo desea hacer al- 
guna observación? (Pausa.) 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Nuestro 
Grupo desearía que se votaran separadamente las en- 
miendas números 88,89 y 92, del Grupo Coalición Popu- 
lar, pero conjuntamente las tres. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna observacibn más so- 

Pasamos a votar las enmiendas números 88, 89 y 92, 
bre el orden de votaciones? (Pausa.) 

del Grupo Parlamentario de Coalición Popular. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete: en contra, 14: abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
A continuación pasamos a votar el resto de las enmien- 

das del Grupo de Coalición Popular, que serían las núme- 
ros 86, 87, 90 y 91. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho: en contra, 15; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas, 
Seguidamente vamos a votar el artículo 7:, consideran- 

do que ya ha sido incluida la enmienda 146 del Grupo Par- 
lamentario Socialista en el trámite de Ponencia. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nosotros 
pediríamos votación separada del apartado 4 de este ar- 
tículo 7." 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra observación? 
(Pausa.) 

Vamos a votar, en primer lugar, el artículo 7: según el 
texto de la Ponencia. Luego votaremos el voto particular, 
que significa el mantenimiento del proyecto de ley. 

Así pues, votamos ahora el artículo 7.4 del informe de 
de la Ponencia, que coincide con el informe del proyecto 
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de ley, Luego haremos votación separada para el voto par- 
ticular de Coalición Popular. 

Votamos el artículo 7.4, según el informe de la Po- 
nencia. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, l§: en contra, 10. 

El señor PRES1DENTE:Queda aprobado. 
Votamos a continuación los apartados 1 ,  2 y 3 del ar- 

tículo 7.“, según el informe de la Ponencia, es decir, ha- 
biendo incluido ya la enmienda 146, del Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, ocho; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 
lo 7:, apartados 1 , 2  y 3, y, por tanto, la totalidad de di- 
cho artículo de acuerdo con el texto del informe de la 
Ponencia. 

A continuación, aunque los párrafos 1,  2 y 4 del pro- 
yecto de Ley son coincidentes con los del texto de la Po- 
nencia, vamos a someter a votación en su totalidad el pro- 
yecto de Ley original, es decir, el voto particular de Coa- 
lición Popular que pretende mantener el texto original del 
proyecto de Ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 15; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado el voto par- 
ticular de Coalición Popular. (El señor Echeberria Mon- 
teberría pide la palabra.) 

¿Qué desea, señor Echeberría? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Pregunto a 
la Presidencia si va a haber o no una parada, técnica, te- 
niendo en cuenta que vamos a continuar esta tarde. 

El señor PRESIDENTE: iLe parece a S .  S .  que haga- 
mos la parada técnica después del artículo 8 .”, con lo cual 
terminamos este capítuio, puesto que es un artículo que 
tiene sólo dos enmiendas? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Estoy total- 
mente de acuerdo con la Presidencia. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Eche- 
berría, por su colaboración. 

Al artículo 8.” hay la enmienda 196, de Minoría Catala- 
na, para cuya defensa damos la palabra al señor Recoder. 

Artículo 8 . O  

El señor RECODER 1 MIRALLES: El sentido de esta en- 
mienda es adecuar a la configuración autonómica del Es- 
tado, no limitando la utilización del dominio público ra- 
dioeléctrico a partir de satélites de comunicación a la Ad- 
ministración del Estado. 

El señor PRESIDENTE: Existe también la enmienda 

número 93, del Grupo de Coalición Popular. Para su de- 
fensa, tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: La en- 
mienda pretende una simple mejora técnica, reduciendo 
el texto de este artículo, porque entendemos que hay re- 
ferencias innecesarias al Derecho internacional y a los Or- 
ganismos internacionales. Nuestra enmienda no tiene 
otro alcance que una simplificación de la redacción del 
mismo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, nuestro 
Grupo se va a oponer a ambas enmiendas. En primer lu- 
gar, la enmienda de Minoría Catalana incide en el tema 
del espectro radioeléctrico en relación con los satélites. 
Nosotros pensamos que debe ser un espectro gestionado 
por el Estado y más aún en este tema respecto del cual 
hay competencia internacional. 

También estamos en contra de la enmienda 93, del 
Grupo Popular, porque en ella desaparece que el Estado 
se reserve la explotación. Creo que es muy importante que 
esto aparezca específicamente en el texto del artículo por- 
que si no podría ponerse en duda que la explotación de 
ese espectro sea competencia del Estado. 

Por tanto, nosotros vamos a votar en contra de ambas 
enmiendas. (El señor Alvarez-Cascos Fernández pide la 
palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el senor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Pongo de 
manifiesto que la enmienda del Grupo de Coalición Po- 
pular pretende sencillamente lo que he dicho. La inter- 
pretación que ha hecho el señor Sáenz Lorenzo pone de 
manifiesto la confusión a la que están sometidos los re- 
presentantes del Grupo Socialista cuando después de ha- 
ber declarado que el espectro radioeléctrico era de domi- 
nio público ahora tienen que seguir reafirmando que, 
cuando se trata de satélites y de comunicaciones, también 
es de dominio público. Por lo tanto, debe haber varios do- 
minios públicos. A mayor reiteración mayor dominio pú- 
blico sobre el tema. Lo único que demuestra esta abun- 
dancia es confusión. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sáenz Lorenzo tiene 
la palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Alvarez-Cascos, no 
hay ninguna confusión. Lo que puede ser confusa es la po- 
sición que tiene su Grupo. Cuando se habla de satélites se 
dice en el texto que se encuentran sometidos a Derecho 
internacional, pudiendo surgir dudas en cuanto a si es 
competencia internacional la que se verifica sobre la ex- 
plotación en el ámbito de soberanía española. El proyec- 
to dice: «Su explotación, en el ámbito de soberanía espa- 
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ñola, queda reservada al Estado ... D. El tema del dominio 
público ya ha sido discutido. Nos estamos refiriendo a 
quién gestiona, quién explota, en el ámbito de soberanía 
española, el espectro radioeléctrico respecto de los satéli- 
tes, que no es la comunidad internacional, sino el Estado 
español, en virtud de los conciertos adecuados con los Or- 
ganismos internacionales. Esto desaparece del texto en su 
enmienda, con lo cual no sólo no es clarificadora, sino que 
introduce elementos de confusión. 

El señor PRESIDENTE: Votamos, en primer lugar, la 
enmienda número 196, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 11; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación, votamos la enmienda número 93, de 

Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 19; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación, pasamos a votar el artículo 8.", de 

acuerdo con el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- ' tos a favor, 21; en contra, seis; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artículo 8." 
de acuerdo con el texto del informe de la Ponencia. 

Se suspende la sesión durante diez minutos. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Reanudamos la sesión. 
Iniciamos la discusión de las enmiendas al artículo 9. 

En primer lugar, la correspondiente a la Agrupación PDP, 
del Grupo Mixto, que es la número 1,  para cuya defensa 
tiene la palabra el señor González-Estéfani. 

Ariícuio 90 

El señor GONZALEZ-ESTEFANI AGUILERA: A mí me 
parece que cuando nuestra sociedad está enfocando el 
reto del futuro, entre otras cosas incluye el adaptar mu- 
chas estructuras de tipo empresarial y privado. En fun- 
ción, precisamente, del nuevo reto que suponen las tele- 
comunicaciones en el día de hoy y el progreso de la infor- 
mática, nos parece, digo, que un artículo como éste, tal 
como está enunciando, contiene un exceso de cautelas que 
puede hacer incluso difícil ese tipo de progreso. 

Cuando en este artículo se define perfectamente que no 
serán servicio público de telecomunicación aquellas pres- 
taciones del servicio que se realicen en el seno de una pro- 
piedad privada sin conexión al exterior, etcétera, parece 
que es exagerado añadir también que el titular del servi- 
cio y el usuario del mismo sean la misma persona física 
o jurídica. Porque, por ejemplo hoy, precisamente para 
abaratar ese servicio de oficinas, nos encontramos con 

' 

que existen muchas entidades que utilizan, cada vez más, 
las oficinas compartidas, y precisamente lo hacen en fun- 
ción de la posibilidad de compartir esos servicios de co- 
municación interna, esos servicios informáticos compar- 
tidos. 

De la misma manera se induce aquí un importante pro- 
blema para aquellas comunidades de vecinos en las que 
normalmente la titularidad de la propia comunidad es 
una persona jurídica, distinta de la de los mismos veci- 
nos. Nos parece que el artículo 9 revela un cierto miedo 
a la libertad que está siempre presente en ese exceso de 
regulacionismo que inspiran los desarrollos legislativos 
que el Partido Socialista hace, tanto a lo largo de todo 
este proyecto como de otros muchos. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Vasco, para defender la enmienda número 15, tiene la pa- 
labra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nuestra en- 
mienda, aunque se titula de modificación, en realidad 
plantea un texto alternativo. 

Enel  número 1 suprimimos del texto de la enmienda 
las expresiones uy no tengan conexión al exterior». Y lue- 
go toda la última frase que hace referencia a que el titu- 
lar del servicio y el usuario sean la misma persona física 
o jurídica. 

Téngase en cuenta que aquí estamos hablando de ex- 
cluir ciertas cuestiones de la consideración de servicio pú- 
blico. En ese primer párrafo lo que pretenderíamos es que 
esa definición que se hace sea más ajustada a los hechos 
que están ocurriendo ya, tal y como acaba de señalar el 
señor González-Estéfani. Por ejemplo, si nosotros dejamos 
el texto como está, nos parece que los videos comunita- 
rios tendrían la consideración de servicio público, cosa 
que nos parece absurda. 

A estos efectos, y aunque nuestra enmienda no lo plan- 
tea, quizá convendría considerar que se quitase del texto 
la expresión aexcluidos los de difusiónr, porque el video 
comunitario -y me refiero a esto porque es un caso evi- 
dente- es un servicio de difusión. Este número 1 en su 
conjunto es excesivamente limitativo de las posibilidades 
que, a nuestro modo de ver, se están dando en la vida real. 
En sfntesis, proponemos que se suprima la condición de 
que no tengan conexión al exterior, y de que sea la mis- 
ma persona física o jurídica. Téngase en cuenta, por po- 
ner algún ejemplo más, que una red interna de una fábri- 
ca grande o un sistema de alarma de un negocio que está 
conectado al exterior, o la centralita de un establecimien- 
to también de negocio, a estos efectos y según esta defi- 
nición tendrían la consideración de servicio público. A la 
vista de eso, si es público este tipo de servicios, ¿qué con- 
secuencias tiene la caracterización de uno de esos servi- 
cios como público? Si esas consecuencias no son impor- 
tantes, y por eso se estima que se pueden caracterizar 
como servicios públicos, lo que preguntaríamos a conti- 
nuación es: ¿Por qué se exceptúan de la consideración de 
servicio público algunas cuestiones como las que se citan 
en este número 1, o las más claras del artículo 10, en que 
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se exceptúan, nada menos, que las redes de la RENFE y 
de las compañías eléctricas, que a nosotros nos parece 
muy bien? Esto quiere decir que la conceptuc\ción de ser- 
vicio público tiene que tener alguna trascendencia, de lo 
contrario no tendría sentido hacer esas excepciones. Todo 
esto con referencia al número 1. 

qn cuanto al número 2, se hace una exclusión concre- 
ta, porque se dice: «Asimismo, quedarán excluidos de la 
consideración de servicio público de telecomunicación, 
las instalaciones de seguridad o intercomunicación que 
sin conexión a redes exteriores ... u, etcétera. Nosotros pro- 
ponemos que se añada a «las instalaciones de seguridad 
o intercomunicación)) lo siguiente: ay otros análogos.. 
¿Por qué? Porque nos parece que excluir estos dos tipos 
de instalaciones y no otros análogos que puedan existir, 
que quizá en este momento se nos escapen, pero teniendo 
en cuenta la evolución técnica está claro que pueden exis- 
tir en muy poco tiempo, es algo limitativo a efectos de la 
exclusión. Es evidente que los servicios de seguridad e in- 
tercomunicación se consideran en el párrafo, pero pensa- 
mos que sería más prudente abrir la expresión poniendo 
“y otros análogosu. 

En cuanto al número 3, lo que proponemos es que en 
el tema de las autorizaciones administrativas se distin- 
gan dos supuestos: el caso sin conexión a redes exterio- 
res, en que esa autorización sería automática, y el caso 
en que exista una conexión a red exterior, en cuyo supues- 
to sería necesaria la autorización administrativa. ¿Por 
qué? Por simplificar los trámites en unos supuestos en los 
que, al no existir esa conexión exterior, no parece tan ne- 
cesaria la autorización positiva. 

En cuanto al número 4, teniendo en cuenta todo lo que 
se dice anteriormente y en general el texto de la ley, nos 
parece que este párrafo es obvio e innecesario. Se dice 
simplemente que la conexión a redes exteriores de estos 
servicios se tendrá que hacer de conformidad con lo que 
dice la propia ley, cosa que parece obvia porque para eso 
se promulga la ley. Esa es la razón por la que nosotros eli- 
minamos este número 4 en el texto alternativo de nues- 
tra enmienda. 

El señor PRESIDENTE: En ausencia del representante 
de la Agrupación Liberal ... 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Perdón, se- 
ñor Presidente, me ha pedido que se mantengan para vo- 
tación sus enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Eche- 

Tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos. 
berría. Se toma nota. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Hay un 
voto particular mantenido. ¿Lo defiendo ahora o a conti- 
nuación del turno del señor Sáenz Lorenzo? 

El señor PRESIDENTE: Puede defenderlo ahora. 

EI señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: EI Grupó 

Socialista ha introducido en el trámite de Ponencia que 
al artículo 9, número 3, que dice: «La autorización ad- 
ministrativa para la puesta en funcionamiento de estos 
servicios se entenderá concedida con carácter general)), se 
agregue el siguiente párrafo: «En todo caso, los equipos, 
aparatos o sistemas que sirvan de soporte para los servi- 
cios incluidos en este artículo ... u -y en este artículo se in- 
cluyen los servicios que no se comunican con la red exte- 
rior- a ... deberán disponer de los correspondientes certi- 
ficados de homologación y de cumplimiento de las espe- 
cificaciones técnicas oportunas, de acuerdo con el proce- 
dimiento dispuesto en el artículo 29 de esta leyn. 

El voto particular de mi Grupo, señor Presidente, soli- 
cita alternativamente o la supresión de este párrafo intro- 
ducido en Ponencia por la enmienda socialista, o una 
transacción cuyo sentido voy a explicar. 

Mi Grupo estaría de acuerdo con el texto consecuencia 
del informe de la Ponencia si el procedimiento dispuesto 
en el artículo 29 se precisara diciendo: «en el artícu- 
lo 29.3 de esta Ley.. Y ahora me voy a explicar. 

A nuestro juicio no tiene sentido -y éste es el espíritu 
de la ley- homologar aparatos que no estén conectados 
con la red. Ello lo hago en base no ya al proyecto inicial, 
sino al propio contenido del artículo 29. La lectura aten- 
ta del artículo 29 demuestra que hay en el mismo dos 
partes correspondientes a dos homologaciones distintas: 
la que podríamos llamar homologación*de conectividad, 
que está contenida en los números 1 y 2 del artículo 29 
-y no estoy introduciendo el debate del artículo 29, se- 
ñor Presidente, sino que estoy poniendo esta enmienda en 
relación con el contenido actual de la ley-, y la homolo- 
gación que yo llamarfa de seguridad, contenida en el nú- 
mero 3. De tal manera que la competencia para la homo- 
logación de conectividad la otorga la ley en el artículo 29 
al Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones, 
mientras que, de manera correcta, la homologación 
correspondiente a lo que yo llamo seguridad en el núme- 
ro 3 la otorga esta ley al Ministerio de Industria y Ener- 
gía, como corresponde. 

Pero es que además, al hablar de la homologación que 
yo llamo de conectividad en los números’ 1 y 2 se dice ex- 
presamente, en el número 1, en la segunda llamada, en 
cuanto a las características de esta homologación, que se 
refiere a aparatos - d i c e  textualmente la ley- aque pue- 
dan conectarse a las redes públicas de te~ecomunicación 
o envíen señales a las mismasu. Es decir, esta homologa- 
ción contenida en el artículo 29 excluye los aparatos que 
no se van a conectar a las redes. 

Por tanto, induciría a confusión, si se mantiene en el ar- 
tículo 9.3 la homologación con arreglo al procedimiento 
dispuesto en el artículo 29, porque quedaría la duda de 
si.10~ números 1 y 2 son de aplicación, por lo menos en 
la intención y el espíritu de los que han redactado este 
artículo. 

Mi Grupo estaría plenamente de acuerdo si se introdu- 
ce como transacción la referencia al artículo 29.3 de esta 
Ley, porque entonces quedaría perfectamente determina- 
do que estos aparatos que no se van a conectar en  la red, 
sí necesitan la homologación de seguridad que otorga el 
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Ministerio de Industria y Energía. En caso contrario, el 
C.i.i(Ci-¡<J dc mi Grupo scría mantei-icr nuestro vol0 parti- 
~-ular ,  opoiiiciidonos a la iiiclusióri de lo que  fue cii su dia 
cnriiicnda socialista al ai.ticulo 9.3. 

.~ 

El señor PRESIDENTE: Por cl Grupo Parlamentario 
Socialista, ticiic la palabra e1 señor Sácn/. Lorcii~o. 

El seiior SAENZ LORENZO: Vamos a consumir nucs- 
~ r o  turiIo e11 dclensa del texto del artículo 9 del inlornic 
de la Poiiciicia. 

tia habido varias propuestas de ampliación de los su- 
puestos contenidos cn los núrrirros 1 y 2 de este arlícu- 
lo Y. ¿Cual es el espíritu de este artículo Y ?  El cspiritu 

cl servicio dc tc~lccoiiiui~icacioncs, y se cxccptúari de este 
servicio público algunas comunicaciones que pcrtcncccn 
al iiiibitu dc lo riiuy piivacio. íiiitoiices, el iiúinero 1 tiacc 
referencia a comunicaciones dentro de una misma empre- 
sa privada o dentro de una misma propiedad privada, en- 
tre el mismo titular de la propiedad, y el número 2 ex- 
tiende eso a inmuebles y a comunidades de propietarios 
dándoles posibilidades de instalaciones de seguridad y de 
intercomunicación. 

Nosotros pensanios que se ajustan bastatite los núrne- 
ros I y 2 a lo que nuestro Grupo pretende exccptuar del 
servicio público. El servicio público es cuando hay una co- 
nexión entre distintos usuarios y lo que no  debe ser con- 
siderado servicio público es cl interí'ono dcntro de una 
misma oficina o dentro de un mismo edificio. Yo creo que 
ese caso está perfectamente contcniplado en el número 2 
del artículo 9. Dentro de u n  mismo edificio la intercomu- 
nicación no está sometida a rfgimen de concesión, no se 
considera servicio público y,  por tanto, pensamos que los 
contracjcmplos más claros expuestos en la defensa de al- 
gunas de las enmiendas al número I quedan perfectainen- 
te incluidos en el número 2 .  

Nuestra posición en el tema del video comunitario se- 
ría tratar de incluirlo en este artículo 9. Pero en este mo- 
mento no disponemos de un texto que ofrecer a SS. SS. 
y,  por consiguiente, ese debate y ese tema quizá lo deje- 
mos para una introducción posterior en el trámite de Se- 
nado. Nuestro criterio es que debería quedar claro en este 
artículo 9 que cuando en un edificio se pone una antena 
parabólica, que transmite señal a todos los tclcvisores de 
ese mismo edificio, eso está dentro del artículo 9. Tam- 
bikn pénsamos que los vídeos de los hoteles, por ejemplo, 
deben ser perfectamente legalizados dentro de este artí- 
culo 9 y ,  asimismo, los vídeos comunitarios siempre que 
sean dentro de una misma comunidad de propietarios o 
dentro de un mismo edificio. Lo que ya no nos parece ho- 
mologable dentro de este artículo 9 son los vídeos comu- 
nitarios que cubren un pueblo, que cubren una ciudad, o 
que pasan de un edificio a otro, o de una comunidad a 
otra. 

En este sentido, nuestro criterio es introducir esos as- 
pectos de una forma clara y nítida en este artículo 9, pero 
hasta ahora no disponemos de un texto para hacerlo y, 
por tanto, no podemos incluirlo en este trámite. De todas 
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formas, pienso que no tenernos unas grandes distancias 
cntrc lo que proponen algunos Grupos de la oposición 
Conlo motlil'icacioncs y lo que nosotros mantenemos, aun- 
que nosotros tenemos el criterio de que sc debe ser cui- 
dadoso limitando las cxccpciones al Bmbito de la utiliza- 
ción cstrictamentcx privada. Por eso ticnc sentido perfecto 
al núinero 4 .  Cuando cstas redes internas de un edificio, 
de una Comunidad de propietarios, esta red de una mis- 
ma persona dentro de su propiedad privada quiere concc- 
tarsc al exterior, adquieren, el carácter de servicio de te- 
iccomunicaciones con el exterior y ,  por tanto, se deben re- 
gir por la misma normativa por la que rija el servicio al 
que se tiene que conectar. Me parece que sí tiene perfecto 
scritido el número 4; si sc quicrc conectar con el exterior, 
pues acójase a la norniativa correspondiente del servicio 
del exterior que corresponda. Y sólo quedan autorizados 
automáticameiik, y excluidos, por tanto, del servicio pú- 
blico, cuaiido sean servicios estrictamente privados den- 
tro de una comunidad de propietarios, dentro de un in- 
mueble o dentro de una misma propiedad privada. 

Nosotros vamos a oponernos a las modificaciones a este 
artículo, aunque sí tenemos la idea, en conexión con lo 
que ha dicho el señor Echebcrría, de que se podría intro- 
ducir aquí la legalización clara de los videos comunita- 
rios a nivel de un mismo edificio o de una comunidad de 
propietarios. 

Tampoco yo tengo muy claro que el tema de los vídeos 
de hotel esté totalmente incluido en el númcro 2, aunque 
podría entenderse que sí y ,  por tanto, estas dudas, si efec- 
tivamente se confirman, yo creo que pueden ser subsana- 
das en el trámite subsiguiente de esta ley en el Senado. 

En cuanto al punto que ha defendido el señor Alvarez- 
Cascos, respecto de volver al texto del Gobierno, nosotros, 
con el añadido que hemos planteado en el número 3 tra- 
tamos de proteger en cierta medida a los fabricantes na- 
cionales de equipos, porque en estos momentos es un sec- 
tor que tiene la preocupación de que esta ley, al abrir los 
mercados y al liberalizar en cierta medida las telecomu- 
nicaciones en España, tiene un elevado riesgo, puesto que 
pueden ser invadidos por productos del exterior. 

Nosotros a lo largo de toda la ley tratamos de limitar 
estos posibles efectos negativos sobre los fabricantes es- 
paiioles de equipos de telecomunicación. Ese es el espíri- 
tu que tiene el texto que hemos introducido, en el cual, 
en parte de la argumentación que ha utilizado el señor Al- 
varez-Cascos, podríamos estar de acuerdo, aunque a mí 
me parece que limitarlo al artículo 29.3 no es suficiente, 
porque uno de los temas de preocupación es lo expresado 
en el artículo 20.5, que es el tema de las exportaciones. 
Tampoco me parecería lógico deci; 29.3 y 29.5. Si efecti- 
vamente esos equipos no se piensan conectar al exterior 
no tiene por qué haber homologación de conexión. En eso 
estaría de acuerdo con ese espíritu. Pero a mí me parece 
que es mejor citar el artículo 29 de esta ley, sin referen- 
cias exclusivas al número 3, porque yo creo que uno de 
los temas de preocupación aquí es que todos estos apara- 
tos se importen y el sector de fabricación espanola quede 
al margen de este mercado, con los perjuicios que ello 
puede proporcionar. 
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Por tanto, el espíritu de ese añadido es establecer por 
lo menos algunas limitaciones a la entrada indiscrimina- 
da de productos procedentes del exterior y buscar que la 
industria nacional tenga, por lo menos, algunos puntos de 
apoyo para mantener ~ i n a s  determinadas cotas de nier- 
cadp. 

Repito que en cierta medida estamos de acuerdo con la 
argumentación que ha hecho el señor Alvarez-Cascos, 
pero no nos parece oportuno y de momento mantendría- 
mos el texto tal y como está, porque introducir dos apar- 
tados de un mismo artículo no nos parece muy estetico y 
conviene mantcncr entonces el artículo entero, en el bien 
entendido que, desde luego, no  debe afectar a los númc- 
ros 1 y 2 del mismo. 

13 DE OCTUBRE ü E  1987.-NüM. 164 
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El señor PRESIDENTE: El señor Alvaru-Cascos tiene 
la palabra. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra, para tiirno 
de replica, el señor Echcbcrría. 

El senor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Hay aquí 
una cuestión central que es  la de la conexión al exterior, 
a nuestro modo de ver. Porque, insisto, i q u 6  ociirrc con 
una rcd interna dc una lábrica? ¿Cuando se está llamaii- 
do intcrnanientc, esa red no tiene la consideración de ser- 
vicio público y cuando se llama desde la red hacia lucra 
tiene la consideración de servicio público? ¿Cuál es la 
distinción? 

El hecho de que tanto en el número 1 como en el 2 se 
establezca que no tengan conexión al exterior es tticnica- 
mente imposible L'II algunos casos. Entonces, yo lo que 
pregunto es: ¿es servicio público una instalación de alar- 
ma de un negocio o no es servicio público? Una red inter- 
na de una fábrica, ¿es servicio público o no es servicio pú- 
blico? Que se me diga por el senor Sáenz Lorenzo que se 
intenta excluir aquello que pertenece al ámbito de lo muy 
privado es algo que no tiene definición, porque, además, 
como veremos al hablar de los puntos de terminación, co- 
nexión, etcétera, tampoco está nada clara en el proyecto 
de ley dónde empieza y dónde termina ese ámbito muy 
privado, incluso de la propiedad privada. Yo pido que sc 
haga una definición más clara de lo que se quiere. 

En el artículo 10 se exceptúan claramente unas redes 
que tienen una lógica distinta -unas razones distintas 
más que una lógica-, pero hay servicios que entran de 
lleno en esta cuestión. Su señoría ya ha admitido el pro- 
blema del vídeo comunitario, pero yo insisto en las redes 
internas de algunos negocios, etcktera. ¿Que ocurre con 
esas redes? ¿Es que cuando se conectan al exterior - c o m o  
digo- son redes públicas de servicio público y cuando se 
interconectan únicamente de forma interna no lo son? 
¿Cuál es la caracterización? i c u á l  es  la consecuencia de 
la consideración de esa red como de servicio público? 
¿Qué es lo que se pretende en este artículo exactanicrite? 

En cuanto a la necesidad del número 4, no vamos a ha- 
cer una cuestión fundamental de ello, pero parece obvio 
que los supuestos que se contemplan cn los otros aparta- 
dos son supuestos en los que no hay conexión, y en el caso 
de que exista conexión está claro que tendrán que ajus- 
tarse a los supuestos que la propia ley establece. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Compar- 
to con cl señor Sáeriz Lorenzo las preocupaciones que en 
relación con la industria nacional de las tclecomunicacio- 
ncs sentimos en general todos los ciudadanos españoles, 
pero creo que n o  podemos, llevados de ese buen deseo, ha- 
cer afirmaciones para sostener determinados plantea- 
mientos legales que incluso serían utilizados por quienes 
en algún niomento pudieran reclamar contra las limita- 
ciones a la libre competencia quc pudieran plantearse, 
dado que en este niomento la incorporación de España a 
la Comunidad Económica Europea es un hecho decisivo 
a la hora de plantear este tipo de limitaciones. 

Por lo tanto, me ajusto a razonar en los siguientes ttir- 
minos. En primer lugar, la homologación tiene que pre- 
vciiir, en relación con la seguridad de las personas, cual- 
quier aparato quc se pueda instalar, conectado o n o  con 
la red de telecomunicaciones. En segundo lugar, la iioriio- 
logación, a la que ,yo llamo de conectividad, debe asegu- 
rar que cuando un aparato quc v a  a scr conectado a la 
red se instala, no causa perjuicios en esa red. 

Estarnos hablando de aparatos que no van a concctar- 
se ;i esa red y ,  poi- lo tanto, las rescrvas que el señor Sácriz 
Lorenzo quiere aplicar a mí me parece que tienen que ser 
las del artículo 29.3, porque incluso el número 5 nuevo 
que introdujo el Grupo Socialista cii el trámite de Ponen- 
cia tambiCn será enmendado, y n o  quiero anticipar este 
tcnia para referirlo al número 3 de este niisiiio artículo, 
con lo cual ya no seria necesaria una referencia a dos in- 
cisos, sino la referencia exclusivamente al artículo 29.3. 

Creo que no resulta oportuno hacer referencia o dejar 
en la duda que se quiere hacer referencia a un proccdi- 
miento que en el propio articulo 29 se dice que está pre- 
visto para aquellos aparatos que puedan conectarse a las 
redes públicas de telecomunicación. Por lo tanto, me pa- 
rece que ajustarse al propio proyecto de ley t a m b i h  es ta- 
rea de esta Comisión, y es lo que se persigue con la tran- 
sacción que en relación con el voto particular ofrece mi 
Grupo. 

En todo caso, si no se aceptara esta transacción, man- 
tendríamos el voto particular y votaríamos a favor de la 
supresión del añadido correspondiente a la enmienda in- 
troducida por el Grupo Socialista en el trámite de Po- 
nciicia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Senor Presidente, nuestro 
Grupo entiende que con el artículo 9: se autorizan las re- 
des internas de edificios, comunidades de propietarios o 
propiedades privadas. En el momento en que estas redes 
se conectan al exterior dejan de ser redes internas y pa- 
san a formar parte de la red, pudiendose interconectar 
cada uno de los puntos de los terminales con el exterior. 
Luego pasan a formar parte de la red general que, por de- 
finición, es una red pública. 
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presión de e5e párrafo y luego votar todo el artículo, pero 
nie someto al mcjor criterio de la Presidencia. 

Por tanto, yo creo que está perfectamente claro cuál es 
la explicación. Mientras sean redes internas dentro de una.. 
misma propiedad privada, dentro de un mismo edilicio, 
dentro de una comunidad de propietarios, son perfecta- 
mente autorizadas y están fuera del dominio público. En 
el momento en que se conectan con el exterior pasan a.l'or- 
mar parte de esa red exterior y ,  por tanto, rio pueden go- 
zar de esta autorización generalizada. 

Respecto de  las argumentaciones del señor Alvarez-Cas- 
cos, nosotros no sabemos lo que va a pasar con el artícu- 
lo 29. En principio, vamos a defender el nuevo número 5, 
a no ser que se nos convenza con argumentaciones. Por 
tanto, pensamos que la referencia no podría ser sólo al nú -  
mero 3 y por ello, en previsión y sin perjuicio de lo que  
pueda ocurrir cuando discutamos e l  artículo ZY,  rnantcn- 
dríamos el texto actual en sus propios tCi-niinos, ciitcii- 

diendo que los números 1 y 2 no dcbcri bcr los aplicables 
en ese caso a las empresas, sirio q u e  bc i . i i i i i  IOS sigiiiciitca. 
Pero nos parece que, en tal caso. lo nic.joi. es ninntcner la 
referencia al articulo 29 en  su integridad. 

El ~ c ñ o i  PRESIDENTE: Vnnios ;I sornctcr ii votaci0n 

En primer lugar, la enmienda núiiiciu 1 ,  de la Agrupa- 
las ciimiciitlas de este articulo Y.,' 

ción PDP, del Grupo Mixto.  

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 19. 

El \ c . i i o i .  PRESIDENTE: ~ . h l c d a  i.cc.h:i/acI;i I r l  c1atliii,rl 

Votamos a continuación la enmienda número 70, dc la 
da número l .  

Agrupación de Diputados del Partido Liberal. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho: en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rcchazada la enmien- 

Votamos a continuación la enmienda número 1.5, del 
da número 70. 

Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho: en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la cnmien- 
da  número 15. 

Votaríamos ahora el artículo 9.,1, de acuerdo con el tex- 
to del informe de la Ponencia, y despui.s el voto particu- 
lar del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, por- 
que parece evidente que no se ha llegado a una posibili- 
dad de transacción. 

El señor Alvarcz-Cascos tiene la palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, si se vota el artículo y se aprueba en los ter- 
minos en los que está, pedir que se vote luego la supre- 
sión de un trozo de uno de los apartados n o  ine parece de- 
masiado lógico. M e  parece más lógico votar primero la su- 

El señor PRESIDENTE: El criterio de esta Presidencia 
pretendía lavorecer la constancia de que se había votado 
el voto particular del Grupo Parlanientario de Coalición 
Popular. Para mí es más práctica y mas funcional la pro- 
puesta que S. S. propone. Por tanto, podernos adoptarla 
sin ninguna reserva. 

En consecuencia, votaremos el párrafo tcrcero de acuer- 
do con el informe de la Ponencia. El rechazo de este párra- 
lo significaria la aprobación del voto particular del Gru- 
po Popular. 

El sciiot. ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: YO pcdia 
que se votara primeiu el voto particular, con lo quc, en 
cua1quic.i- supuesto, se rechazara o se admitiera, habría 
que votar despiiCs c1 texto del articulo, que zanjaría y a  cl 
debate de cstc precepto. 

El scMor PRESIDENTE: Más cGmodo todavía para el 
Presi d c m  tc. 

En cotisecucncia, vamos a proceder a la votación del 
voto particular dc Coalición Popular,.quc permite el nian- 
ieiiirriicrito tlcl prowcto d c b  Icy original. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: +o- 
tos a favor, ocho;.en contra, 18. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 18; en contra, ocho, 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 9, 
de acuerdo con el texto del informe do la Ponencia. 

Pasamos a debatir las enmiendas correspondientes al Artículo'lO 
artic~ilci 10 de este proyecto de ley. 

La Agrupación del Partido Libcral n o  está presente. Vo- 
taremos sus enmiendas al tinal. 

El Grupo Vasco tiene una enmienda al artículo 10, la 
núnicro 17. Paro SLI defensa tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nuestra en- 
mienda riúniero 17 se plantea al número 3 ,  e n  su párra- 
fo tercero, de este artículo 10. Recuerdo, a electos sini- 
plemcnte de situarnos, que este artículo dice quc no ten- 
drán la consideración de servicios públicos los proporcio- 
nados a travks de recleh propias de telecomunicación por 
las compañías ferroviarias y las compañías de  energía 
elkctrica. 

Nosotros proponemos en nuestra enmienda que se su- 
prima este párrafo tercero del número 3, en el que se es- 
tablece que las autorizaciones que se dan a estas compa- 
ñías que he citado para establecer esas redes especiales se- 
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rán revocables cuando resulte necesario para una mejor 
coordinación del servicio público o cuando, por existir 
una infraestructura tecnica suficiente. sea11 susceptibles 
de ser ofrecidos como servicios públicos. 

Nosotros estimamos que si estas redes se consideran 
convenientes, cosa que parece que el artículo acepta, 
puesto que el artículo existe en la ley, de alguna manera 
es suficiente que se adopte la cautela de que esa autori- 
zación sea previa al establecimiento de estas redes, tal 
como establece el párrafo primero de la propia ley, que 
dice que deberá existir una autorización para el estable- 
cimiento de esas redes. 

En consecuencia, si existe esa autarizacíón y si existe 
el reconocimiento de que esas redes son convenientes, nos 
parece que dejar abierta la posibilidad de esta revocación 
sin más, simplemente porque - c o m o  se dice aquí- exis- 
ta una infraestructura técnica y red suficientes o se pue- 
dan ofrecer esos servicios como algo del servicio público. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, permítame la in- 
terrupción. Esta enmienda ha sido aceptada en Ponencia. 
Es equivalente a la 148, del Grupo Socialista. La redac- 
ción del informe de la Ponencia, a menos que sea un error 
mecanográfico (Denegaciones.), dice: la Ponencia las 
acepta, refiriéndose a la 17 y a la 148. 

El seiior ECHEBARRIA MONTBBERRIA: Ha sido un 
*lapsus* mental. Entonces, no me queda más que acep- 
tar gustosamente la indicación de la Presidencia y felici- 
tar al Grupo Socialista por su postura. 

El señor PRESIDENTE: Dada la brillantez de su expo- 
sición, señor Echeberrla, si quiere, puede hacer una ex- 
plicación de voto posteriormente. (Denegaclones.) Mu- 
chas graci.as. 

Pasamos a la enmienda 197, de Minoría Catalana. El 
señor' Recoder tiene la palabra. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: El, número 3 del ar- 
tículo 10 del proyecto de ley comienza determinando que 
el establecimiento de estos servicios de telecomunicación 
requerirá, en todo caso, la previa autorización adminis- 
trativa otorgada por el Ministerio de Transportes, Turis- 
mo y Comunicaciones. A continuaci&n, el párrafo tercero 
suprimido establecía la revocabilidad de esas autori- 
zaciones. 

Se desprende, en concreto del primer párrafo. una in- 
defensión, porque, ¿cuándo se dará la autorización y 
cuándo no? Creemos que todo ello va en contra det sen- 
tido de la libre economía de mercado, produce inseguri- 
dad jurídica y abre las puertas a la arbitrariedad. Por ello, 
consideramos necesario que por medio de la correspon- 
diente reg~amentación se fijen las condiciones necesarias 
para obtener dichas autorizaciones. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, para el turno en contra de esta enmienda ex- 
clusivamente, tiene la palabra el seiior Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, efecti- 
vamente, la cnmienda del Grupo Vasco coincide con la cn- 
niiciida j a  prtxritada por cl Giupo Socialista aceptada 
cn Poncncia. Por tanto, cl criterio ha sido ya tavorablc. 
Yo pienso quc la supresiiin dc ese párrafo coincide con el 
cspiritu de la enrnicnda del Grupo de Minoría Catalana. 
Ese Grupo pretendía suprimir lus dos parrafos finales 
-yo interprcto que en el sentido de que especificaban dc- 
masiado tanto el temade la revocabilidad corno el del in- 
forme del delegado del Gobierno- y lo remitía al desarro- 
llo reglamentario. Al suprimir la revocabilidad, que qui- 
zá era el punto más polémico, creo que hay un acerca- 
miento a la posición que plantea el Grupo de Minoría 
Catalana. 

No obstante, vamos a votar en contra de la enmienda 
porque, aunque efectivamente una referencia al tema re- 
glamentario sería suficiente, pensamos que es bueno que 
se especifique en la ley, en el texto del segundo párrafo re- 
ferente a la necesidad del informe del delegado del Co- 
bierno en la explotaciirn del sistema eléctrico. 
Yo creo que no hay indefensión. En el texto de la ley 

queda bastante claro en qué condiciones, tanto las corn- 
pañías ferroviarias como las de producción de energía 
eléctrica, de transporte y de distribución, pueden mante- 
ner un servicio interno de telecomunicaciones sin co- 
nexión al exterior, como ocurría en el artículo 9, y sin ne- 
cesidad de concesión administrativa, es decir, sin decla- 
ración dé servicio púbiico. 

No hace falta un desarrollo reglamentario excesivo en 
este tema. Por tanto, parece más fácil introducir el párra- 
fo segundo del número 3 - q u e  especifica cómo se va a 
llevar a cabo el otorgamiento de esas autorizaciones- 
que ir a un desarrollo reglamentario que en este punto 
nos parece relativamente innecesario. 

Quisiera llamar la atención del Presidente sobre que, 
en mi opinión, ha habido puntos del debate de la Ponen- 
cia que no se han incorporado al texto. En la discusión 
de la Ponencia, en el artículo 10, número 1 ... 

El seiíor PRESIDENTE: Señor Sáenz Lorenzo, ¿se re- 
fiere S. S .  a las propuestas? (Asentimiento.) Me imagino 
que los servicios de la €amara no lo han incluido, porque 
el informe de la Ponencia lo reseña como propuesta para 
su aceptación por la Comisión. 

El señor SAENZ LORENZO: En el informe de la Po- 
nencia nosotros pretendíamos incluir una pequeña modi- 
ficación que a todos los Grupos les pareció bien y.que no 
está incluida en el texto. 

El señor PRESIDENTE: No pertenezco a los servicios 
de la Cámara, pero pienso que probablemente no se ha in- 
cluido porque, tal como está expresado en el informe de 
la Ponencia ... 

El señor SAENZ LORENZO: Se han incluido todas las 
demás. 

El señor PRESIDENTE: En los otros casos, el término 
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es imperativo. Se dice que acepta o rechaza. Aquí dice: la 
ponencia propone a la Comisión ... Eso es lo que puede ha- 
ber inducido a su no inclusión. Mi criterio es someter a 
la aprobación de la LomisiGn, para más seguridad, C S U ~  

expresiones. 

El señor SAENZ LORENZO: Electivaniente, no había 
leído el texto completo, taii sólo cl definitivo, cii c.1 ciial 
no está incluida esa cxprcsión, cuya pi~opuesta rcitcramos 
en este momcnlo. 

El sciior PRESIDENTE: Afecta a los números 1 y 2 .  

El seriar. SAENZ LORENZO: Lo rc1;ttivo 211 2 si cstii ¡ t i -  

&ida en el inlormc de la Ponencia f ina l ,  v n o  a s í  lo del 
número 1. Eso cs lo quc a mí nic había sorprcndiclo. Lo 
relativo al núnicro 2 si cstii incluido, puc-s sc habla dc t i -  
tular o titulares del scrvicio. Está incluido c‘n el texto tlc 
la Ponencia. Sin cmharpn, lo dc lranspoi-tc y diStribUCi<ín, 
de l  número 1 .  iio lo est i .  

El senor PRESIDENTE: Efectivamente. En cualquier 
caso, aprobaremos la sustitución de la expresión corres- 
pondiente al número 1 .  

Pasamos a la votación de las enmiendas. En primer lu- 
gar, votamos la enmienda riúmcro 71, de la Agrupacicín 
Libera 1. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: \’o- 
tos a favor, siete; en contra, 17; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

La enmienda número 197, de Minoria Catalana, se so- 
da 71, a este artículo 10. 

mete a votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve: en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da número 197 de Minoría Catalana. 

A continuación, votamos al artículo 10, considerando 
que nuevamente hay varios votos particulares de Coali- 
ción Popular a los números 3, 4 y 5 .  (El senor Alvarez- 
Cascos pide la palabra.) Tiene la palabra el señor Al- 
varezcascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, en este caso, el Grupo de Coalición Popular 
acepta las enmiendas eneste trámite, es decir, las enmien- 
das introducidas que son ya texto del informe de la Po- 
nencia, y por tanto retiro formalmente los votos particu- 
lares correspondientes a esas tres enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo; se tome nota de 
esta retirada de los votos particulares de su Grupo. 

En consecuencia, votaríamos en primer lugar la pro- 
puesta que hace la Ponencia al número I ,  letra b) de este 
articulo 10, en que la expresión .red y distribución de 

energía eléctrica)). sea sustituida por la expresión «red de 
transporte y distribución dc energía cllctrica)). iLa Co- 
misión da su asentimiento a csta modificación recomen- 
dada por la Poiieiicia? (Asentimiento.) Se aprueba, por 
tanto, la nueva exprcsión, que  será «red dc transporte y 
distribución de energía clCcirica». Con csta modificación 
ahora introtlucida y las enmiendas ya incorporadas dcl 
Grupo i’arlameiiíaiio Socialista, soitictemos a votacibri cl 
artículo 10 de acuerdo con el texto del iníorrnc de la 
Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, uno. 

El scíior PRESIDENTE: Queda apiuhado el articiilo 10 
de acuerdo con el texto del informe de la Ponencia, ninh 
la niodificaci<ín introducida ( ( ir i  vote,> c w  csta C(Jm¡Si<Jli. 

A coritinuacibn, \)amos a discutir las enmiendas corrcs- Ariiculu 11 
poiidieritcs al artículo 1 1  del proyecto de ley. 

A este artículo se han presentado dos enmiendas que' 

n o  han  sido iwxy&das por la Ponencia, la enmienda nii- 

mero Ih del Grupo Vasco y número 198 de Minoría 
Catalana. 

Para la defensa de la enmienda número 16, tiene la pa- 
labra el senor Echcbcrría. 

El scnor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: El articu- 
lo 1 1  establece cuáles se consideran servicios oficiales de 
telecomunicación. 

Nosotros, en nuestra enmienda, planteamos un texto al- 
ternativo de este artículo, estableciendo dos párrafos, en 
lugar de un solo párrafo como el que tiene textualmente 
el artículo, pensando que con esta distribución del texto 
se clarifica mejor el contenido del artículo. Y, en cuanto 
a cuestiones de fondo, proponemos en nuestra enmienda 
que tengan esta consideración de servicios oficiales no 
sólo los establecidos por la Administración del Estado 
sino también por otras Administraciones Públicas. Se su- 
pone, aunque no lo diga el texto, que tienen que ser Ad- 
ministraciones públicas que lo puedan hacer. En lo de- 
más, prácticamente se acepta el texto del proyecto de ley. 
Eso con referencia al primer párrafo. 

En cuanto al segundo párrafo que nosotros propone- 
mos, hacemos una definición, diciendo que los servicios 
oficiales se establecerán preferentemente por líneas, sis- 
temas o redes oficiales de titularidad pública. Es decir, 
cn cuanto a la primera cuestión, la de otras administra- 
ciones públicas, nosotros quisiéramos que esta ley posi- 
bilite que otras administraciones públicas diferentes de 
las del Estado, en especial administraciones públicas de 
las Comunidades Autónomas, puedan establecer servicios 
oficiales que pueden ser necesarios para su funcionamien- 
to. Yo creo que en la mente de todos están servicios de 
cste tipo que puedan existir en cuanto a protección civil, 
en cuanto a policía autónoma, etcétera, o sea, servicios de 
la propia Comunidad Autónoma en este caso y que, como 
se dice en nuestra propia enmienda, presten servicios en 
exclusiva a sus propios órganos o a otras administracio- 
nes públicas. Nuevamente incidimos en un tema compe- 
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El señor PRESIDENTE: Para la dclerisa de la ciiniien- 
da 198, de Minoría Catalana, tiene la palabra el señor 
Rccodcr. 

El scnor RECODER 1 MIRALLES: Nues1i.a ciiiiiiciida 
es, en parte, en el misrno scmtitlo que la dclcndida por el 
portavoz del Grupo Vasco y ,  por ello, coincido plenanien- 
te en su defensa. El proyecto de ley, al dcfinii- los Scrvi- 
cios Oficiales de Telecomunicación, los limita a los de t i -  
tularidad de la Adrniriistracióii del Estado, omitiendo los 
servicios prestados o de que disponen las distintas adnii- 
nistraciones públicas, como pueden ser las Coitiunidades 
Autónomas; e l  supuesto de las i d c s  propias de las dife- 
rentes pylicias autonómicas es una realidad. Por ello, no- 
sotros proponenios sustituir el concepto de titularidad de 
la Administración del Estado por el concepto más amplio 
de titularidad pública. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra cl scfior 
Sáenz Lorenzo. 

El scnor SAENZ LORENZO: Para oponernos a las dos 
ciiniicndas, pero señalando que la única tlifcrcncia que y o  
veo cn cl texto de las cnmicndas es el tenia dc la titula- 
ritlad de la rcd. El texto de la Ponencia no inipidc para 
nada el establecimiento de servicios oficiales de las Co- 
munidades Autónomas, sino que, por el contrario, los 
aciterdos a los que se ha llegado entre algunas Coniuiii- 
dades Aiit6nomas y el Estado, que son acucrclos y a  I'chn- 
cicntes ~1 que se hati plasmado e11 decretos de las propias 
Comiinicladcs Autononias, permiten el cstablccimicrito rlc 
scwicios ol'iciales. En concreto, el Gobicrno vasco tia pro- 
rriulgado un ciecreto por el cual establece el servicio de- 
nominado Red oficial de comunicaciones, que es un texto 
desde mi punto  de vista negociado con el Gobierno, en el 
que las  posiciones del Gobierno de la nación y del Gohicr- 
rio vasco es tán  pei~l'ectnrnciitc idcntificndas y es perfcctn- 
rricntc cohcrciite c o n  el i d a c t a d o  elel actual artículo 1 I .  
Lo único que se nianticnc es la titulariclad de la Adniiiiis- 
tr i icih clcl Estado, pero ese scrviciu lo puede establccci. 
la propia Coniunidad Autónoma si hay u n  servicio cle la 
Coinunidad Autónoma, como en cl artículo que se senala, 
;i otras adniinistr~iciorics públicas, entre ellas Iógicamcn 
tc las Comunidades AiiiOiioiiias. 

C'reo ~'ccot t lai. quc liahia u11 tcsto tic iin dect.cto del Go-  
h i c m i o  v;isco eri el cual establecía qiic la titulariclad CI'II 

eIcl C;obic*i-no \'asco; se eliccutiti [ior.q~ic iio se estaba dc. 
~icuci~clo c'ii ese tcsto y ,  ;i coritinuaciOn, h a  salido otro dc- 
ci-cto, que  lo tCllgCJ cii  n i ¡  poder, dc fecha 22 clc octubre. 
de 1985, cri el cual tia habido acue ido  ciitrc el k h i e r n o  

iisi'o y el Goliicriio del Estarlo,  y csc aciieido concuerda 
coii c.1 testo s i i i  iiecc.siclacl de acliiiitir la ciirnicrida que 110s 
plantea c.1 Grupo Vasco cri este nionicnto, es rlccir, cabe 
pc i l ec  t a i n  cii t c 1 a o rg a n izac i ¿)n de se rv i c ios 01 i c i a I es de I ;IS 

C:o i I I u 11 ida des A u ttirio 111 a s ,  pero I ii L i  i 1 i c ; ~  el i 1 c r e  i1c i a cs  i ii c i I 

qcic esos servicios teridriari titulaiiclatl c , s t ; i t a l ,  auiiqiic 

sean servicios oiicialcs de las Coinuiiicladcs A~it61ioiiias. 
tlii cstc icrna tia Iiiibido distintos puntos clc vist:i, pero 

v a  Iia habido un punto clcb encuentro en esas posiciones y 
parece lógico que se respete ese punto de encuentro que, 
repito, está reflejado en un determinado decreto, del cual 
acabo de señalar la fecha, del Gobierno vasco. 

Por tanto, la única diferencia es el tema de la titulari- 
dad. Nosotros vamos a mantener el. texto, pero en el bien 
entendido que eso no impide en absoluto la creación de 
servicios oficiales de las Comunidades Autónomas, aun- 
que sean servicios que tendrán iitularidad estatal, pero 
que, de hecho, serán servicios quc ofrecerán las Comuni- 
dades Autónomas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Echc- 
bci.ría, ?ara turno de réplica. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: La explica- 
ción que da el señor Sácnz Lorenzo parece convincente. 
Y o  creo que no lo e s ,  porque es un tanto curioso. por lo 
nienos, el que las Comunidades Autónomas puedan esta- 
blecer sus redes, pero esas redes sean, digamos, que au- 
tomáticaniente dc titularidad estatal, porque lo que pue- 
de ocurrir es que la Comunidad Autónoma esté dcsarro- 
llando una competencia propia y ,  aunque en este momcn- 
to n o  estoy en condiciones de entrar a discutir csc decre- 
to que el señor Sácnz Lorenzo cita, y o  creo que cn trámi- 
tes posteriores será una cuestión en la que podremos dis- 
cutir. con más profundidad. Indudablemcntc, el hecho de 
que la titularidad de esas redes sea automáticamente es- 
tatal, puede tciicr sus repercusiones en cuanto a la actua- 
ción competencia1 de cada una de las administraciones. 
O sca, que 110 cs un hccho simplemcnte acadkmico de 
ptincipio decir, queda en la titularidad estatal y aquí no 
pasa nada más, sino que el ticcho de que esas redes pasa- 
sen automáticamente a ser de titularidad estatal podría 
tener algunas repercusiones que pudieran incidir, diga- 
mos, en la manifestación de las competencias que la Co- 
munidad Autónoma tenga en esa materia. 

Por eso creo que es un tema de más carga de lo que pa- 
rece aparcritcmcritc y que habrá que discutir niás a fondo. 

Nada niás. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Siicnz Lorenzo. 

F,I scnor SAENZ LORENZO: Señor Echcberr-ía, parece 
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bueno que los acuerdos que existan entre la Administra- 
ción del Estado y la Administración de las Comunidades 
Autónomas se plasmen en los correspondientes textos nor- 
mativos. A mí me parece que es una buena práctica y que 
si en este tcnia ha habido acucrdo, parccc lógico que  Ici 

plasmación legal este bastante conforme con el acuerdo 
que se haya planteado. Si se ha planteado conflicto y se 
ha llegado a un acuerdo, no parece lógico que se preten- 
da en estos momentos reabrir el debate sobre el mismo 
tema. (El señor Echebem’a Monteberría pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, por un mi- 
nuto. el señor Echeberría. 

El scnor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Quisicra 
hacer una matización. Para mí, el problema de fondo es 
si este texto está de acuerdo con cl mismo, scñor Sáenz 
Lorenzo. Ese es el tema. En este momento no quisiera en- 
trar en eso. 

El señor PRESIDENTE: Para terminar, tiene la pala- 
bra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Si sirve como un elemen- 
to que pueda ser utilizado en posteriores interpretaciones 
de los Tribunales a este respecto, lo que sí está dispuesto 
mi Grupo a declarar es que nosotros interpretamos que 
con ese texto es perfectamente válido el decreto a que me 
he referido y que voy a nominar; es el Decreto del Depar- 
tamento de Inter ior  del Gobierno Vasco núme- 
ro 32411985. 

El señor PRESIDENTE: Su señoría pucde repetir el tí- 
tulo del Decreto y el Departamento que lo ha promulgado. 

El señor SAENZ LORENZO: Decreto del Departamen- 
to de Interior número 32411985, de creación del servicio 
Red Oficial de Comunicaciones del Gobierno vasco en la 
estructura orgánica del Departamento de Interior, que 
está firmado por el Presidente José Antonio Ardanza y el 
Consejero de Interior Luis María Retolaza, a 22 de octu- 
bre de 1985. 

El señor PRESIDENTE: Con esos datos se identifica 

En consecuencia, vamos a pasar a la votación de las 

Enmienda número 16, del Grupo Parlamentario Vasco. 

perfectamente la norma. 

enmiendas. 

Entramos en votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 

Proponemos a continuación la votación de la enmien- 
da número 16, del Grupo Vasco a este artículo 11. 

da número 198, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da de Minoría Catalana número 198 a este artículo 11. 

Finalmente, votamos el artículo 1 1 ,  de acuerdo con el 
texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 18; en contra, siete; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 
lo 1 1 ,  de acuerdo con el informe de la Ponencia. 

Señorías. empezaremos esta tarde a las cuatro y media, 
de acuerdo con lo previsto, con el artículo 12 y sigiiicn- 
tes, porque son artículos complejos que no merecc la pena 
iniciar ahora su discusión. 

Se levanta la sesión hasta esta tarde a las cuatro y 
media. 

Eran las dos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y treinta y cinco mi- 
nutos de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión con la Artículo 12 
discusión de las enmiendas relativas al artículo 12 del 
proyecto de ley. 

Este artículo 12 ha incorporado en el trámite de Po- 
nencia la enmienda 15 1, del Grupo Parlamentario ,Socia- 
lista, y hay presentadas al mismo enmiendas del Grupo 
Vasco, Coalición Popular y Minoría Catalana. Además, 
Coalición Popular mantiene un voto particular en defen- 
sa del texto original del proyecto de ley. 

Vamos, en primer lugar, a dar la palabra al represen- 
tante del Grupo Vasco, señor Echeberría, para la defensa 
de su enmienda número 18. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: El artícu- 
lo 12 establece que los servicios públicos de telecomuni- 
cación que el Estado se reserva en todo caso para su ex- 
plotación en régimen de gestión directa por sí mismo o 
por los entes públicos, son una serie de ellos que enume- 
ra a continuación. Nosotros, en la enmienda número 18 
a este artículo, estimamos que esta enumeración que hace 
el proyecto de ley es excesiva desde el punto de vista del 
compromiso que implica para el Estado, en cuanto que 
se habla, como he dicho, de régimen de gestión directa, 
por sí mismo o por sus entes públicos. 

Nosotros, en contraposición con esta afirmación gené- 
rica y omnicomprensiva del proyecto de ley, establecemos 
tres niveles de asunción de esa responsabilidad por parte 
del Estado o de otras Administraciones públicas, y así, en 
el primer párrafo, propondríamos que el Estado se reser- 
vase para su explotación en régimen de gestión directa lo 
que pueden considerarse ayudas a la navegación, tanto a 
la navegación aérea como a la marítima, como a la 
aeroespacial. 

En un segundo párrafo estimamos que el Estado debe 
rxplotar también ciertos servicios, pero no ya en régimen 
de gestión directa, sino dejando una expresión abierta, al 
decir que «el Estado explotará también», e incluimos en 
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ese supuesto otra seric de servicios, como los radioekc- 
tricos de explotación de rtuirsos naturales, la invcstiga- 
ción espacial, los de radioastrorioniía, y dccinios cxprcsa- 
mente que, con respectu a estos servicios, el Estado PO- 
drri hacci. coiicesioi1c.s ii l a s  personas Iísic.as v juríclicas 
que lo soliciten, con las garantías v C I I  las conclic,ioiies qcic 
re~lamcritariamente se deterniincii. 

Por iiltiino, en U I I  tcrccr párralo, lo qiic hacenios es 
compartir esa responsabilidad c l c  establecer ciertos s c i ~  

vicios entre el Estado y las comiii1id:idc.s aiitónornas, di- 
ciendo que tanto éstas corno el Estado cxplolaiYm. coriíor- 
me al regimen previsto en el apartado I clc este artículo, 
en sus respectivos ámbitos compctcricialcs, otros servicios 
que sc citar1 tan1hii.n c'ti el proyeCl0. C'OlllO Sol1 10s de a v l l -  

da a la nicteorolopía, los de telccomuii icacion~~s tlc iiil0r- 
niacibri v :iuxilio en cari 'ctcra v 10s clc socorro v segur-  
dad dc 1;i vida en e l  mar. ~PCJI .  qi io?  Porque, en t re  otr;is 
I'a%<JliCS, la Cornuiiiclad Autónoma clcl  País Vasco, pcw 
cjeiiiplo, v es posible qiic O C L I I ' I ~ ~  tariibicn cri otras comii- 
nidades, tiene cornpcteiicias en materia de tixiisportcs cii 

lo i d x - e n  te a meteorología, por e,jciiiplo, y nosotros esti- 
mamos que, de algurin manera, eso ticiic que qiiedar cs- 
tablecido y reconocido tambiCn en el proyecto de ley,  pul'- 
que si no cstaríarnos nuevamente obviando ciertas coni- 
petencias que, de hecho, cstin ya :isuriiidas y tuiicio- 
nando. 

Cosa similar se puede tlecii., por ejemplo, c'ii cuanto a 
los postes de petición de ayuda en las autopistas en rela- 
ción con los servicios de auxilio en carretcra. La Coniu- 
nidad Autónoma del País Vasco tiene competencia en 
carreteras y en autopistas, y entonces los postes de peti- 
ción de ayuda en esas autopistas de alguna manera tie- 
nen que depender de quien tiene la competencia sobre el 
elemento principal, que en este caso es la autopista. Pa- 
rece que esto es razonable y nosotros lo que estahieccnios 
es que sea el Estado o sean las comunidades autónomas 
quienes exploten esos servicios, de acuerdo con el reparto 
competencia1 que corresponde a cada una de las Ad- 
ministraciones. 

En el párrafo cuarto de  nuestra propucssta, que se re- 
fiere al apartado 2 del artículo, en vez de decir ((10s ór- 
ganos del Estado a que se refiere el apartado anterior ten- 
drán a su cargo la inversión ... » decimos ((10s órganos rcs- 
ponsables de los servicios de telecomunicación a que se 
refieren los apartados anteriores., o sea que, cn lugar de 
aceptar la expresión cerrada de Órganos del Estado, deci- 
mos órganos responsables, precisamente para abrir la po- 
sibilidad de que, en su caso, las comunidades autónomas 
puedan también hacer este tipo de funciones en lo que se 
refiere a sus propias competencias. 

En e l  apartado 3 del artículo, en que se habla también 
de que la Administración podrá concertar con las entida- 
des concesionarias. nosotros proponemos la expresión 
((las Administraciones públicas podrán concertar...», y e l  
resto igual, para que no se haga una interpretación res- 
trictiva del término Administración, en el sentido de Ad- 
ministración estatal. 

Por último, en e l  apartado primero, al final, hay un 
párrafo, que nos parece muy discutible. Dice: «Aquellos 

El sciioi' RECODEH 1 MIHALLES: Nuestro Giupo Pui.- 
laiiicmtario ha pi.csent~iclo dos cniiiicridas al ;ii.ticuIc) 12 
clcl provecto dc ley. Soii enmisiidas altcriiiitivas. La p r -  
n i ~ ~ i - a  de ellas se rcíicrc. al primer pá r~a lU  del :ipiii~tacto 
uno, en c.1 cual el provecto de ley dctcrniiiia qiic los ser- 
vicios públicos de telccoriiuriicaci<Jn ~ L I C ,  cii todo c a w ,  el 
Estado se rcscrvii para su cxplotacióii, en rcgiirieii de gcs- 
tión clirccta, son todos l o s  que ;I coiitiriii;iciOii se i.c.l;icio- 
nari riiiiiuciosariicri te. 

Nosotros pretendemos, con nuestra enmienda, que lu 
referencia al Estado sea una referencia más amplia y que 
permha que por otras Administraciones públicas, es dc- 
cir, por las Administraciones públicas en gcrieial, puedan 
ser prestados estos servicios, o bien mediante cesión coor- 
dinada con instituciones que puedan cooperar eíicaznicn- 
te a la seguridad de la vida humana en los servicios e11 
los que existe esa posibilidad de colaboración. 

Entendemos que con e l  articulo 12 del proyccto de ley 
se pretende evitar que la explotación en exclusiva de dc- 
terminados servicios basada en la iniportancia que los 
mismos tienen para la seguridad de la vida tiuiriana jus- 
tifique la exhaustiva enumeración que se hace. Pero crec- 
mos tambi6n que esta lista ccrrada y esta liinitaci<ín a la 
gestión directa por parte del Estado puede producir que 
el fin perseguido se convierta precisaiiietitc en algo nc- 
gativo. 

La Adniinistiacion debe garantizar la prcstación del 
servicio, pero no puede limitar las iniciativas que pudica- 
ran resultar positivas. Podía aceptarse la prestación en ex- 
clusiva por la Administración del Estado de los scrvicios, 
por ejemplo, de ayuda a la navegación akrca, ;I la navca- 
gación marítima y a la navegación aerocspacial. Pero hav 
toda una serie de sci-vicios incluidos e n  el artículo 12 que 
no riccesariaiiiente deben y pueden sc'r prestados por la 
Administración del Estado, y mits aún cii el  último p '  arra- 
fo del apartado prinicro, donde se pcrmitc que por Real 
Decreto se pueda ampliar esta lista. Por c.jemplo, los sc"-- 
vicios de telecomunicaciones de información v auxilio en 
carretera y los de socorro y seguridad dc. la vida hurriaiia 
en el mar debciiari poder ser prestados por toclas Liquc- 
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El \ L ' i i í > r  ALVARE%-CASCOS PERNANDRZ: LA C I I  

iiiiciicla iiúnic-ro 95, qi ic  prcsciit;i e l  . (  ; r . ~ i p o  1':i i~I~iinciit~i- 
i i c )  clc Cc )a I i c, i úii I b p u  I a 1' , 11 I'C-I L-I I cI c c I i i i i i r ia i' u ri;i i . cd  LI i i - 

diiricia iririceesaria. 
Y a  I i a i i  q i i i c l ; i c l o  tlc~clrir:idos coiiio piihlicos. cii : i ~ - i i c ~ i -  

los  antcrioitbs, los  scmicius clc. tclc'conitiiii~;icioii. Poi. t;iri- 

10, nos parece iiincx-csario seguir rvitcraiiclo. coiiio o c m i w  
e n  el art iculo 12. C I I  cal pciiito primciu. ii;icl:i niás :il>riiw- 
cl ie.xi(~. (< 10s St-i.vicii)s Ptiblicos de Tc.lc~coiiiuiiicaci<iii C~LIC'. 

cii todo c.;iso. c'l Rstndu sc' ICSCTVH». poiqiic crccnios, siii- 
ccianicntc. qiic no por repe t i r  nias vc~ccs la prilahr:i ((p<i- 
I~licosn los servicios van 21 si*r inás piil,lic.os qi ic ' i ir i ics .  Nos 
parccc, pues, insisto, iririe.ccsaiio v qtic' puede si ipi i i i i i iw 

la palabra «públicos. en este apartado, sin que ello YU- 

ponga ninguna disminución del carácter que ya tienen 
atribuido. 

La enmienda niinicro 96, presentada al apartado 12.2, 
afecta tanibiCn al apartado 12.1. Lo que pretende es una 
precisión tcrminolOgica. A nuestro ,juicio, susti tuvendo la 
expresión ((órganos del Estado)), que aparece al final del 
apartado 1, antes de enumerar los servicios, y al comien- 
zo del apartado 2 ,  por (<servicios del Estado., quedaría 
mejor el texto. Y con ese carácter de perfeccionamiento 
técnico del texto es con el que hemos presentado la 
enmienda. 

Mayor trascendencia tiene, setior Presidente, el mante- 
nimiento del voto particular que, como consecuencia de 
la enmienda del Grupo Socialista introducida en el trá- 
mite de Ponencia, nos hemos reservadw. 

En este momento, en el texto, con relación al proyecto 
presentado por el Gobierno, aparece no ((10s Planes Na-  
ciones de Telecomunicación)), como se decía, sino «el Plan 
Nacional dc Telecomuiiicaciones». Y, a nuestro juicio, es 
necesario y conveniente volver al texto inicial e incorpo- 
rar el término en plural: «Planes Nacionales de Telcco- 
municación)). El fundamento de nuestra propuesta es quc 
considcramos de vital importancia, para deslindar clara- 
mente los problemas compctciiciales que pudiera en- 
cerrar no va la lcv, sino el desarrollo del Plan de Tclcco- 
rnunicaciones. si lucra un plan único, que se descienda al 
detalle de chibOrar Planes Nacionales de Telecomunica- 
ción, según se trate de las telccomiiiiicaciones propiamcn- 
te dichas, de la radiotlifusi<jn, o dc la televisiOn. Noscitros 
consideramos convcriiente que haya u n  Plan Nacional dc* 
Radiodifusión, que hava un Plan Nacional de Televisión, 

El scñor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista tiene la palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El scnor SAENZ LORENZO: El criterio de nuestro Gru- 
po va a ser favorable a la enmienda número 95, del Gru- 
po Parlamentario Popular. Efectivamente, la palabra ~ p ú -  
blicos» puede entenderse superflua en el texto y no tene- 
rnos, por tanto, inconvcnicntc alguno en suprimirla. 

La enmienda número 96, aunque no la vamos a acep- 
tar formalniente, vamos a proponer una enmienda trans- 
saccional a la 18, del Grupo Vasco, que también yo creo 
que soluciona el problema que  plantea la citada enmien- 
da  número 96, del Grupo Popular. La transacción que va- 
mos a plantear a la enmienda del Grupo Vasco es la si- 
guiente. El artículo quedaría redactado del siguiente 
modo: (1 1 .  Los Servicios Públicos de Telecomunicación 
que, cn todo caso, el Estado se reserva para su explota- 
ción, en rcgimcn de gestión directa. por si misma o por 
sus  Entes Publicos, a trav6s de  los órganos compctentcs, 
según S I I  IegislaciOn cspcciíica, son los siguicntcc: Scrvi- 
cios Radiocli.ctricos de hvudn :I I:i Meteorología, Servi.. 
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cios RadioclCcti.icos de Ayiidii ;I 111 Navcgacioii Ai.i.ca, Sci. 
vicios Radii)cl~'cii.icos dc. Ai i ida  a I;i Navcgacioti Mai.it i 
nia, St.rvicios Radioeli.ctricos de Ayuda ;i la Navcgaciói 
Aci.ocspacial)>. Es decir, bastante concurrciitc con el nú. 
nicro i quc piuporic el Grupo Vasco cii su ciiniiciida 

El núniero 2 diría: «El Estado, en cI jtnbito de sil: 

competencias» -sin entrar en el tema de l a s  coii ipctcvi- 

cias de las Comunidades Autónonias- ((cxplotarii tani- 
bien los siguientes servicios de tclccoriiuiiicnciones: ser-  
vicios Radiocli.ctricos de Exploración de Rectirsos NatLi. 
i-alc.s, Servicios Rndioclcciricos de Investigación Espacial, 
Servicius iiadioclCciricos de Rdioastronomía,  Servicios 
de Socoriu y Scgtii.iclad dc 111 Vida IIuniana en e l  Mar, 
Servicios dc 'Tclccotiiuriicaciot~es ric 1nfoi.riiaciúii y Auxi- 
lio C I I  C ' ; i i n * t c u ,  ~ i c ~ t i c l l o ~  otros clc c:ii-actcrístic:is siniila- 
I 'Cb ¿i 10s cli~lilcl~¿iC~oS 3' C~LIL '  pul' ; i f ~ ' C t a i  ;I 1;l sc'plii'idad dc 
la vida humana, a la seguridad del Estado o a excepcio- 
nales razones de intcrks público, se establezcan por Real 
Decreto)). Y añadimos: «Respecto de estos siwicios, el Es- 
tado podrá hacer coiiccsioncss cii las condiciones que rc- 
glamcntariamcntc se dctcwniiicii D. El Estado se rcscrv:i 
la posibilidad de la gestión directa de estos servicios, pero 
t a m b i h  podría cjerccrlos indirectamente y ,  xleiiijs,  ti 
el ámbito de SLIS competencias, cs dccir, que cabe que  
haya otras competencias y otros scrvicios que se plantcteii 
al niargcn dc los que aquí se ctiiinicr:iii, que sí tienc el Es- 
tado oblignciOii de asumirlos cn la partc qiic Ic cot.rc?i- 
ponda. 

El punto 3 seria similar al  punto 2 actiial, aunque sts 

iniciaría de una lornia distinta: «Los titulatcs del Servi- 
cio a que se refieren los apartados anteriores, tcndi-aii ;I 

su cargo la inversión, explotación y conscrv;icion clc l a s  

El nuevo punto 4, que corrcsponclcria al 3 antcrioi., se 
iniciaría tarnbii.ri: «Los titulares del Servicio podr' ar i  con- 
certar con las cntidadcs ... » todo igual hasta el l i i i a l .  

Es una enmienda ttxnwcciottal que yo  piciiso que  est i  
en concordancia con la propucstLi del Grupo Vasco y ,  C I I  

cierta medida tambien, con la dc Mirioi,ía Catalana y con 
la del Grupo Popular, y la hnccinos llcgai- a la  Mesa cri 
este momento. 

)> todo exactamente igual. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. scnor Saciiz Loi.cnzo. 
¿No hay copias de la enmienda? 

El señor SAENZ LORENZO: N o ,  senor Presidente.. YO 
puedo explicitar un poco más. 

A lo único que nos vamos a oponer es al voto particu- 
lar del Grupo Popular, en el sentido de que nosotros pcri- 
samos que el Plan Nacional de Telecomunicaciones dcbc 
ser único. Yo creo que es el espíritu de la Ley en su rc- 
dacción inicial y ,  por tanto, no modificamos el espíritu de 
la Ley, s ino una redacción qiic nosotros pensamos que es 

esencial. No es  que en cada momento pueda haber planes 
distintos, sino que habrá un Plan que sc' irá modificando 
con el tiempo y quc tcndrá distintas alternativas en el 
tiempo. El Plan debe ser único, puesto que afronta el fu- 
turo de las telecomunicaciones a escala dc todo el país. 

Estanios, por tanto, cn dcsac~ic.t.do con  los plnntcaiiiicii- 
tos q u e  3 cstc' i'cspcclo hace e l  Gi-upo P(Jpiiliil'. 

111 señor PRESIDENTE: El señor lichc~bcrría ticric ia 
pal ¿I 1) 1 ¿ 1 .  

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Nos parccc 
uii eslucrzo de cierta importancia el que parece niaiiilcs- 
tar e n  esta enmienda transaccional cl Gr~ ipo  Socialist:i. 

L'nicanicntc hay una cuestióii, q ~ i c  no si. si es trasccri- 
dental para d, pero el dejar los Servicios tlc Ayudii ;I la 
Meteorologia entre los que el Estado v a  a explotar cii ti- 
gimen de gestión directa, si no nic equivoco, es uii tenia 
que nosotros no podríamos aceptar, porque la Coinl i i i i -  
dad Autónoma del País Vasco, por cjcniplo, ticric tanibien 
c i c i t i s  coiiipctciicias en Me!corologiii. Si l'uci.a posible el 
pasar ese servicio al segundo bloque, de maiiera que no 
prejuzgásemos e l  que la Comunidad Autónoma pudiera o 
no establecer sus servicios, sin perjuicio del servicio que 
tainhii.ii pucdc establecer el Estado, estaríanios en condi- 
tioiics de podci. aceptar la transacción en su totalidad. Lo 
tluc no podernos h x c r  es u n ~ i  renuncia cxprcsa a una coni- 
pctcncia que existe en t'sic caso. 

En cuanto al rcsío, nos sigue pareciendo poco conve- 
iiicntc el t cmi  de la posible ampliación de las cuestiones 
.I traves de un Real Decreto. Creemos que es una desle- 
ra l imcioi i  iiinciesnriri. Porque aquí cstariios hablarido de 
:uc>stioiics muy lundanicntalcs, en consecucncig, es de su- 
w n c r  que la ampliación de este tipo de servicios no va a 
icr algo improvisado o algo de una urgencia tal que no 
xxmiita la tramitación a travEs de un proyecto de ley. Eso 
10 nc)s parece conveniente. De todas Eormas, no es una 
xicstíon básica para nosotros y si cupiera la posibilidad 
le sacar del primer bloque el tema de la meteorología, de 
nanera que pudiese haber unas competencias concurren- 
es clc ambas Administraciones, sin perjuicio de que in- 
:luso pudieran existir dos redes, porque las necesidades 
m d c n  ser muv distintas de cara a una visión genérica 
Icl Estado o, por cjcmplo, a un microclima, en ese caso, 
:omo digo, nosotros aceptaríamos la transacción. 

El señor PRESIDENTE: El señor Rccoder tiene la 
)alabra. 

El señor RECODER I MIRALLES: Valorando el acer- 
,amicnto de posiciones quc supone la enmienda transac- 
ional del Grupo Socialista, todavía persiste por nuestra 
)arte una importante discrepancia, que cs la referencia a 
a posible cesión coordinada a otras instituciones que pue- 
lan cooperar en la prestación de estos servicios. No en- 
endemos por qué en el proyecto de ley se limita la par- 
icipación de estas instituciones que en este momento ya 
ienen prestando estos servicios en la continuidad de la 
irestación, en colaboración con las Administraciones pú- 
ilicas, de estos servicios. 

El señor PRESIDENTE: El señor Alvarez-Cascos tiene 
3 palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Agradcz- 
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co al Gr~ ipo  Socialista la tc*rccra nccptxioii  clc u n a  cii- 

iniciida del Grupo de Coiilicick Populai-  !. iiiuclio i i i c  ~ igra -  
daría que cii un niomento pi.óxinio nos soi prcridici.aii p;i- 
sando de las aprobacioncs superfluas, cuino el señor p ~ i ' -  
~ a v o z  del Grupo Socialista tia CalIl'iCadCJ cl cai-áctci- tlc Ir+ 
modificación que sugierc el Grupo Popular, a lo esciicial, 
sin que eso signifique rtriuiicia dcl cai.Lictct cscricial c l c  
las telecomunicaciones que y a  hciiius i i p i  ol,nclu c-ri c.1 pil i i -  
to 2.  Todavía abrigo la cspcraiiz;i dc q i : ~  C I I  lo cs:*iiciiil, 

y 111.1 en lo superfluo, lleguemos í i  coiiscgiiir- la a p i - o l ~ x  i<iii 

de alguna enmienda. 
Por supuesto, lanicrito que no se accptc c.1 v o t o  prii ' t ici i- 

C;I la conveniencia de que existan Planes Nacioriulc~s dc, 
Telecomunicación, porque el luturo dii-5, cwaiido sstc 
plan o planes se pongan en marcha, si la iiiiciativa era 
operativa desde el punto de vista de agilizar la aproba- 
ción definitiva de estos planes, cosa que yo veo mucho 
más difícil en el tiempo, por tratarse de un plan único que 
va a ser sujeto de múltiples controversias. 

l i l i .  que picteiidc q U C  Cl texto del pl'oVcCtCJ dC' I'W(JII(JZ- 

El señor PRESIDENTE: El señor Sáenz Lorenzo tiene 
la palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Vamos a mantener la en- 
mienda transaccional cn los términos en que está plan- 
teada. El tenia de la meteorología creo que está bastante 
relacionado con el tema de satélites. Lo que le puedo de- 
cir al portavoz del Grupo PNV es que en este trámite no 
estamos en condiciones de hacer modificaciones respecto 
a este texto; no sé si en posteriores trámites nos podre- 
mos plantear tal eventualidad. Mantenemos, por tanto, el 
texto tal como está. 

Quisiera señalarle que la posibilidad de ampliar el lis- 
tado por Real Decreto se mantiene, efectivamente, en el 
nuevo texto, pero bajando de nivel, puesto que el aparta- 
do  2 ya no es lo que era antes el apartado 1 ,  ya no es para 
servicios que se van a prestar en régimen directo por el 
Estado, sino servicios que se plantean en el ámbito de las 
competencias, que se explotarán en su gestión directa o 
indirecta. Por tanto, yo creo que el carácter negativo que 
podría tener esa remisión al Real Decreto en el texto de 
la ley, queda notablemente dulcificado, puesto que el árn- 
bito en el que se plantea la posibilidad de ampliar por De- 
creto no es, en mi opinión por lo menos, tal como h: quc- 
dado con la enmienda transaccional, excesivamente con- 
flictivo. 

Sin más, mantenemos el texto de la enmienda en los 
términos planteados. (El senor Echeberría pide la pa- 
labra.) 

El señor PRESIDENTE: ¿El señor Echeberría pide la 
palabra para tratar de aproximar posiciones? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Sí, señor 
Presidente. A la vista de las explicaciones del señor Sáenz 
Lorenzo nosotros podemos retirar la enmienda a efectos 
de la transacción. Lo que también advierto es que es po- 
sible que en el trámite del Senado se vuelva a mantener, 

El sctior PRESIDENTE: La ciiiiiiciida iiuiiicro 96 q u e  
ti;i sido alcidicla como posihlc bciicl'iciaiia clc la cniii icn- 
d a  ti.aiisaccional, sctior Alvarez-C:iscos, t s c  iiiüi~ticiic:? 

El seiior ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Queda rc- 
tirada y mi Grupo acepta expresamente la tramitación de 
la enmienda transaccional, como manda el Reglamento. 

El señor PRESIDENTE: Señor Recoder, S.  S.  no hace 
ninguna manifestación sobre la enmienda transaccional, 
jrnantienc sus enmiendas? 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Las enmiendas de 
Minoría Catalana se mantienen. 

El señor PRESIDENTE: Votamos, en primer lugar, la 
enmienda número 95, del Grupo dc Coalición Popular, 
cuya accptación ha sido anunciada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 23; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la cnmicnda 

A continuación, votamos las enmiendas 199 y 200, de 
número 95, de Coalición Popular. 

Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 18; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas dichas 
enmiendas. 

Han sido retiradas las enmiendas números 18, del Cru- 
po Parlamentario Vasco, y 96, de Coalición Popular, cn 
aras de la tramitación de la enmienda transaccional ofre- 
cida por el Grupo Socialista, en la cual, señor Sáenz Lo- 
renzo, me permito hacer una última modificación. El pun- 
to 3 nuevo de la enmienda transaccional, que correspon- 
de al 2 anterior, S.  S. dice en el texto: ((resto igual que en 
el proyecto)). Hay que dccir: (<Resto igual que en el infor- 
me de la Ponencia)). Porque allí es donde está la enmien- 
da socialista que fue aceptada en ponencia. 

Como esta enmienda transaccional seria de redacción 
completa del artículo, vamos a someter antes a votación 
el voto particular del Grupo Parlamentario Popular, que 
sí se mantiene y que pretende conservar el texto original 
del proyecto de ley. 
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Efectuada la votacicin, dio el siguiente resultado: Vo- 

tos a favor, dos; en contra, 18; abstenciones, cinco. 

F,l señoi. PRESIDENTE: Ouccia rccliazudo cl vo to  pat.- 
t icu I ar.  

Fi ri :i 1 nic n t e votan ios I a ct ri ni i cri da t ra n sa cc'ioti a I o 1 ' r L . c .  i - 
da en este trámite por el  Grupo Paihncntario Soci:ilist;i, 
cuya aprobación supoiic la Liprobacióri t l t .1  i i i . t i c i i l o  12 c k  
la presente ky. (El señor Alvarer-Cascos Fernández pide 
la palabra.) 

Ticric la palabra c-1 wñor A l ~ i i r c ~ - C n ~ c ( ~ . ; .  

El scnor PRESIDENTE: Ahorii C'S el 3. Mc. pai.icc. i i i L i Y  

Dc la e n  rn ic t i  d a  t ransiIcc iona I ptt~pi ics  t;i por e l  G ~ L I  po 
Parlaniciitaiio Socidista al ar t ículo 12 ,  vot:iiiios lus puii- 
tos 1 ,  2 v 4, c i i  prinicr lugar. 

lógico y se ~itcntlcr;i. 

Efectuada la votacih,  dio el sigiiieiite resultado: Vo- 
tos a favor, 23; absienciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado cl arlícu- 
lo 12, apartados 1 ,  2 y 4, de acuedo con el texto de la cn- 
mienda transaccional ofrecida por el Grupo Socialista. 

Finalmente votamos el apartado 3 del artículo 12, que 
corresponde a la enmienda transaccional ofrecida por el 
Grupo Parlamentario Socialista en este trámite. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 17: en contra, dos: abstenciones, cinco. 

El senor PRESIDENTE: Queda aprobado el aparta- 
do 3 del articulo 12, con la redacción de la enmienda del 
Grupo Socialista. 

Transmitimos a los servicios de la Cámara el texto de 
dicha enmienda transaccional. 

A continuación pasamos a dcbatir las enmiendas 
correspondientes al artículo 13 del provecto de ley. 

A este artículo existen numerosas enmiendas, entre 
ellas las 152, 153 y 154, del Grupo Parlamentario Socia- 
lista, que han sido incorporadas en el trárnitc de Ponen- 
cia. E1 resto de las enmiendas no han sido incluidas en di- 
cho trámite. En este caso tambikn existe un voto particu- 
lar del Grupo Parlamentario de Coalición Popular. 

Iniciamos el debate con las enmiendas de la Agrupa- 
ción del Partido Demócrata Popular (PDP), que son las nú- 
meros 2, 3 y 4. Para su defensa tienc la palabra cl señor 
GonLáleL-Estéfani. 

Artfcul013 

El señor GONZALEZ-ECTEFANI AGUILERA: En cl 
párrafo I del articulo 13 c.sisic una frasc que nos parcce 
redundante. Si se cstablccc en la primera partc quc son 
Servicios Finales dc- Tclcconiiinicaci6n :iqucllos que pro- 

porcionan la capacidad completa para la comunicacióii 
ciitrc usuarios, es irincccsario introducir la fracc que v a  a 
continuacitiri de .incliiid:is las luncioiics del equipo ter- 
minal, y q u e  gcncralmcntc rcquici-cri elementos de coii- 
miitacióni>. 1)ad:i la sofisticaciún que tiuy cstáii tciiicndo 
estas terminales, nos parccc que queda sulicicritciiicntc 
garantizado con lo d i c h o  en la primera pnrtc. 

Eii cuanto  a la ciiniicndii 3, rclativa al scgiiiido phi'l.af(J 

clc cstc niismu piinto 1 ,  estimarnos qiic se dcbc supt-iniir- 
la cspresicíii «critrc. otros». Lo único que hice c i i  ~ i i i  pro- 
vecto de Ley qiie iixia de ser bastante exhaus t ivo ,  es i i i -  

trodiicir iiiiicccsarios elcincntos qiic pueden potenciat. la 
ccionalidad clc la Adrniiiistiacibri, corno es esta frasc 

d~ ~ . c n t r c  o t r o h » .  Nos piii.ccc q u c  la itd;iccióii ~ ~ . u h : i ~ t ~ t i v : i  
~ ' 5  suficicriic y ,  rii todo caso, podría ser' c.n el fut~ir« cwni- 
plctada con c1isposicioiic.s :idiciunalcs quc tuvicrai i  el su-  
fiL.ic~iite i'~iiipu. 

' ~ ~ l i l l h ¡ ¿ . i i  CI'CCIIIIJS q U C  SC L lL !h ' l - íL l  rctii'LiI' ClC C S t c  }'iiii'ü- 

10 sc-gurido del punto 1 cicl artículo 13, el viclcwtis pLtbli- 
c ' o ,  porque cstiinanios qiic e l  viclcotcx pasa poi.scr uno de 
los Sci-vicios dc Valor A i d i d o  y ,  por tanto, ticric su Ira- 
tninicwto dentro de c'sc contexto, va quc se trata de un ser- 
v ic io  que debe i-egirw por la Icv de la conipctcncia coii la 
i i i i c' i a t i va pri vacl a .  

fkt cuanto la última cninicrida quc plantea iiucstro Gru- 
po ii este articulo, la núrncro 4, estiniaiiios qiie se dcbc- 
ria retirar del apartado 4 todo cl párrafo que va desde: 
t< Excepcionalmente podrá mantenerse algún tipo de ter- 
minales dentro del régimen de monopolio...». Tambikn 
creemos que las garantías respecto a los terminales que- 
dan aseguradas con las homologaciones de los equipos 
por parte de la Administración. ¿Qué hacemos aquí? Una 
vez más volvemos, mediante cautelas que están continua- 
mente presentes a lo largo de este proyecto de ley, a abrir 
la posibilidad de la discrecionalidad de la Administración 
al introducir una frase que, aunque se. plantee como ex- 
cepción, siempre se presta a cualquier tipo de actitud más 
o menos arbitraria. 

Con esto terminamos la justificación de las enmiendas 
al artículo 13. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Vasco, para la defensa de las enmiendas 19, 20, 21 y 22, 
tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Este articu- 
lo 13 se refiere a los Servicios Finales de Telecomunica- 
ción, y en s u  primer apartado hace una definición de los 
mismos. En nuestra primera enmienda planteamos que 
se suprima la expresión centre otros», a la que se acaba 
de hacer alusión, y que se supriman también tres pala- 
bras (entre las cuales hay un pcqueao error)) cuando dice 
((Vidcoiex; Público; Videotclefónicou. 

i Por qué proponemos estas suprcsiones? Pensamos quc 
la expresión ((entre otrosu adolece de imprecisión, simple- 
mente deja la puerta abierta, pero no dice más. En cuan- 
to al vidcotcx público y al vidcotclefónico. nos parece que. 
puesto que son servicios que cn principio tienen una cua- 
lificación de extcnsión gcncral dcl servicio, que debc Ile- 
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gnr a todas p x i c s ,  cii cstc riioiiiciito es c.xccsivo que i c  i i i -  

cluyaii critrc esos sci.vil~ios ciiar1<to Iiav otras cuestictncs 

< ~ ~ l c l - ~ l .  Pcri5aiiios que L’S iiias pi~LIdcIl1c’ clili1iii;lrlos en L’htL> 

I l I U C i l O  11ILi> L‘ lc’ i l iL’ i l tal<’ i  C l L l C  t ( J d L I L  Iil C ’ 5 t ¿ i l l  S i l 1  C 1 I i ) l  1 1  ;L 

iiucstro iiiodo dc- ver, coiiio pucdc ser c-1 tcli.loiio i u r a l ,  ct- 

l l l ~ i l i ~ i l ~ ( J  c i i .  ateiidieiiclo ;i Lis úcfiiiicioiics de scrviiios 
de caractci’ universal que han clc ir haciciido los orgúnis- 
iiios iiitcrnacionalcs. dclinicioiics ;i las cuales se hace rc- 
1’crcnci:i en el icrccr p a r d o  dc este mismo apartado l y 
que se asuincn pricticaiiicntc coii autoniatisnio por par- 
te de Estado. 

En consecuencia, como digo, nos parecc. más prudcritc 
climiriar estas expresiones, cn uri caso por iiidcliriicih y 
cii otro por constituir quizá un coiiipromiso excesivo. Siii 

embargo, nos parece iiitcrcsaiitc ~ ’ s a  asuiic.ióii que hace la 
propia ley de iiqucilos scrvic,ios quc scaii definidos corno 
de este carácter por organismos internacionales y cspc- 
cialmcnte por la Cornunitlad EcoiiOrnica Europea. 

En cuanto a la enmienda 20, que se plantea el aparta- 
do 2,  en dicho apartado se dice que «Los Scrvicioh Fina- 
les de Telecomunicación se prestan en i.i.ginicn de inono- 
polio al público cii general ... )). Nosotros pietciidciiios con 
esta cnriiienda que, al final de este apartado, se aiiada la 
frasc: «El ámbito de cobertura del iiioriopolio podrá cir- 
cunscribirse a miias limitadas del territorio cspanol )) . 
~ Q u t i  queremos decir con esto? Pensamos básicaiiicmte 
que el monopolio tiene una justificación económica y de 
que el servicio llegue a todas partes. Es entonces cuando 
se justifica quizá un régimcii inoiiopolistico. Sin cnibar- 
go, tenemos ejemplos cwcanos, corno pueden ser las coni- 
pañías eléctricas, que de hecho pueden tener un régiincn 
scmimonopolístico, que nos dicen, de alguna manera, 11 
travks del servicio que prestan, que csc monopolio iio tic- 
nc por quc coger todo el territorio de la Península, s ino 
que puede haber monopolios de hecho, pero que se cir- 
cunscriben a zonas del’territorio. Esto puede tener su jus- 
tificación económica, porque si pensamos, por ejemplo, 
en el servicio de radioteléfono móvil, es decir, el que se 
establece en los automóviles, etcétera, creo que cabe pcr- 
fectamentc en la cabeza dc cualquiera que se pudiera dar 
una concesión monopolística de este servicio de la Lona 
dc Cataluna o de Madrid, a estas Coinunidadcs Autóiio- 
mas, por ejemplo, o a otras, sin que esa concesión iinpli- 
que necesariamente que quicn tiene la concesión tenga 
que atender a todo el territorio del Estado en las mismas 
condiciones. Sin embargo, sería perfectamente asuniible 
por nuestra parte que, tanto por la zona geográfica coino 
por la especialidad del servicio. sc estableciesen nioriopo- 
lios parciales que pudieran convivir entre ellos. No pen- 
samos que el concepto de monopolio tenga que coger nc- 
cesariamente, como digo, a todo el territorio, sino que 
puede circunscribirse. 

Pensamos además que la unidad de mercado puede sal- 
varse perfectamente con esta concepción, porque en este 
caso la unidad de  mercado, i,nterpretada en sus terminos 
esenciales, sería que existiese una compatibilidad en los 
servicios. Y esas concesiones monopolísticas lo que sí po- 
dían hacer es exigir la ((conectabilidad)) o la compatibiii- 
dad de los servicios que se conceden a cada una de las %o- 
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iias, dc iiiaiicra qiic pudicscn estar intcrconcctadas desde 
1111 p i i i i t o  de vista tcciiico. Además, lógicamente, estos scr- 

SCI’;I u n a  csigcncia prácticamente tticnica. 
I h  cuaiito al apartudo 3, en el que se habla de que c.1 

Kcglaiiieiito TCcnico dc4m-á dclinir los puntos dc co- 
iicxióii a los cuales sc’ conectan los equipos terminales, 
pi-opoiiciiios cii nuestra criniicnda algo que nos parece de 
cierta origirialidad, aunque quizd no se comprenda muy 
bien cii este iiicmiciito aquí. Sería que lc)s puntos de co- 
iicsióri ;I Iii i-cd y los puntos de tcimiiriación de la inisina 
se sitiicii cii l a  pei-if‘cria clc la propiedad del usuario, de 
tal l o m a  que el Organo o entidad prestador dcl scrvicio 
pucda inspeccionarlos sin iieccsidad de acceder a la pro- 
picdacl piivadii del usuario. ¿Por qub? Porque pensamos 
qiic el piiiito clc coric~xibri d c h  tcrrriinar a la entrada clc 
la vivicrida del iisuaik), por ponc’r un ejemplo gráfico. El 
puiilo de tirminaci<ín sabemos que es el piinto úe tcriiii- 
nación del servicio portador del transporte y el punto de 
coiicsih sería el de los aparatos que uno ticiic cn  su do- 
micilio, poi. c.jcniplo. Nos parece que no hay por que ex- 

tciidcr. de alguna manera, la inspcccibri, el mantcnirnicii- 
to, ctcetcra, dc, aparatos que pueden ser propiedad priva- 
cla dc una persona al acceso que puedc- tcner quicn está 
ocu paclt I prcc i s ~ i  nic ii t c dc- csc iiia i i  t e t i  i r n  i cn t o, clc csii i iis- 

pccción, ctcctera. Es coino si cl contador estuviese en la 
parte  extcrria de la vivienda y no dentro de la misnia o 
de la propiedad privada del usuario. 

Nos  parece que el artículo 18.4 de l a  Constitución, que 
dice qui’ « I . a  ley liniítari el uso dc la iníoimática para ga- 
rantizai.cl honor y la intimidad personal y Iimiliar de los 
ciudadaiios y el pleno ejercicio dc sus derechos)), hay que 
poiicrlo en priictica poco a poco, a medida que las cir- 
cunstancias vayan surgiendo y sc vayan haciendo este 
tipo de cosas. Eii otros países sc está haciendo; e n  Gran 
Brctnna y Estados Unidos, por lo rncnos, hay cxperien- 
cias de cstc- tipo. Nos parece que es algo positivo y que no 
va  en contra en absoluto del concepto de servicio público 
ni de la calitlad del servicio ni dc nada. Simplcmcnte de 
lo quc se trata es dc que cada uno, dcntro de su casa, pue- 
da tener lo que quiera sin que nadie vigilc que es lo que 
tiene.  

Por últinio, en cuanto a la enmienda 22,  que hace rc- 
Irrcncia al apartado 4 en su segundo párrafo, pensamos 
que plantea una redacción niás lógica sin modificar su es- 
píritu. El apartado dice que (( Excepcionalmente podrá 
mantcnersc algún tipo de  terminales dentro del régimen 
de monopolio si ello permíte asegurar mejor la calidad 
del servicio, la seguridad de  la red o la integridad de la 
misma)). Estamos hablando de liberalizar este tipo de ins- 
trumentos, y aquí lo que se dice es que excepcionalmente 
se podrá mantener algún tipo de terminales si ello per- 
mite asegurar mejor la calidad, etcétera. Nosotros, en vez 
de esa expresión de  «si ello permite asegurar mejor la ca- 
lidad., propondríamos que se dijera «en tanto ello sea im- 
prescindible para asegurar la mejor calidad)). 

¿Por que? Porque estamos en lo mismo que hemos ci- 
tado en un artículo anterior, asegurar sólo tiene un signi- 
ficado; es decir, se asegura o no. Si queremos asegurar, 
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no se puede decir asegurar mejor, porque eso es una es- 
pecie de contradicción en los términos. Nos parece que o 
se quiere decir que tiene que ser algo imprescindible, en 

debe primar de alguna ma.ncra la liberalización. Si es im- 
prescindible, estamos de acuerdo en que se mantenga, 
pero no si no lo es. Aquí lo que se deja es una puerta abier- 
ta nuevamente a una interpretación que no está clara, 
porque permitir «asegurar mejor» es algo absolutamente 
indefinido que puede tener cualquier tipo de iiiterpre- 
tación. 

Nosotros quisiéramos que aquí verdaderamente se es- 
tableciera una excepcionalidad clara, que es lo que ade- 
más creo que pretende el párrafo; una excepcionalidad 
que tiene sentido porque la intención es la de liberalizar 
y la excepción tiene que estar muy justificada. Y la justi- 
ficación debe ser que ese aparato o ese terminal sea im- 
prescindible para asegurar la calidad. ((Ascgutar niejoi-)) 
es una expresión totalmente abierta y que no concreta 
nada. 

das 55 y 56, del CDS,  t iene la palabra el señor Mar- 
tínez-Campillo. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las eriniicri- 
das 201 y 202, tienc la palabra el señor Recoder, por Mi- 
noría Catalana. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Nuestras enmiendas 
al artículo 13 tienen por ob,ieto eliminar la anibigüetiad 
o discrecionalidad que ese artículo introduce en alguno5 
aspectos. Así, el artículo 13 en sus párrafos 1 y 4 realiza 
una original interpretación del artículo 128.2 dc la Corib- 
titución, que establece que ((Mediante Ley se podrá reser- 
var al sector público recursos o servicios esenciales)), y así 
determina el régimen de  monopolio para los Servicios Fi- 
nales de Telecomunicación. Pero, por un lado, introduce 
el término «entre otros)), sustituido por «inicialmente» 
como consecuencia de una enmienda socialista, al definir 
qué servicios son considerados como servicios finales de 
telecomunicación, o bien en el párrafo 4 establece que 
.excepcionalmente podrá mantenerse algún tipo de ter- 
minales dentro del régimen de monopolio si ello permite 
asegurar mejor la calidad del servicio, la seguridad de la 
red o la integridad de la misma)). 

Nosotros pretendemos con estas enmiendas eliminar la 
ambigüedad que se establece al posibilitar la ampliación 
del monopolio a casos no contemplados en la ley, por dis- 
posiciones -suponemos- de rango inferior. Esta ambi- 
güedad que establece el proyecto creemos que inhibirá la 
inversión en  Servicios de Valor Añadido y en aquellos ter- 
minales en los que la ley establece el principio general de 
libre competencia. 

También entendemos que la inclusión de nuevos servi- 
cios finales no contemplados en el proyecto de ley, o de 
determinados terminales que, de acuerdo con el principio 
general de la ley, no entran dentro del régimen de mono- 
polio, debería ser objeto, caso de justificarse, de una dis- 
posición con rango de ley. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 

hacer hincapie en la enmienda número 55 porque es  una 
enmienda cn la quc hemos coincidido todos los Grupos. 
Se trata de suprimir terminos que puedan ayudar a que 
mantengamos conceptos jurídicos indeterminados en u n a  
ley que ya de por sí va a ser de difícil interpretación y ade- 
más hay una enmienda del Grupo Socialista que tanibien 
lo contempla. Por tanto, yo creo que va a ser unánime- 
mente rechazado este desafortunado texto de «entre 
otros >>. 

Con la enmienda número 56 pretende mi Grupo deli- 
mitar cuándo entra en vigor esa excepción a que se rcfic- 
re el segundo párrafo del apartado 4, para mantener al- 
gún tipo de terminales en régimen de monopolio. Sena- 
lamos que eso sólo sea cuando hay razones de intercs r i a -  

cional o la calidad del servicio que ya se encuentra con- 
templado. iPor qué razones de interfs nacional? Pues yo 
creo que por la misma razón por la que se han establcci- 
do  los niunopolios e11 el acrvicio de tclccoiiiLriiicacit,ncs; 
cs decir., por tazones de pura estrategia econiimica riacio- 
iial. Si, a nuestro juicio, ha interesado que por razones de 
política econiiriiica se haga e n  tkginicii de nioriopolio l a  
mayoría de los servicios de telecomunicaciones, pues por 
razones de interEs nacional tarnbikn puede mantcricisc 
istc monopolio cxccpcioiialrncntc cuarido se den las c.ii 

:unstaricias 1xii.a cllo. 
En t.1 tontlo yo creo que lo qiic c s t á  ocurriciido ;i pai.tii. 

de ahora y CII bastantes artículos cs quc vamos a trans- 
x r r i r  por una senda que es consecuencia técnica de una 
discusión que ya hemos tenido. Y es que esto solamente 
ya está dicho en la dialéctica sobre monopolio o libre con- 
:urrtmcia y se ha optado por monopolio. Y se ha optado 
por razones de política económica, y ya hemos dicho esta 
mañana que nos parecía muy bien. Lo que ocurre, quizá 
lo más grave, lo más llamativo, lo más importante para 
nosotros no está dicho en este artículo, sino que es lo que 
aparece en la enmienda 154 del Grupo Socialista, y es 
iuando remite al procedimiento de la concesión de los 
monopolios. Entonces allí se remite al artículo 29, que se 
les había olvidado. Al l í  es donde no hav ningún control 
Dorque concede los monopolios el Gobierno a propuesta 
iel Ministerio, etcétera; pero no hay ningún control, ni si- 
Juiera el parlamentario. Con lo cual nosotros, que sonios 
los mismos que estamos haciendo las leyes, no vamos a 
tener ningún control sobre cómo se van a conceder los mo- 
nopolios, a quién se va a conceder. Porque a mí la pala- 
Jra monopolio no me dice nada solamente en sí misma, 
sino que luego hay, como he dicho esta mañana, una ges- 
.ión directa o una gestión indirecta del monopolio. En ese 
:aso sí que me interesaría como Grupo Parlamentario co- 
iocer a quién se da,  por qué se da  y c h o  se da. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Al- 
{arez-Cascos, por el Grupo Parlamentario de Coalición 
'opular, para la defensa de las enmiendas 97, 98,99 ,  100 

101, y del voto particular que, señor Alvarez-Cascos, 
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afecta a las tres enmiendas socialistas, no a una sola. Se- 
gún el informe de la Ponencia el voto particular se refiere 
a las tres. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Scñoi- 
Prcsidcnte, los votos particulares, t a l  como se desarrolló 
la Ponencia, afectan a todas las enmiendas que presenta 
el Grupo Socialista. Yo en niis intervenciones preciso en 
aquéllas en las que yo mantengo el voto particular para 
su defensa en Comisión y en aquéllas en las que renuncio 
de antemano. Lo que pretendía decirle al señor Prcsiden- 
te era que los votos particulares correspondientes a las en- 
miendas 152 y 153 pueden darse por decaídos en este 
momcn to. 

El señor PRESIDENTE: Su Señoría antes había dicho 
que se refería sólo a la enmienda 154. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Porque 
daba por decaídos los otros dos, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: En realidad se debe hablar de 
un único voto particular, aunque cn este caso sea referi- 
do sólo a la introducción de la enmienda 154. 

Para la defensa de sus enmicndas y el voto particular 
tiene la palabra su serioría. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Comienzo 
retirando las enmiendas números 97 y 98, por cuanto que 
el Grupo dc Coalición Popiilar acepta implícitamente la 
sustitución del tSrmino «entre otros» por el de ((inicial- 
mente» por dar satisfacción a las preocupaciones que nos 
movían al  enmendarlo, y asimismo la enmienda relativa 
al videotex público, por cuanto también se le ha dado una 
salida, a nuestro juicio satisfactoria, en el trámite de Po- 
nencia a través de las enmiendas del Grupo Socialista, a 
esta preocupación que movía la enmienda número 98. 

En cuanto a la enmienda 99, el Grupo de Coalición Po- 
pular pretende que en el artículo 13.2 se suprima la frase 
.en régimen de monopolio.. A nuestro juicio no está jus- 
tificado el monopolio de los Servicios Finales de Teleco- 
municación. Para dar cumplimiento a las pretensiones 
que conocemos o que ha  manifestado el Grupo Socialis- 
ta, basta con su declaración como servicio público cuya 
gestión puede reservarse al Estado. Por eso, por parecer- 
nos innecesario, consideramos oportuno suprimirlo en la 
presente ley. 

Pero sobre todo, seíior Presidente, porque empezamos 
claramente a descubrir y a debatir aquellos aspectos en 
los que la tendencia que marca el proyecto de ley de te- 
lecomunicaciones se separa claramente de la tendencia 
europea expresada en el libro verde de las telecomunica- 
ciones, suscrito, hecho público en el mes de junio por la 
Comisión Europea. Evidentemente aquí cobra sentido el 
debate que sostuvimos con ocasión de las enmiendas de  
totalidad, donde el propio señor Ministro afirmaba que lo 
que estaban planteando -se refería al Gobierno- con el 
proyecto de ley coincide con el camino por donde va a ir, 
decía, el libro verde de las telecomunicaciones en Europa. 
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Ahora, señor Presidente, es cuando vemos por dónde va 
el libro verde de las telecomunicaciones europeas y por 
dónde va el proyccto de ley de tclecornunicaciones que 
nos prcserila el Gobierno. Y es que en la materia a quc 
hace relercncia esta cnmicnda de supresión del rkgimcn 
de niotiopolio, justaiiiLwtc el libro verde de las tclccomci- 
nicaciones dice textualmente que ((los scrvicios rcscrva- 
dos no deben ser delinidos de tal forma que el monopolio 
de la Administración de telecomunicaciones sea incom- 
patible con el Tratado». Y concluye: ((Actualmente y se- 
gún la visión de la Comunidad el único candidato obvio 
para dichos servicios reservados es el servicio telelcinico». 
Quiere ello decir que el resto de los Servicios Finales 
enunciados cn este apartado no se ajustan a lo que de mi- 
ncix expresa y concreta ha manifestado la Comunidnd 
Económica Europea ;I trav& de su libro vcidc de las 
tclecorriunic~iciones. 

La ciimiciida riúiiicru 100 se r.cl.ict.c ;i la suprcsióii 1lc.l 

segundo p i i ~ a l o  del apartado 3 dc cstc artículo. Nosotros 
pretendemos suprimir el p á r r a h  que dice: .Excepcional- 
mente podrá mantenerse algún tipo de terminales dentro 
del r6girnc.n de monopolio, si cllo perinitc asegurar nicjor 
la calidad del servicio, la seguridad de la red o 1;i intcgri- 
dad de la misma)). Y. cllo por tres razones, sciior Pre- 
sidente. 

En primer lugar, porque los criterios íi los que se refic- 
re este p;irraí'o, cuya supresión solicitamos, son ,justanien- 

conocidas y reguladas cn el artículo 29 dc este proyecto 
de lcv. Es dccir, ascyiirar la calidad del servicio, la scyit- 
ridad de la red y la integridad de la misma son prccisa- 
mente las motivaciones que justifican que en el artícu- 
lo 29 se regulen las homologaciones de los distintos 
terminales. 

En segundo lugar, porque en los términos en que está 
redactado, este apartado, a nuestro juicio, incurre en rna- 
nifiesta inconstitucionalidad, puesto que deja la puerta 
abierta a que la entrada o la salida de alguno de estos ter- 
minales dentro del monopolio se pueda hacer sin rango 
de ley. Nosotros no entendemos que sin rango de ley se 
pueda juzgar el criterio de mantener o excluir en el rkgi- 
men de monopolio cualquier tipo de terminales. 

En tercer lugar, porque vuelve a ser un punto clave para 
probar que el proyecto de ley de telecomunicaciones se se- 
para claramente de las indicaciones o recomendaciones 
contenidas e11 cl Libro Verde de las Telecomunicaciones. 
Concretamente, en este Libro de la Comisión Europea se 
habla -figura 13, apartado f)- del suministro libre y no 
regulado de terminales dentro de los Estados miembros 
y entre Estados miembros. Y termina ese párrafo dicien- 
do que el suministro del primer teléfono estará exento del 
principio de suministro no regulado durante un período 
transitorio. 

Eso es justamente lo que nosotros pretendemos resol- 
ver con nuestras enmiendas. Si lo que se quiere es ajus- 
tar el proyecto de ley a las indicaciones del Libro Verde, 
déjese exclusivamente el primer teléfono y durante un 
tiempo determinado, que nuestra enmienda número 101 
fija para el 1 .U de enero de  1995. ¿Que se quieren aceptar 

~~ ~ ~ ~- ~~ ~- ~~- 

tC  los q"' furldamcrit;iii las tiuniolugacioiics qLic cstríri I'C- 
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nucstras enmiendas? Acéptense. ¿Que se quierc aceptar 
la tcsis del Libro Verde? Déjesc solamente comorn iínico 
terminal sujeto al rcgirncn de niotiopolio el correspon- 
diente al primer tckfono instalado y por un pcriodo de- 
terminado, que tampoco figura cn el proycctu. 

Por tanto, sziiorías, hay razones para oponernos at tcx- 
to.que en cstos momcntos se somete a la apiobacibn de 
la Cámara: razones de coherencia con la homologación, 
razones de manifiesta inconstitucionalidad del texto ac- 
tual, y razones de oposición a las indicaciones o rccomcn- 
dacioncs del Libro Verde de las Telecomunicaciones. 

Ya he dicho de pasada, al hilo de este dchate, que tiucs- 
tra enmienda 101 pretende limitar la libre adquisición y 
establecer el período transitorio a que hacc referencia el 
artículo 13, hasta el 1 .<1 de enero dc 1995, periodo que nos 
parecc suficientemente amplio para que no hava ninguna 
suspicacia. 

Finalmente, señor Presidente, unas breves palabras en 
relación con el voto particular a la enmienda número 154, 
intrducida por el Grupo Socialista en el trámite de Po- 
nencia. El Grupo Socialista ha añadido al apartado 5 del 
artículo 13 una frase del siguiente tenor: «Todo ello de 
acuerdo con el procedimiento establecido en el articu- 
lo 2 9 ~ .  

Efectivamente, en este apartado 5 del artículo 13 es 
donde se reconoce lo que, a mi juicio, está bien estable- 
cido en el artículo 29, y es que en materia de homologa- 
ciones. por un lado se debe garantizar la seguridad del 
usuario -y así se dice al final del pkrafo- ,  y,  por otro, 
el correcto funcionamiento de la red de telecomunicación. 
De ahí mi interpretaci6n de que había un doble criterio 
de homologación en este proyecto de ley. Uno, el que tie- 
ne presente la seguridad del usuario y, otro, el que tiene 
presente el correcto funcionamiento de la red de teleco- 
municaciones. Y así establece, a efectos de seguridad, la 
homologación del Ministerio de industria y Energía; y, a 
efectos de conectividad, la homologación del Ministerio 
de Transportes, Turismo y Comunicaciones. 

Ello significa reconocer que hay dos procedimientos. Yo 
me permito elevar el voto particular a transacción con el 
resto de los Grupos de esta Comisión, proponiendo que 
donde se dice utodo ello de acuerdo con el procedimiento 
establecidou se sustituya por *todo ello de acuerdo con 
los procedimientos establecidos en el artículo 2911, y en 
este caso no hago ninguna puntualización, porque efecti- 
vamente estamos hablando de dos procedimientos. Mi 
voto particular, con la benevolencia del señor Presidente, 
lo formularía en términos de transaccibn solicitando que 
el término =el procedimiento. se sustituyera por *los pro- 
cedimientos., para ajustamos estrictamente a lo que pre- 
viene en esta materia el artículo 29 de este proyecto de 
ley. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo, por el Grupo Socialista. 

El señor SAENZ LORENZO: El artfculo 13 es un ar- 
tículo importante de este texto. En él se establece la de- 
finición de lo que se entiende por servicios finales de te- 

Iccomunicacicin, que no son otros que los que proporcio- 
nan capacidad completa para la comunicación v los que 
tiericri, poi. taiiiu, vocaciúii dc cxteiidcrsc con caracter ge- 
riera1 o uiiiversal: lease el telcfono. el tckgraio y el télcx, 
q u ~ '  w t i  quim i o h  iiiiis cono~idus por todos 19s ciudadanos. 

(Por quC; pensamos que se dcbcn ofcrtar este tipo dc ser- 
vicios en regimcn de monopolio? Justamente porque se 
prctcridc su universalidad. Si queremos que estos servi- 
cios llcgucn al más pequeno pueblo de nues&o país, esto 
sólo es posible si hay un cruzamicnto de los beneficios. 
Es decir, si de la rentabilidad que se obtiene en las gran- 
des concentraciones urbanas sc pueden sacar detcrmina- 
dos ingresos para establecer el servicio cn zonas rústicas, 
que nunca darán rentabilidad si el planteamiento se hacc 
cstrictarncnte desde el punto dc vista del beneficio pri- 
vado. 

Por tanto. se establece la prestación del servicio en ré- 
gimrii de monopolio en todos aquellos casos en los que se 
pretende que este servicio tenga un carácter universal, 
que al final llegue a todos los Ciudadanos, naturalmente 
tras un período de tiempo de maduración. Esto no es algo 
que la ley deba plantear como instantáneo, como en al- 
gunas enmiendas que antes hemos discutido se plantea; 
debe ser paulatino, puesto que supone una inversi6n de 
dinero suficientemente importante. 

A nivel europeo hay acuerdo en que este carácter de mo- 
nopolio es el adecuado para determinados servicios, lo 
que se llaman en el Libro Verde de las Comunicaciones 
servicios de base. Hay d+cusión sobre cuáles son estos 
servicios de base. Todo el mundo acepta que el teléfono 
se tiene que hacer en régimen de monopolio, y el teléfono 
supone hoy el 95 por ciento de los ingresos de las teleco- 
municaciónes. Es el todo de las telecomunicaciones. Todo 
el mundo está de acuerdo en que eso tiene que ser en ré- 
gimen de monopotio, pahes con gobiernos de derechas, 
con gobiernos de izquierdas y con todo tipo degobiernos. 
El problema está en saber hasta dórrde se llega en este ré- 
gimen de monopolio y qué nuevos servicios van a tener 
carácter universal. ¿Se es más generoso en el número de 
servicios que tienen carácter universal y que llegan a to- 
dos los ciudadanos? ¿Se es menos generoso en esto y en- 
tonces se plantean menos servicios en régimen de mono- 
polio? Este es el debate que hay hoy en Europa. Lo.que 
hay que decir es que el texto que propone el Gobierno es 
más flexible que la normativa que tienen, por ejemplo, 
países como'Alemania, que está regido por un gobierno 
conservador, o Francia que también está regido por go- 
biernos conservadores. Yo creo que la posición de la ley 
es claramente liberalizadora respecto a la situación ac- 
tual y contribuye a situarse dentro del debate que tiene 
lugar en Europa a este respecto. 

En el texto del proyecto de ley se definen los servicios 
que se entienden como finales. En la enmienda que he- 
mos presentado los soMalktaseliminamos el término aen- 
tre otroSS, porque efectivamente lo consideramos inade- 
cuado, pero tampoco queremos dejar la lista cerrada. Esta 
voluntad está claramente expresada en el tercer párrafo 
del apartado 1 de este artículo 13, porque decimos 
.aTambién se podrán inctuir entre los Servidos Finales de 
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Telecomunicación los que sean definidos por los Organis- 
mos Internaciones ... n Es decir, dejamos abierta una puer- 
ta a la ampliación de estos servicios finales. Queremos 
que se ponga de manifiesto también esa puerta abierta en 
el párrafo segundo y por eso he hablado de uinicialmen- 
ten. Es decir, inicialmente son ésos los servicios enume- 
rados, que se podrán ampliar con arreglo a los criterios 
que establece el párrafo tercero y por los mecanismos le- 
gales a que haya lugar. No entro en cuál debe ser ese me- 
canismo, serán los juristas los que tengan que determinar 
cuál es el rango normativo a través del cual se podrá am- 
pliar este listado. Es un listado perfectamente delimitado 
inicialmente que en el futuro, con el criterio ya estableci- 
do en el párrafo tercero de este apartado primero del ar- 
tículo 13, se podrá ampliar. 

Respecto a que los servicios finales de telecomunica- 
ción se presten en régimen de monopolio, ya he señalado 
que el régimen de monopolio está directamente relacio- 
nado con que los servicios pretendan tener un carácter 
universal. Si pretendemos que los servicios lleguen a to- 
dos los ciudadanos, por los criterios económicos corres- 
pondientes, hace falta que se compense a la empresa con- 
cesionaria con el régimen de monopolio. Si los queremos 
dejar a la libre iniciativa, lógicamente esa libre iniciativa 
acudirá donde haya un mercado rentable, que será en los 
grandes centros urbanos. Estos servicios, en este supues- 
to, no serán disfrutados por todos los ciudadanos, sino por 
los que habiten en una zona rentable, desde el punto de 
vista de la economía de la empresa que preste el servicio. 

Quiero poner de manifiesto los dos aspectos, positivo y 
negativo,que tiene la delimitación de que un determina- 
do servicio se preste en régimen de monopolio o no. Si se 
presta en régimen de monopolio, se está asegurando más 
a los ciudadanos la posibilidad de acceder a ese servicio 
que si no se presta en régimen de monopolio. Esto es algo 
que nuestro Grupo quiere dejar claramente patente a lo 
largo de este debate. 

Hay también otro planteamiento referido al número 4, 
relativo a los equipos terminados, en el que hay bastan- 
tes enmiendas. Efectivamente, el debate en la Comunidad 
Económica Europea está centrado en estos momentos en 
si se mantiene en régimen de monopolio el primer teléfo- 
no o no. La posición que a este respecto establece la ley 
es liberalizadora, puesto que el número 4 de este artícu- 
lo 13 señala que ulos Reglamentos Técnicos establecerán 
el ritmo con el que se alcanzará la plena vigencia del ré- 
gimen de libre adquisición de los terminales ... n. La ley 
opta por un régimen de libre adquisición de los termina- 
les, al cual, excepcionalmente, se podrán poner unas 
limitaciones. 

Cuando en toda Europa se plantea que el monopolio 
puede terminar con el primer teléfono, creo que nos si- 
tuamos en ese terreno. ¿Excepcionalmente, por qué se 
puede mantener por un período transitorio el régimen de 
monopolio en la medida en que eso puede originar pro- 
blemas a la propia compañía concesionaria o al sector fa- 
bricante de equipos terminales de nuestro país? La preo- 
cupación de este Grupo Parlamentario, puesta de mani- 
fiesto en bastantes de las enmiendas que se han discuti- 

do, ha sido buscar que, por lo mepos, estos fabricantes de 
equipos terminales no se vean totalmente desasistidos por 
el legislador, que vayan a una libre concurrencia en un pe- 
ríodo de tiempo razonable, pero poniendo algunas cortá- 
pisas a que en un momento determinado no puedan ser 
barridos del mercado, por el perjuicio que ello podría su- 
poner para la economía de nuestro país. 

Por lo tanto, existe una cierta precaución al hablar de 
uexcepcionalmenten. La ley opta por un régimen de libre 
adquisición de los terminales, aunque excepcionalmente 
se pueda mantener algún terminal en régimen de mono- 
polio, lo cual está perfectamente en concordancia con los 
planteamientos que a este respecto hace el Libro Verde 
que nos ha señalado el señor Alvarez-Cascos. Por lo tan- 
to, no acabo de entender cuál es la discrepancia de fondo 
en cuanto a que no se determine exactamente que sea el 
primer teléfono. Creo que eso se cae por su propio peso. 
La discusión y el debate se encuentra en dónde está el ré- 
gimen de monopolio. 

La enmienda que plantea el Grupo del CDS respecto de 
este tema, amplía de alguna forma la excepcionalidad. El 
texto del proyecto habla de cuando ello permita asegurar 
mejora la calidad del servicio. Ellos lo amplían a que ten- 
ga interés nacional. Nosotros no somos partidarios de am- 
pliar más esta excepcionalidad, pero sí de mantener esos 
términos y de no aceptar la enmienda del Grupo Vasco, 
porque si para asegurar la calidad del servicio exigiéra- 
mos que fuera imprescindible, nunca lo va a ser. El que 
los terminales se mantengan en régimen de monopolio 
nunca va a ser imprescindible, puede ser más necesario 
o positivo. Esto está más en función de una situación tran- 
sitoria, de que no se creen problemas a las empresas fa- 
bricantes, a. la empresa concesionaria. La ley establece 
claramente cuáles son los servicios finales que se van a 
dar en régimen de monopolio. ¿Quién va a tener la con- 
cesión del régimen de monopolio? Está muy claro en al- 
gunos servicios quién va a tener el régimen de monopo- 
lio. La Compañía Telefónica Nacional de España es una 
compañía privada con una alta participación estatal en 
su capital y ,  previsiblemente, va a ser la concesionaria. 
No se puede ignorar esto y pretender que tenga que estar 
sometido después a un control parlamentario. Me parece 
que el control parlamentario se realiza con la elaboración 
de la ley y con el control del Gobierno. Por consiguiente, 
no queda al margen de estas decisiones que, por otra par- 
te, creo que están cantadas. La Compañia Telefónica será 
la concesionaria de los servicios finales telefónicos y está 
claro algún entorno de estos servicios finales. 

El tema del Videotex está resuelto con la enmienda que 
ha presentado el Grupo Socialista, así como con la en- 
mienda correspondiente al artículo 24, en la cual queda 
claramente delimitado que puede existir también un Vi- 
deotex privado. En estos momentos, en la prensa ya ha sa- 
lido alguna iniciativa a este respecto. Tal y como viene el 
informe de la Ponencia, queda garantizado que no sola- 
mente va a haber un Videotex ofrecido con carácter uni- 
versal y en un cierto régimen de monopolio, compatible 
con un Videotex privado que tendrá el régimen con- 
currencial correspondiente. 
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Una de las enmiendas del Grupo Vasco se refiere a que 
el ámbito del régimen de monopolio no sea el de todo el 
Estado, con cuyo planteamiento no estamos de acuerdo. 
El régimen de monopolio tiene una razón de fondo de ori- 
gen económico: difícilmente puede ser rentable estable- 
cer el régimen de monopolio con niveles distintos del 
ektatal. 

Por tanto, vamos a votar en contra de esta enmienda, 
lo mismo que de la número 2 1, ya que no acabamos de 
entender el planteamiento que reitera el Grupo Vasco a 
lo largo de este proyecto de ley, en el sentido de que se 
dejen los terminales o los puntos de engarce con la red en 
la periferia. Primero, el término periferia de la vivienda 
no tiene una clara definición jurídica. Introducirlo en la 
ley crearía un cierto nivel de confusión. Segundo, dejar 
los puntos finales de la red en el exterior de la vivienda 
lleva a un mayor riesgo para el usuario. Con los actuales 
medios, ese punto de engarce con la red se puede utilizar 
para otros fines distintos de los que voluntariamente quie- 
ra el propio interesado. No veo tampoco ningún proble- 
ma real en que eso suponga que se tengan que realizar 
las reparaciones dentro del propio domicilio. En cual- 
quier caso, las reparaciones habrá de realizarlas, dentro 
del propio domicilio, bien la empresa concesionaria bien 
una empresa privada. No creo que en ello haya ningún 
tipo de violación de los derechos de propiedad o del do- 
micilio privado. 

En ese sentido, pensamos que los riesgos son mayores 
si la red termina fuera de la vivienda que si cada uno tie- 
ne su propio punto de engarce con la red en su vivienda, 
como es tradicional, al menos en los hábitos de nuestro 
país, en el que no hay muchas viviendas aisladas o unifa- 
miliares. El tipo habitual de vivienda en las zonas urba- 
nas se adapta mejor a que la terminación de la red llegue 
hasta la vivienda de cada uno de los ciudadanos. 

Por consiguiente, también vamos a votar en contra de 
esta enmienda del Grupo Vasco. 

Creo que con esto he contestado a todas las enmiendas, 
salvo error u omisión. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Pido la 
palabra, para una cuestión de orden, señor Presidente. O 
me he distraído o, en relación con el voto particular y la 
posible transacción, no he escuchado nada al portavoz 
soc ia 1 is ta . 

El señor PRESIDENTE: Tiene razón su señoría. El se- 
ñor Sáenz Lorenzo no se ha pronunciado sobre la posibi- 
lidad de una transacción en el voto particular. 

El señor SAENZ LORENZO: Estamos de acuerdo con 
la transacción, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el setior 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Respecto al 
monopolio, nosotros, como es evidente, no negamos sólo 
la posibilidad, sino también la conveniencia de que exis- 

ta en ciertos servicios. Pero al proponer un monopolio por 
zonas limitadas, estamos facilitando precisamcnte el que 
ese servicio se pueda hacer más extenso y con una lógica 
económica. La argumentación fundamental del señor 
Sáenz Lorenzo es que hay un principio de solidaridad de 
trasvase de fondos de unas zonas a otras, y en ese sentido 
únicamente se justifica el monopolio de todo el Estado. 
Ello permitiría, por una parte, ese trasvase de fondos y, 
por otra, aseguraría que el teléfono llegue a todos. Pero 
es que se puede dar un monopolio con una concesión po- 
niendo unas condiciones determinadas, como la de que 
tiene que llegar a ciertos puntos, etcétera. Una cosa no 
quita la otra. Esto no quiere decir que el único monopo- 
lio que pueda asegurarlo sea, por ejemplo, la gestión di- 
recta del Estado. Se puede dar una concesión monopolís- 
tica con ciertas condiciones que el concesionario tiene que 
cumplir y, si no, se le retira la concesión. Entre esas con- 
diciones puede figurar, por supuesto, la de que tenga que 
llegar a ciertos puntos que tenga que atender. Luego, ese 
argumento no sirve. 

En cuanto al argumento económico de que únicamente 
se justifica el monopolio estatal, yo lo acepto en cuanto a 
la solidaridad, etcétera, pero tengo que decir que econó- 
micamente puede ser mucho más lógico establecer mono- 
polios parciales, por zonas y por servicios, porque no po- 
demos pretender que, por ejemplo, el nivel de desarrollo 
de unas comunicaciones determinadas -que pueden ser 
muy específicas y necesarias en ciertas zonas por la co- 
nurbación, por la actividad económica que puede existir 
o por otras razones de todos conocidas- sea extensible, 
por ejemplo, a todo el territorio estatal. Pretender una ex- 
tensión indiscriminada, igualitaria, momentánea, en el 
mismo instante, a todas las zonas del Estado, que es lo 
que teóricamente implicaría un monopolio de este tipo, 
es imposible desde un punto de vista económico y, mu- 
chas veces, ni siquiera deseable. En consecuencia, noso- 
tros no vamos en contra del principio, vamos en contra 
de la instrumentación o de la forma de llegar al fin que 
se pretende. 

En cuanto a los puntos de conexión en la periferia de 
la propiedad, yo acepto que el término periferia pueda ser 
poco exacto y que quizá haya que buscar una expresión 
distinta. Sin embargo, lo que no acepto es que esto tenga 
más riesgos que los que pueden presentar actualmente las 
soluciones técnicas existentes. Todos hemos oído hablar 
de pinchazos de teléfono, etcétera. El hecho de que exis- 
tan unas cajas perfectamente controladas fuera de la pro- 
piedad de los usuarios no significa un mayor riesgo. (El 
señor SAENZ LORENZO: Facilita el pinchazo.) Puede fa- 
cilitarlo o puede hacerlo más difícil. No está claro, por- 
que hay viviendas que están vacías. Hay extremos de los 
que se puede hablar mucho en términos estrictamente 
técnicos. Esa es una argumentación bastante floja. 
Yo planteo al señor Saénz Lorenzo otro problema al que 

él no hace referencia. ¿De quién es, por ejemplo, una cen- 
tralita que pueda haber en una vivienda o un servicio pa- 
recido de ese tipo? ¿La centralita es servicio portador, es 
servicio final, a quién pertenece, es de la propiedad pri- 
vada del usuario? A l  final, lo que nos estamos planteando 
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es dónde termina el hilo y dónde empieza verdaderamen- 
te la propiedad privada y el ámbito en el que el Estado 
no podría entrar, por ejemplo, en esa definición de las ter- 
minales. Ese ámbito define la total autonomía privada del 
usuario. Es el problema de fondo que subyace aquí. Eso 
se puede facilitar sacando ese final del hilo a un sitio o 
dejando que entre hasta la vivienda, hasta el servicio fi- 
nal, que puede incluir no sólo la centralita, sino el propio 
aparato, según estamos viendo en esa' excepcionalidad 
que se acepta en el apartado 4. 

En cuanto a la frase: asegurar mejor la calidad del ser- 
vicio, sigo diciendo que es una expresión vaga, que no con- 
creta, sino que tiene un grado de arbitrariedad alto. Si no- 
sotros dijésemos que es imprescindible para asegurar la 
calidad, no sería tampoco una expresión cerrada. Lo que 
hace es exigir unas condiciones mucho más serias para 
que se pueda mantener la excepcionalidad en un caso que 
debe ser excepcional, porque eso es lo que quiere decir 
este párrafo. Como el propio señor Saénz Lorenzo ha di- 
cho, lo que se pretende es la liberalización, a mayor o me- 
nor plazo, no el que continúen las situaciones excepcio- 
nales. Somos perfectamente conscientes de los problemas 
de la industria y no queremos crearle más de los que tie- 
ne, pero nos parece que tampoco es bueno dejar términos 
que se presten a la arbitrariedad. 

El señor PRESIDENTE: El señor Recoder tiene la 
palabra. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Contrariamente a lo 
manifestado por el portavoz del Grupo Socialista, noso- 
tros entendemos que de ningún párrafo del artículo 13 se 
deduce que se vaya a exigir una ley para declarar dentro 
del régimen de monopolio cualquier otro servicio final de 
telecomunicación que no esté incluido en la lista que ini- 
cialmente se enumera en el proyecto, o bien las termina- 
les que excepcionalmente se pueden mantener dentro de 
dicho régimen de monopolio. Es más, de la lectura del ar- 
tículo 13 deduzco que lo que se mantiene dentro del ré- 
gimen de monopolio son, en general, los servicios finales 
de telecomunicación, pero no se mantienen cada uno de 
los servicios finales de telecomunicación. 

Este texto se puede interpretar de la siguiente forma: 
cualquier servicio final de telecomunicación, por el hecho 
de serlo, está incluido dentro del régimen de monopolio. 
De esta forma, se puede contradecir el artículo 1.28.L de 
la Constitución, que reserva al sector público los recursos 
o servicios esenciales. iQué se reserva al sector público? 
¿Los servicios finales de telecomunicación o cada uno de 
los servicios finales de telecomunicación? Repito, la ex- 
plicación del portavoz socialista -una explicación de 
buena intención- no creo que clarifique el fondo del pro- 
blema que nos preocupa en este artículo 13. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Martínez-Campillo, 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Con mu- 
cha brevedad, voy a expresar mi sorpresa no porque el 

Grupo Socialista no haya admitido la enmienda núme- 
ro 56, sino por las razones que ha dado el portavoz de ese 
Grupo, que me han llamado la atención. Sorpresa porque 
nosotros pretendíamos que cuando no se llevara a cabo 
el proceso liberalizador de la adquisición de terminales y 
se estableciera un régimen excepcional se volviera a las 
razones auténticas que hacen que exista un régimen de 
monopolio. A lo largo de la mañana, en la discusión de 
los sucesivos artículos, se ha ido viendo que la razón au- 
téntica para establecer monopolios no era la exclusividad 
del Estado, según el artículo 149.1.21 de la Constitución, 
sino, como bien ha dicho el señor Sáenz, que llegue me- 
jor al usuario -razón de servicio públic- y, en segundo 
lugar, por estrategia económica. El mismo argumento sir- 
ve cuando tiene que aplicarse la excepción y volver al ré- 
gimen de monopolio. No vale aquf ser más monopolístico 
que nadie o ser más liberalizador que nadie, según 
convenga. 

En cuanto a la cautela introducida por la enmien- 
da 154, del Grupo Socialista, que remite al procedimien- 
to del artículo 29, insisto en que hay numerosas formas 
de control que están obviadas en ese artículo 29. Aquí 
está el auténtico nudo gordiano de este artículo y de los 
próximos. No hay control, incluido el parlamentario. Por 
supuesto que hay medidas de control parlamentario cuan- 
do el Ejecutivo tiene que conceder un monopolio, aunque 
diga el señor Sáenz que en el caso de los servicios finales 
esté cantado a quién se le va a dar. Otros casos no están 
tan cantados y seguimos con unos procedimientos ambi- 
guos y poco controlados. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Por mu- 
cho que insista el portavoz del Grupo Socialista, creo que 
resultará muy dificil que pueda convencer, no ya al por- 
tavoz de Coalición Popular, sino a cualquier analista im- 
parcial que se tome la molestia de establecer compara- 
Eiones entre la tesis sostenida por el proyecto de ley de Te- 
lecomunicaciones y las directrices marcadas por el libro 
verde de las Telecomunicaciones. Nosotros hemos hecho 
unas propuestas que no son aceptadas por el Grupo So- 
ialista, el cual nos dice que lo que sí cumple el proyecto 
de ley es el libro verde de las Telecomunicaciones. Bien, 
yo afirmo que nosotros nos damos por satisfechos si en 
:ste artículo 13 se cumplieran las determinaciones del l¡- 
t)ro verde de las Telecomunicaciones, que sería mantener 
:n régimen de monopolio el primer teléfono y establecer 
.m período de tiempo claro y concreto en la ley como pe- 
ríodo transitorio del mismo. 

Como las determinaciones básicas del libro verde de las 
relecomunicaciones no se producen además de esas otras 
razones que no voy a repetir en virtud de las cuales no es 
)portuna la redacción propuesta, se aleja de la tendencia 
:uropea en materia de telecomunicaciones. Y aquí quiero 
natizar que no es tan importante la posición actual de 
:ada uno de los países de la Comunidad Económica Eu- 
-opea como la tendencia que se marca en cada uno de 
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ellos en relación con el futuro de las telecomunicaciones. 
Si no le sirve el libro verde y, a veces, le sirve la regla- 
mentación de otros países, ya hablaremos, cuando llegue- 
mos a los Servicios de Valor Añadido en el artículo 22, si 
le sirve el decreto que acaba de publicarse en Francia, 
para liberalizar absolutamente los servicios de Valor Aña- 
dido,' pasando de un régimen de concesiones a un régi- 
men de autorizaciones; a lo mejor, lo que no le sirve en- 
tonces es la legislación francesa para utilizarla como pre- 
cedente a la hora de aprobar enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Alvarez-Cascos, lo 
que sí es claro es,que, cuando se apruebe esta ley, la le- 
gislación española será más liberal, a este respecto de las 
telecomunicaciones, que un buen número de normativas 
y legislaciones existentes y vigentes en estos momentos 
en países de nuestro entorno, y eso creo que no hay quien 
lo pueda discutir. Hay algunos países como Alemania que 
son muy resistentes a introducir cualquier tipo de libera- 
lización en este aspecto, y hay que señalar que España 
está más avanzada en este terreno, puesto que en España 
el servicio telefónico, por ejemplo, no se ofrece mediante 
monopolio gestionado directamente por el Estado, como 
en la mayor parte de los países, sino indrectamente a tra- 
vés de una compañía privada. Eso es a lo que parece que 
se va tendiendo también en todos los países europeos, y 
por ello nuestro país está en mejores condiciones; o por 
una serie de circunstancias históricas en las que no quie- 
ro entrar, se ha encontrado en unas condiciones que per- 
miten una mayor flexibilidad, pero hay que decir que al- 
gunos países, a pesar de tener gobiernos conservadores, 
que tendrían que estar de acuerdo teóricamente con sus 
postulados, resulta que, como Alemania, por ejemplo, son 
muy resistentes a introducir ningún tipo de liberalidad 
en su nomativa y pretenden que sea la propia Adminis- 
tración la que ejercite el monopolio en régimen de ges- 
tión directa. Lo pongo de manifiesto para que no se pre- 
tende hacer un debate ideologizado sobre el tema, porque 
en este sentido la ley es bastante aperturista respecto de 
la normativa existente en otros países de la Comunidad 
Económica Europea. 

Tengo aquí el libro verde. Cuando usted dice que se con- 
formaría con que quedara monopolizado el primer termi- 
nal, yo le digo que el texto de la ley es más liberalizador 
de lo que usted plantea, porque yo creo que, en el peor de 
los casos, lo único que excepcionalmente se podrá man- 
tener en régimen de monopolio será el primer teléfono, 
pero eso no está asegurado en la ley.; si estuviera asegu- 
rado en la ley lo que usted propone, yo creo que esta ley 
sería más restrictiva a este respecto de lo que es el actual 
texto, el cual establece un criterio liberalizador a este res- 
pecto y sólo excepcionalmente se puede plantear una si- 
tuación posiblemente transitoria en función de las cir- 
cunstancias económicas que concurran en las empresas 
afectadas por el tema, en las cuales se podrá mantener e n  

régimen de monopolio particularmente, pienso yo, el pri- 
mer terminal telefónico. 

No voy a entrar en mayores discusiones respecto a lo 
que es privado lo que es público dentro de una vivienda, 
pero desde luego pienso que se garantiza mejor que la PO- 
sibilidad de pinchar un teléfono es mucho mayor si la CO- 

nexión con la red está fuera que si está dentro de la vi- 
vienda. Y también el riesgo, más aún con la sofisticación 
de los elementos .de telecomunicaciones que va crecien- 
do. Yo creo que el riesgo es mayor y que no pasa nada por- 
que el terminal esté dentro de la vivienda privada, por- 
que ese terminal es público, pero eso no pone en peligro 
en modo alguno la propiedad privada de la propia vivien- 
da, en absoluto roza ese tema, y por tanto vamos a man- 
tener a ese respecto también el texto del informe de la 
Ponencia. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las vota- 
ciones de las enmiendas y del articulado. 

En primer lugar, jel portavoz del PDP, que mantiene 
las enmiendas números 2, 3 y 4, desea que se voten con- 
juntamente? (Asentimiento.) 

Procedemos a la votación de las enmiendas 2 , 3  y 4, de 
la Agrupación PDP. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete: en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan' rechazadas las en- 
miendas 2, 3 y 4 de la Agrupación del PDP, a este 
artículo 13. 

A continuación, votamos las enmiendas del Grupo Par- 
lamentario Vasco. Señor Echeberría, jse procede a su vo- 
tación conjunta? (Asentimiento.) 

Entonces, se procede a la votación de las enmiendas 19, 
20, 21 y 22, del Grupo Vasco, a este artículo 13. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete: en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas 19, 20, 21 y 22, del Grupo Vasco, a este ar- 
tículo 13. 

Votamos las enmiendas 201 y 202, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Seguidamente, votamos las enmiendas 55 y 56, del Gru- 
miendas 201 y 202, de Minoría Catalana. 

po Parlamentario CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Quedan en vigor las enmiendas 99, 100 y 101. del Gru- 
miendas 55 y 56, del CDS. 
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PO Parlamentario Coalición Popular. Señor Alvarez-Cas- 
COS, ¿podemos votarlas conjuntamente? (Asentimiento.) 

Votamos las enmiendas 99, 100 y 101, de Coalición 
Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 19; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Finalmente, sobre el voto particular, habida cuenta de 

la modificación uin vocen sugerida por el señor Alvarez- 
Cascos, entendemos que al aceptar el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista esta transacción propuesta por su Grupo, 
decae el voto particular completamente. (Asentimiento.) 

El señor SAENZ LORENZO: ¿Podría leer, señor Presi- 
dente, cómo quedaría ese final del número-5 del ar- 
tículo 13? 

El señor PRESIDENTE: Dice: «todo ello de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en el artículo 29». Se 
ratifica. 

En consecuencia, procedemos a votar esta transacción 
ofrecida por Coalición Popular. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueba por unanimidad. 
Por tanto, podemos someter a votación el artículo 13 

tal como está en el informe de la Ponencia e incorporan- 
do esta modificación ofrecida uin vote» por el Grupo Par- 
lamentario de Coalición Popular y que ha sido votada 
positivamente. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Pediría al 
señor Presidente que se votaran los cuatro primeros nú- 
meros por un lado y el quinto por otro. 

El señor PRESIDENTE: Se acoge su sugerencia. 
Votamos, en primer lugar, los apartados 13.1, 13.2, 13.3 

y 13.4, de acuerdo con el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; en contra, siete; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los aparta- 

Finalmente, votamos el apartado 5 del artículo 13. 
dos 1, 2, 3 y 4 del artículo 13. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 25; en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueba el artículo 13, 
apartado 5, ‘de acuerdo con el informe de la Ponencia y 
con la modificación introducida por la transacción del 
Grupo Popular. 

A continuación pasamos a debatir las enmiendas 
correspondientes al artículo 14. A dicho artículo se han 
incorporado por la Ponencia las enmiendas números 155 

AitIculo14 

y 156, correspondientes al Grupo Socialista, habiéndose 
rechazado el resto de las enmiendas y manteniendo el 
Grupo Parlamentario de Coalición Popular voto particu- 
lar a favor del texto original del proyecto de ley. 

En primer lugar y para la defensa de sus enmiendas nú- 
meros 5 y 6, tiene la palabra el señor González-Estéfani, 
de la Agrupación del PDP. 

El señor GONZALEZ-ESTEFANI ACUILERA: A estas 
alturas de la tarde únicamente me queda reiterarme en 
la misma consideración hecha en el artículo anterior para 
pedir la supresión de la expresión uentre otros», tanto en 
la letra a) como en la b) del número 1 del artículo 14, 
porque entendemos que las razones de discrecionalidad 
para el Gobierno que existían en el anterior también exis- 
ten para éste. 

El señor PRESIDENTE: El Grupo Parlamentario Vas- 
co tiene las enmiendas números 23 y 24. Para su defensa 
tiene la palabra el señor Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En realidad 
son unas enmiendas en las que, umutatis mutandism se po- 
día decir lo ya expresado para el artículo 13, porque ex- 
presan lo que plsinteaban nuestras enmiendas núme- 
ros 20 y 21 con referencia al artículo 13 en lo que res- 
pecta al 14, que hace, como todos sabemos, una defini- 
ción de lo que son los servicios portadores y luego con- 
templa el funcionamiento de los mismos. 

Nuestra enmienda número 23 plantea nuevamente el 
tema de la propiedad privada del usuario. Sí me voy a 
permitir decir al señor Sáenz Lorenzo que sus argumen- 
tos no acaban de convencerme, de que sea mejor la inde- 
finición de dónde termina el servicio público de la red. 
Nosotros pensamos que debería terminar en la propiedad 
privada del usuario, y que no se dejen elementos de ser- 
vicio público en el interior de la vivienda. 

Sobre el otro tema de la circunscripción a zonas de los 
posibles monopolios, creo que la argumentación de fondo 
que he hecho en la réplica tampoco ha sido contestada 
por el señor Sáenz Lorenzo, porque las razones económi- 
cas que pueden aconsejar una solución de este tipo son 
de gran peso y estamos viendo, además, cómo por su mo- 
vimiento natural las cosas se están produciendo así. Otra 
cosa es que se quieran reconducir esas situaciones a tra- 
vés de unas concesiones monopolísticas para todo el terri- 
torio, pero eso es algo que no está en la naturaleza de las 
cosas. Se pueden buscar fines iguales a través de proce- 
dimientos distintos como los que nosotros proponemos. 

El señor PRESIDENTE: Para defender las enmien- 

EI señor RECODER Í MIRALLES: LOS motivos en que 
se basan nuestras enmiendas al artículo 14 son idénticos 
a los aportados para justificar las enmiendas al artícu- 
lo 13. Dejar en la ley abierta la lista de servicios porta- 
dores que se prestan en régimen de monopolio para la in- 
clusión de otros por disposiciones no de ley, lo conside- 

das 203 y 204, tiene la palabra el sefior Recoder. 



- 5860 - 
COMISIONES 13 DE OCTUBRE DE 1987.-NÚM. 164 

~~~ 

ramos de dudosa constitucionalidad y supondría un obs- 
táculo importante para la iniciativa privada en el campo 
de los servicios de Valor Añadido que precisamente se pre- 
tende impulsar con la ley de ordenación de las telc 
comunicaciones. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
del CDS tiene la palabra el seíior Martínez-Campillo, para 
defender su enmienda número 57. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: La en- 
mienda 57 repite los mismos argumentos que empleamos 
para el artículo 13, es decii., que al establecer la relación 
de servicios portadores el término «entre otros» aumenta 
la indeterminación jurídica y esta imprecisión haría daño 
a la ley y a su aplicación. 

En todo caso, llamamos la atención sobre las enmien- 
das del Grupo Socialista, concretamente la número 155, 
en la medida en que la misma vuelve a repetir que el pro- 
cedimiento a aplicar sea el del artículo 129. Como sé que 
no voy a convencer de ello al Grupo Socialista, me gusta- 
ría saber exactamente qué garantías tienen los usuarios 
de los servicios portadores de que no va a haber ninguna 
merma en la utilización de ese servicio cuando se utiliza 
en régimen de monopolio y qué controles +Sta mañana 
hemos establecido uno en el caso,de 16s usuarios-, por- 
que sí existe forma de establecer controles distintos y ma- 
yores que los establecidos por el artículo 29. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario de 
Coalición Popular, para defender las enmiendas 102 
y 103, tiene la palabra el señor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, si me lo permite, intervengo para defender 
también los votos particulares correspondientes a las en- 
miendas 155 y 156 introducidas por el Grupo Socialista 
en Ponencia. 

Me ocurre como a mis compañeros, que la similitud del 
contenido del artículo 14, referido a servicios portadores, 
con lo que acabamos de discutir en el artículo 13 relati- 
vo a los servicios finales, mk ahorra muchas de las pala- 
bras que antes pronuncié y que ahora doy por reiteradas 
en este artículo. 

Aquí no se ha producido la aceptación, por parte del 
Grupo Socialista, de la supresión del término «entre 
otros». Yo no voy a insistir demasiado en la conveniencia 
de que el Grupo Socialista reflexione y modifique la ter- 
minología de este artículo en relación con la inclusión del 
término «entre otrosu, porque tengo la impresión de que 
el argumento que antes señalé en el otro punto sigue sien- 
do válido aquí, ya que por mucho que se empeñen en es- 
tablecer este marco de ambigüedad calculada no podrán 
introducir en el monopolio nuevos servicios mediante dis- 
posiciones de rango inferior a la ley. Pongan ((entre otros» 
o no lo pongan, llegado el momento no encontrarán apo- 
yo constitucional para cualquier propuesta que pretenda 
incorporar nuevos servicios dentro del monopolio si an- 
tes una ley no sanciona expresamente su inclusión. 

Por lo tanto, creo que era mucho más inteligente y pru- 
dente el término anterior donde dice «inicialmente» y es 
evidente que en pasos posteriores sería posible la aproba- 
ción de una ley que incluya nuevos servicios, marco que 
siempre tiene abierto el Grupo Socialista ahora o en el fu- 
turo, mientras tenga mayoría, y que sin embargo en el ar- 
tículo 14 sería de idéntica aplicación y el Grupo Socia- 
lista no ha accedido a suprimirlo ofreciendo una fórmula 
alternativa. 

He dado argumentos también, en relación con la en- 
mienda número 103, en la defensa de esta misma supre- 
sión en el artículo anterior, porque creemos que ni es con- 
veniente ni se ajusta, como ya he señalado, a la tendencia 
europea en materia de telecomunicaciones. 

Quiero referirme con más detenimiento a uno de los dos 
votos pai-ticulares correspondientes a las enmiendas so- 
cialistas introducidas en Ponencia. 

En relación con la enmienda 155 que supone la misma 
adición que hemos comentado antes, de añadir al final 
del número 4 del artículo 14 la misma expresión G ... todo 
ello de acuerdo con el procedimiento establecido en el ar- 
tículo 29», vuelvo a ofrecer la misma transacción en idén- 
ticos términos y me ahorro las explicaciones oportunas 
porque, insisto, supone el reconocimiento de la precisión 
con que está redactado el artículo 29, con la que me 
identifico. 

Mucho mayor alcance tiene la que se ha introducido 
como enmienda 156, porque a mi juicio aquí está intro- 
ducida, no digo subrepticiamente, porque todos hemos re- 
cibido las enmiendas y hemos tenido tiempo suficiente 
para estudiarlas, pero sí digo que se ha introducido, prác- 
ticamente sin debate ante la opinión pública, la televisión 
por cable en este artículo. 

A mi juicio, el párrafo que añade que los servicios por- 
tadores que se utilicen como soporte de servicios de difu- 
sión o para la transmisión de imágenes se explotará por 
gestión directa, está refiriéndose claramente a la posición 
del Grupo Socialista en relación con el futuro de la tele- 
visión por cable. Y dice algo más el artículo, con lo que 
el Grupo de Coalición Popular mantiene serias discrepan- 
cias, que se explotará por gestión directa de una entidad 
pública a la que se le atribuya por Real Decreto la pres- 
tación de estos servicios o por gestión indirecta a través 
de una entidad titular de servicios finales de telecomuni- 
cación que, evidentemente, n o  puede ser otra que la 
Telefónica. 

Señorías, en este momento estamos ante un artículo 
que, salvo que el Grupo Socialista me ilustre sobre otras 
posibilidades, adjudica el futuro de la televisión por ca- 
ble -sea cual fuere en España el futuro de la televisión 
por cable- bien a la Telefónica, bien a las Comunidades 
Autónomas o bien a los ayuntamientos. La iniciativa pri- 
vada está excluida por ley en este momento, sin un deba- 
te previo que lo justifique, del acceso a la televisión por 
cable en España. 

A nuestro juicio, al margen de que pueda el Grupo So- 
cialista aportar razones de conveniencia, creemos que la 
opinión pública española exige y demanda un debate en 
profundidad sobre estas cuestiones y ,  por ello, nosotros 

- 
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mantenemos como alternativa a la nueva propuesta so- 
cialista nuestro voto particular que, lisa y llanamente, 
pide la supresión. Reconozco que no es una alternativa 
completa, pero creo que es mejor dejar en el aire este gran 
debate, a fijarlo como está fijado en este artículo, sin que 
la sociedad española ni los grupos políticos que la repre- 
sentdmos tomemos el pulso suficiente de lo que es conve- 
niente para este país en esta materia sin explorar. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sáenz Lorenzo tiene 
la palabra. 

El senor SAENZ LORENZO: En el artículo 14 la ley de- 
fine los servicios portadores, es decir, la red, lo que va- 
mos a entender como red. 

Los portavoces de los distintos Grupos Parlamentarios 
han pretendido establecer un cierto paralelismo entre sus 
posiciones en el artículo anterior y sus posiciones en este 
artículo. Yo quiero disentir, porque me parece que los 
problemas que se plantean en uno y en otro artículo son 
bastante diferentes. La discrepancia en este artículo 14 
debería ser mínima entre los Grupos Parlamentarios. Yo 
pretendía, en el debate de la Ponencia, convencer a los 
portavoces de otros Grupos de que el término «entre 
otros» que aparece en el número 1 del artículo 14 tiene 
un significado radicalmente distinto y absolutamente 
nada preocupante respecto de lo que aparecía en el ar- 
tículo 13. iCuál es la definición? Es decir, los servicios 
portadores son los servicios que proporcionan la capaci- 
dad necesaria para la transmisión de señales entre pun- 
tos definidos de terminación de red. Se definen, pues, los 
servicios portadores y se establecen dos clases: la prime- 
ra, letra a) ((Servicios que utilizan redes de telecomuni- 
cación conmutadas para enlazar los puntos de termina- 
ción.. Y letra b) «Servicios que utilizan redes de teleco- 
municación no conmutadasu. Estas son las dos definicio- 
nes, que son perfectamente precisas. En la letra a) se de- 
finen aquellos que utilizan redes conmutadas. y en la le- 
tra b) los que utilizan redes no conmutadas. Esa es la de- 
finición y ahí podía terminarse el artículo, pero, dado el 
carácter técnico que tiene esta ley, nos parece bueno 
ejemplificar. 

En un primer momento, el Grupo Socialista se plantea- 
ba suprimir todo lo demás, los ejemplos que se ponen des- 
pués de la definición. Hay veces que en un texto jurídico, 
cuando tiene un alto contenido técnico, parece positivo in- 
troducir ejemplos, para que se sepa a qué nos estamos re- 
firiendo cuando hablamos de servicios que utilizan redes 
conmutadas o se sepa a qué nos estamos refiriendo cuan- 
do se habla de servicios que tienen redes no conmutadas. 
Es más, en la tramitación de esta ley, en la discusión y 
debate que se produjo en el Gobierno, en algunos momen- 
tos las definiciones eran escuetas y había muchas entida- 
des que cuando se les consultaba sobre el texto pregun- 
taban, ¿y aquí dónde está el alquiler de circuitos? Resul- 
ta que estaba, pero que no se veía. A mí me parece que, 
cuando la interpretación de estos textos la van a hacer téc- 
nicos juristas, pero no técnicos en la materia que nos ocu- 

pa, no es malo que las definiciones vengan completadas 
:on algunos ejemplos. 

Por tanto, «entre otros* que aparece en la letra a) es ab- 
solutamente no significativo, porque una vez que se ha he- 
cho una definición perfectamente precisa de cuáles son 
los que pertenecen a la letra a), que son aquellos que uti- 
lizan redes conmutadas, cuando un servicio aparezca sa- 
bremos si es del apartado a) o del apartado b), según que 
utilice red conmutada o que utilice red no conmutada. 
Entonces no hay posibilidad de que aquí se pretenda am- 
pliar o disminuir el campo de definición, sino que, por el 
contrario, se ejemplifica y al poner ejemplos hay que po- 
ner «entre otros», porque lógicamente no pueden especi- 
ficar todos los servicios que van a ir por red conmutada 
o por red no conmutada. 

Aquí no existe absolutamente ningún problema y la- 
mento que esta explicación dada en Ponencia no haya 
convencido a SS. SS. y mantengan todavía sus enmien- 
das en Comisión, porque me parece que no tienen, de ver- 
dad, razón de ser. La definición es perfectamente precisa, 
no cabe antigüedad de ningún tipo y lo único que se hace 
es decir: «entre otros» está la transmisión de datos por re- 
des de conmutacibn de paquetes, redes de conmutación 
de circuitos, etcétera; y entre los servicios que utilizan re- 
des no conmutadas el más característico es el alquiler de 
circuitos. En el futuro podrá haber otros y,  evidentemen- 
te, lo que distingue el apartado a) del apartado b) no es 
otra cosa que su propia definición que es perfectamente 
precisa y no necesita de ejemplificación, pero a nosotros 
nos parece útil no suprimir estos ejemplos que se intro- 
ducen después del texto. 

Por lo tanto, ahí va un buen paquete de enmiendas, yo 
creo que respondidas. A mí me gustaría que los portavo- 
ces de los Grupos retiraran alguna de estas enmiendas, 
porque me parece que no tienen un fondo político, o por 
lo menos no tienen el fondo político que se les ha preten- 
dido dar en la explicación que han hecho SS. SS. de las 
mismas. 

En relación con el régimen de monopolio, la enmienda 
del Grupo Popular pretende que los servicios portadores 
no se ejerzan en régimen de monopolio. Ahí sí que hay un 
acuerdo en el libro verde y entre todos los países de la Co- 
munidad Económica Europea, de que las redes no sean 
en régimen de monopolio. 

Les voy a leer textualmente un apartado del libro ver- 
de que a lo mejor la precisión no es muy alta porque es- 
toy traduciendo, pero voy a tratar de leerlo: «Existe igual-' 
mente consenso sobre el hecho de que es necesario salva- 
guardar el papel de las administraciones de telecomuni- 
caciones en la oferta de infraestructura de redes, para que 
ellas puedan cumplir sus obligaciones de servicio públi- 
co». Eso es lo que dice exactamente en las primeras ex- 
plicaciones de cuáles son los puntos en que hay acuerdo 
a nivel europeo. Sí hay acuerdo en que las redes sean úni- 
cas y después hay otras. Les podría leer algunos otros as- 
pectos que tengo subrayados dentro de este libro verde, 
en los que el impulso del mismo es a que la red sea úni- 
ca, y a que se pueda ofrecer con la máxima eficacia para 
todos los países con algunas especificaciones comunes. 
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Que sea única y que se ejercite en régimen de monopolio. 
En eso de acuerdo. Por tanto, no nos explicamos cómo su 
Grupo Parlamentario mantiene una enmienda en la que 
pretende que eso no se haga en régimen de monopolio. 

Ha habido algún país que ha roto el sistema de mono- 
polio, que ha sido Inglaterra y al final ha tenido que vol- 
ver, de alguna manera, a él, porque ha tenido que conec- 
tar la red privada, que se había montado, con la red pú- 
blica, porque de otro modo no funcionaba realmente el 
sistema, y no solamente no era más eficaz, sino que era 
más ineficaz. 

Por tanto, en este punto yo creo que es un poco diferen- 
te del anterior, es decir, jcuáles son los servicios finales 
de telecomunicación que se pretenden en régimen de mo- 
nopolio? Hay debate en Europa, hay discusión y, por tan- 
to, yo admito la discusión. Nosotros hemos optado por lo 
que dice el artículo 13, y yo admito que ahí hay un nivel 
de debate elevado en Europa. Unos dicen que hay que in- 
troducir más servicios; otros dicen que hay que introdu- 
cir menos; pero en este punto no hay ese debate. Por tan- 
to, el debate sobre el artículo 14 me parece que en Euro- 
pa está mucho más cerrado, y yo creo que, en los térmi- 
nos que se plantea la redacción del artículo 14, se adap- 
ta exquisitamente a los planteamientos que se hacen en 
Europa. 

Solamente hay aquí una novedad respecto a esos plan- 
teamientos, que es la división en los apartados a) y b). 
En uno de esos apartados, que es el que utiliza redes con- 
mutadas, se pretende facilitar esos Servicios de Valor 
Añadido, que se conecte a estos servicios portadores que 
no van a tener la consideración de servicios públicos y 
van a ser concedidos por autorización simplemente. ¿Por 
qué? Porque se pretende potenciar, porque económica- 
mente es mucho más barata la utilización conmutada de 
la red. Sin embargo, los servicios que, por ejemplo, alqui- 
lan circuitos, precisan de una mayor inversión en la red 
y, por tanto, se les pretende poner unas mayores dificul- 
tades, yo diría unas menores facilidades, por lo que se de- 
clara servicio público y se precisa concesión administra- 
tiva para su utilización por los servicios de valor añadi- 
do. Esa es la distinción que establece la ley, que es espe- 
cífica de esta normativa española, que no responde a un 
planteamiento europeo, pero yo creo que responde muy 
bien a ese deseo. jQué significa la red conmutada? Signi- 
fica que la red la utilizan unos y, cuando estos usuarios 
no la están utilizando, lo hacen otros. Los circuitos, sin 
embargo, siempre los utilizan los mismos usuarios, por lo 
que exigen un mayor nivel de inversión en la red para 
cumplimentar las necesidades del servicio. 

Por tanto, el texto de la ley, eliminando la necesidad de 
concesión, eliminando la declaración de servicio público, 
propicia los servicios de valor añadido que van a utilizar 
las redes señaladas en el apartado a), las redes conmuta- 
das, y pone mayores dificultades para la utilización de re- 
des no conmutadas que, en definitiva, van a exigir un ma- 
yor nivel de inversión que las redes conmutadas. 

Este es el planteamiento que hace el artículo 14. Repi- 
to que yo rogaría a S S .  S S .  que reflexionaran un poco por- 
que excepto en las enmiendas del Grupo Vasco (en las que 

no voy a entrar porque el tema del monopolio a nivel de 
ámbito distinto del Estado no lo vemos y tampoco vemos 
que los puntos de finalización de la red hayan de estar en 
la periferia de las viviendas; eso ya lo hemos discutido en 
el punto anterior), donde sí que hay un paralelismo en la 
argumentación, no veo ese paralelismo en el resto .de los 
puntos esenciales que se han planteado en el debate de 
este artículo 14. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Recoder. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: La intervención del 
portavoz socialista nos ha confirmado la sospecha mani- 
festada, y no aclarada, al defender nuestras enmiendas al 
artículo 13, en el sentido de que nosotros sospechábamos 
que lo que se declaraba servicio público dentro del régi- 
men del monopolio era, en aquel caso, los servicios fina- 
les de telecomunicación y, en este caso, los servicios por- 
tadores y no cada uno de los servicios finales o cada uno 
de los servicios portadores. Entendemos que esta sistemá- 
tica seguida en el proyecto de ley es contradictoria con el 
espíritu del artículo 128.2 de la Constitución, más aún si 
tenemos en cuenta que en el momento de la redacción del 
texto constitucional, los legisladores conocían los diver- 
sos servicios portadores, todos y cada uno de los servicios 
portadores en este momento conocidos. Ahora bien, el 
concepto general de servicios portadores o de servicios fi- 
nales que se establece en la ley era absolutamente desco- 
nocido. Entonces, resulta que se está creando un nuevo 
concepto que engloba diversos servicios y este nuevo con- 
cepto se engloba dentro del régimen de monopolio, en vez 
de hacerlo con todos y cada uno de los servicios. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Quiero 
contradecir los argumentos aqu! expresados por el porta- 
voz del Grupo Socialista en dos sentidos. En este artícu- 
lo 14, cuando se habla de los servicios portadores, en bue- 
na técnica jurídica hay catálogos abiertos y catálogos 
-errados. Efectivamente, no podríamos fijar un catálogo 
:errado porque la propia dinámica de la evolución técni- 
:a hace que establezcamos la posibilidad de que existan, 
cn el futuro, otros servicios portadores que, en su caso, 
pueden ser llevados en régimen de monopolio. Eso no qui- 
ta para que, cada vez que se emplea el término «entre 
3tros», estemos introduciendo una expresión inútil, por- 
que luego los tribunales, como me parece que ha dicho el 
señor Alvarez-Cascos, no van a admitir en ningún caso 
que no sea por ley; es una expresión completamente es- 
téril, que no tiene nada que ver con la posibilidad de que 
:n el futuro se incluyan más servicios portadores, pero 
mediante ley. 

En segundo lugar, él ha dicho que le gustaría que algu- 
na de las enmiendas se retirara o que, por lo menos, tu- 
viera fondo político. jQuiere usted fondo político? Pues 
yo le voy a dar dos fondos políticos. Primero, le hago la 
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afirmación de que, desde nuestro punto de vista, los ser- 
vicios portadores tienen una incidencia importante sobre 
los medios de comunicación. Esto es una obviedad, pero 
esa incidencia está haciendo depender, tanto a la prensa 
escrita como a la no escrita, de unos servicios portadores 
sobre los que ellos no tienen ningún control. Para mí, eso 
está rozando la agresión a la libertad de expresión. Que- 
d a  una razón de fondo político, pues ahí la tiene; una cosa 
es que la comparta o no, pero quería razones de fondo 
político. 

Otra más. La introducción de la enmienda número 156 
va en este sentido que yo he apuntado y, de hecho, cuan- 
do se publicó la Ley 4611983, de 26 de diciembre, se in- 
trodujo una disposición adicional primera que establecía 
una anómala reserva monopolística en favor de Radiote- 
levisión Española en materia de emisión y transmisión de 
señales por medio de cable y de satélite para todo el terri- 
torio español y, cuando se esperaba por todos los analis- 
tas que esta ley viniera a suprimir esta anomála reserva 
-la famosa enmienda de Calviño-, resulta que esta ley 
no solamente no la suprime sino que la refuerza con su 
enmienda 156. 
Dos razones de argumento político. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Para su- 
marme a las intervenciones de quienes me han antecedi- 
do en el uso de la palabra y para decir muy poco más. 

Esta mafiana, yo señalaba que el portavoz socialista 
utilizaba la semántica según le convenía y ahora ha he- 
cho un auténtico ejercicio para demostrarnos que la ex- 
presión uentre otros., del artículo 13, es una cosa distin- 
ta del *entre otros* del artículo 14. Creo que si son dos 
situaciones distintas tienen que tener dos expresiones ju- 
rídicas diferentes. Me parece que eso es obvio y lógico 
para evitar que quienes luego tienen que interpretar y 
aplicar esta ley no caigan en confusiones. Posteriormen- 
te, la sutil intervención del señor Recoder, en el artículo 
anterior, a mí me puso en guardia sobre lo que podría es- 
tar pretendiendo, a la hora de redactar estos artículos, el 
proyecto de ley del Gobierno, asumido por el Grupo So- 
cialista. Efectivamente, como le ha ocurrido al señor Re- 
coder, la intervención del señor Sáenz Lorenzo en este ar- 
tículo ha dejado meridianamente claro que lo que el Gru- 
po Socialista ha pretendido en el artículo 14, es declarar 
la totalidad de los servicios portadores y no un grupo 
comprendido dentro de las partículas, y mucho me temo 
que algo de esto subyacía en la propuesta inicial de re- 
dacción del artículo 13. Por tanto, lo siento mucho, señor 
Sáenz Lorenzo, no puedo hacer decaer mi enmienda por- 
que su intervención la justifica mucho más que la justi- 
ficaba en el artículo 13. 

También he tratado de expresarme en el sentido de que 
una cosa es lo que Coalición Popular desea como modelo, 
como marco de las telecomunicaciones y otra cosa es lo 
que nosotros, al hilo de sus propias propuestas, conside- 
ramos oportuno modificar para rebajar o limar aristas 

inútiles y estériles. Cuando presentamos nuestra enmien- 
da de nuevo para suprimir *en régimen de monopolio., 
le estamos diciendo en la justificación que obedece a las 
mismas razones de nuestra enmienda al artículo 13.2 y 
en ellas está que naotros consideramos que a ustedes les 
bastaba la declaración como servicio público cuya ges- 
tión puede reservarse al Estado. Introducir el término 
umonopolio. nos parece una glotonería competencia1 que 
tiene mala presentación y, por estas razones, nosotros in- 
sistimos en su mantenimiento. 

Finalmente, su silencio en torno al contenido de su pro- 
pia enmienda, elevada a voto particular por mi grupo, en 
relación con el tema de la televisión por cable, justifica, 
una vez más, las críticas que yo he hecho de que este tema 
va a pasar ante la sociedad española, y está pasando ante 
la Comisión, en medio del silencio de sus proponentes. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, a mí me 
gustaría que las propuestas de contenido político se hicie- 
ran en base a las enmiendas presentadas; no en base a en- 
telequias que posteriormente se plantean a lo largo del de- 
bate parlamentario, a las que es muy fácil acogerse, sino 
sustentadas en las enmiendas que se han planteado y 
mantenido. 

Me voy a referir al mantenimiento de nuestra enmien- 
da número 156, que ha sido incorporada al texto de la Po- 
nencia, sobre la que antes me he olvidado de responder 
por la acumulación de enmiendas que se plantean en cada 
uno de los artículos, no por ninguna otra razón oculta, a 
las que tan aficionado es el señor Alvarez-Cascos en sus 
imputaciones. 

Efectivamente, después de que el Gobiero aprobara el 
proyecto de ley de la televisión privada, nosotros hemos 
incluido una enmienda que significa que los servicios por- 
tadores, los servicios de difusión para transmisión de imá- 
genes estén incluidos también en esta ley. Habían queda- 
do fuera de esta ley en un momento en el que el Gobierno 
todavía no había tomado decisión respecto al tema de la 
televisión privada. Parece lógico que esos servicios no 
queden fuera de una ley de las telecomunicaciones como 
es ésta, sino que además estén incorporados a ella, diga- 
mos en coherencia con los planteamientos qUe se hacen 
en esta ley. 

Entonces, los planteamientos que hemos hecho de la en- 
mienda y de la introducción en el artículo 14.5 de ese 
párrafo, referido a los servicios portadores, yo creo que 
son coherentes con el resto. Se plantean por gestión di- 
recta de una entidad pública a la que le atribuía por Real 
Decreto la prestación de estos servicios o por gestión in- 
directa a través de una entidad titular de servicios fina- 
les. De momento no sabemos cómo se van a prestar esos 
servicios, si al final va a ser a través de satélites o va a 
resultar que todas van a ir por cable. Si van a ir por ca- 
ble, entonces las recomendaciones del libro verde tam- 
bién establecen que hay que ir a una integración de las 
redes, no solamente de las de banda estrecha, que eso está 
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específicamente marcado por esta ley, sino también de las 
redes de banda ancha, en su caso, y así específicamente 
lo dice el libro verde en sus recomendaciones. En el caso 
de que la tendencia fuera ahí, efectivamente esta enmien- 
da ya señala que irían a la intervencián de la red, a la so- 
ciedad que preste por gestión directa los servicios de la 
red, de los servicios portadores por gestión indirecta. 
Efectivamente podría ser la telefónica; pero aquí no se 
presupone nada de si va a ser por utilización de satélites 
o por cable como al final se opte para transmitir las imá- 
genes. En cada supuesto será una solución distinta, pero, 
en cualquier caso, lo que nos parece antieconómico y lo 
que se plantea, en coherencia con lo que se ha planteado 
al hablar de las redes y de los servicios portadores de las 
telecomunicaciones, es que pensamos que no se deben du- 
plicar redes, sino que debe haber una red pública que 
ofrezca los servicios a los entes, tanto públicos como 
privados. 

Este es el planteamiento que en coherencia con los otros 
planteamientos que ha hecho esta ley hace la enmienda 
socialista introducida en la Ponencia, que creo tiene to- 
das las posibilidades de debate, exactamente igual que to- 
dos los textos que se han planteado en el debate de esta 
ley. Las enmiendas hace ya mucho tiempo que están en 
poder de SS. SS. y no creo que introducir uno de esos te- 
mas mediante el mecanismo de las enmiendas, hurte para 
nada las posibilidades de discusión, de debate o de con- 
trol de los grupos parlamentarios. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a la votación 
de las enmiendas y del articulado. 

Entiendo que todas las enmiendas se mantienen para 
su votación. En primer lugar vamos a votar las enmien- 
das 5 y 6, de la Agrupación PDP. 

Efectuada la votación, dio el siguiente multado: Vo- 
t e  a favor, nueve: en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación las enmiendas 23 y 24, del 

Grupo Parlamentario PNV. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos seguidamente las enmiendas 203 y 204, de Mi- 

noría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve: en Contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Se rechazan. 
Votamos a continuación la enmienda número 57, del 

Grupo CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Se rechaza. 

Finalmente votamos las enmiendas 102 y 103, del Gru- 
po Parlamentario de Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve: en contra, 15. 

El señor PRESIDENTE: Se rechazan. 
Votamos a continuación el voto particular del Grupo 

de Coalición Popular. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Hay un 
voto particular, señor Presidente, y una enmienda tran- 
saccional a la enmienda 155, correspondiente al ar- 
tículo 14.4. 

El señor PRESIDENTE: Sí, usted se ha referido a la 
transacción y se admite porque S. S. en ninguna de las 
dos intervenciones se ha referido a ese aspecto. 

Así pues, la enmienda 155, del Grupo Parlamentario So- 
cialista, referida al artículo 14.4, quedaría redactada con 
la expresión utodo ello de acuerdo con el procedimiento 
establecido en el artículo 2 9 ~ .  

Votamos esta transacción ofrecida por el Grupo Po- 
pular. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. ' 
Votamos ahora el voto particular del Grupo Popular, 

que se refiere exclusivamente al mantenimiento del pro- 
yecto de ley, a rechazar la incorporación de la enmien- 
da 156, del Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
t a  a favor, cinco: en contra, 15: abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Se rechaza. 
Finalmente vamos a votar el artículo 14. ¿Desean 

SS. SS. alguna separaci6nT 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Yo pedi- 
ría que se separara el número 4 del resto de los aparta- 
dos del artículo. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Querfa pro- 
poner exactamente lo mismo, señor Presidente. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Solicito 
votacibn separada del número 5. 

El señor PRESIDENTE: Votamos, en primer lugar, el 
artículo 14, número 4, donde se ha introducido la en- 
mienda 155 del Grupo Socialista, incorporando ya la 
transacci6n ofrecida por el Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 22; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
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A continuación votamos el artículo 14, número 5, de 
acuerdo con el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15: en contra, nueve. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Finalmente votamos el artículo 14, números 1 ,  2 y 3, 

de acuerdo con el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, ocho; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. (El señor Al- 

El señor Alvarez-Cascos tiene la palabra. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Para que 
el señor Echeberría no tenga que agotar los tiempos muer- 
tos que la benevolencia de la Presidencia sin duda le va 
a conceder, quería sumarme a la petición de esta maña- 
na y pedir un descanso técnico, sin perjuicio de que la Pre- 
sidencia pueda decidir la continuidad del debate hasta la 
hora que considere oportuno y, en ese supuesto, yo insis- 
tiría en un descanso técnico. 

varez-Cascos Fernández pide la palabra.) 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Rogaría a 
la Presidencia que aclarase qué intenciones tiene en cuan- 
to al horario. 

El señor PRESIDENTE: Mis intenciones son absoluta- 
mente honestas (Risas.) y serán expresadas en su mo- 
mento. 

El señor Sáenz Lorenzo tiene la palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Más que hacer un receso, 
yo sugeriría que nos propusiéramos algún objetivo de tra- 
bajo que pudiera ser, a lo mejor, discutir el artículo 15 
que tiene solamente dos enmiendas y el 16 que tiene cua- 
tro o cinco y, con eso, quizá podríamos dar por termina- 
do este trabajo de hoy que ha sido muy largo. Si ahora 
hacemos un receso alargaríamos mucho y no sé si podría- 
mos $ mucho más allá. Repito que podríamos hacer un 
artículo o dos más y terminar la sesión. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ. Señor 
Presidente, para que no haya ninguna duda quiero acla- 
rar que cuando yo he hecho la petición de descanso esta- 
ba dispuesto a hacer muchos más artículos de los que su- 
giere el señor Sáenz Lorenzo y por eso pedía ese descanso 
para beber un vaso de agua y poder continuar. 

El señor PRESIDENTE: Pienso, señorías, que, habida 
cuenta del calendario legislativo, con la discusión de la 
Ley de Presupuestos a partir del día 26, deberíamos avan- 
zar algo. La intención de la Presidencia es agotar el ar- 
tículo 19, puesto que los artículos 15, 16, 17 y 18 no es- 
tán especialmente cargados de enmiendas, y son artícu- 
los que pueden tramitarse con rapidez. No vamos a hacer 

un dogmatismo de acabar con el artículo '18 o con el 19, 
pero en ese orden se mantendría la Presidencia. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, si la intención es que haya otra sesión de la Co- 
misión el martes que viene, que previsiblemente será de 
mañana y tarde, en ese caso parece que quedaría tiempo 
que sobra para terminar lo que falta. 

El señor PRESIDENTE: No esté tan seguro S .  S .  por- 
que quedarían la mitad de los artículos más las disposi- 
ciones adicionales y transitorias, y algunos de esos ar- 
tfculos, como son los relativos a los servicios de valor aña- 
dido, están entre los más enmendados del proyecto de ley. 
Por otra parte, no quisiera discriminar la petición del se- 
ñor Alvarez-Cascos respecto a la efectuada por S .  S .  esta 
mañana. Voy a darles un tratamiento equivalente, hacien- 
do ese descanso, y comunico al señor Echeberría que no 
hacemos un dogma de acabar cuando discutamos los ar- 
tículos 18 ó 19, pero de ese orden, terminando alrededor 
de las ocho y media, aproximadamente. 

Si a SS. SS. les parece bien, suspendemos la sesión para 
reanudarla a las siete y cinco en punto. 

Se reanuda la sesión. 

El señor PRESIDENTE: Reanudamos la sesión con la Art(culo 15 

discusión de las enmiendas relativas al artículo 15. 
En primer lugar, la enmienda número 58, del Grupo 

del CDS. Tiene la palabra el señor Martínez-Campillo 
para su defensa. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Esta en- 
mienda que hemos presentado al artículo 15 pretende de- . 
finir con una mayor precisi6n de qué forma se articula la 
participacih del capital extranjero en empresas de tele- 
comunicación. Y lo hacemos especialmente para determi- 
nar que esta participación del 25 por ciento de las inver- 
siones extranjeras sobre empresas de nacionalidad espa- 
ñola no .solamente sea una participación directa, sino 
tambiéh indirecta. Es decir, que haya control de carácter 
indirecto -valga la redundancia-, para que se garanti- 
ce ese 25 por ciento. Además que, de hecho, llama la aten- 
ción, porque en estos servicios portadores se permite has- 
ta el 25 por ciento y en otros servicios de menor impor- 
tancia el control, como luego veremos en otros artículos, 
será inferior. 
No tiene mayor intencionalidad. 

EL señor PRESIDENTE: Señor Alvarez-Cascos, ¿su se- 
ñoría quiere defender el voto particular? 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Señor 
Presidente, puede considerar decaídos los dos votos par- 
ticulares, puesto que de manera explícita asumo el reco- 
nocimiento de las dos enmiendas introducidas en este ar- 
tículo por el Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 
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El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, vamos 
a aceptar las dos enmiendas. Yo no sé si la de la Agrupa- 
ción de Diputados del Partido Liberal se mantiene, pero 
creo que sí se ha mantenido para votación. Entonces, va- 
mos a votar favorablemente la propuesta que hace el CDS 
en su enmienda 58 y asimismo vamos a votar también a 
favor de la enmienda 72, de la Agrupación de Diputados 
del Partido Liberal, aunque propondríamos -ya sabemos 
que no está su portavoz- una ligera modificación de esta 
enmienda, que supongo que al ser simplemente de redac- 
ción no habrá inconveniente por parte de los presentes en 
aceptarla. 

Es la siguiente. En la enmienda 72 se dice: adicionar a 
su apartado 3 b) la expresión ncuyas atribuciones se es- 
tablecerán reglamentariamente e incluirán en todo caso 
el derecho de veto por razones de interés público frente a 
los acuerdos de la persona concesionaria)). 

Nosotros pensamos que en vez de «la persona concesio- 
narian debemos poner «del concesionario», puesto que no 
necesariamente es una persona. Pensamos que es más 
adecuado el término .del concesionario». Entonces, el 
texto sería: (( ... cuyas atribuciones se establecerán regla- 
mentariamente e incluirán en todo caso el derecho de veto 
por razones de interés público frente a los acuerdos del 
concesionario)). 

El sefior PRESIDENTE: Se interpreta como mejora 
técnica y, por tanto, se acepta su inclusión. 

Con esta mejora técnica en la enmienda 72 de la Agru- 
pación de Diputados del Partido.Liberal, que terminaría 
diciendo ... a los acuerdos del concesionario», somete- 
mos conjuntamente a votación -se entiende- las dos en- 
miendas números 58 y 72 cuya aceptación ha sido anun- 
ciada por el Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, fueron aprobadas por unani- 
, midad. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueban por unanimidad. 
En consecuencia, votamos el artículo 15, añadiendo al 

texto de la Ponencia, donde ya se habían incluido las en- 
miendas números 157 y 158, del Grupo Socialista, las en- 
miendas 58 del CDS y 72 de la Agrupación de Diputados 
del Partido Liberal. 

En estas condiciones, se somete a votación el ar- 
..tículo 15. 

Efectuada la votación, fue aprobado por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueba por unanimidad. 
Pasamos a continuación a debatir las enmiendas rela- 

tivas al artículo 16, en el cual se incluyeron en Ponencia 
las enmiendas 159 y 160 del Grupo Socialista, mientras 
que el Gmpo Popular mantiene también voto particular 
en defensa del texto original. 

En primer lugar, damos la palabra al Grupo Parlamen- 
tario Vasco para la defensa de sus enmiendas 25,26 y 27. 

Tiene la palabra el señor Echeberria. 

m b  18 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: El artícu- 
lo 16 establece que la prestación de los servicios porta- 
dores y de los servicios finales deberá ajustarse con ca- 
rácter general a una serie de principios. Y enumera una 
serie de principio que rigen esa prestación. 

En el apartado 1 a) se dice que el área de cobertura será 
todo el territorio español. Aquí tenemos nuevamente no- 
sotros una enmienda paralela a las que he’rfios pkanteado 
antes a los artículos 13 y 14 referentes a los servicios por- 
tadores y finales, en el sentido de que proponemos que el 
área de cobertura de este servicio no tenga que ser nece- 
sariamente todo el territorio español. En apoyo de nues- 
tra tesis incluso viene el propio párrafo que al final dice 
que podrán existir puntos o zonas excepcional y transito- 
riamente no cubiertas. Con lo cual se está reconoiciendo 
implícitamente que por unas razones, que pueden ser se- 
mejantes a las que nosotros aducidmos, o por otras, el he- 
cho es que se acepta que incluso estableciendo la propia 
ley el principio de que el área de cobertura tiene que ser 
todo el territoio, por excepción, en ciertas circunstancias, 
puede no serlo. Lo que nosotros estamos diciendo es que 
se reconozca con carácter general y sin que nuestra pre- 
tensión implique ninguna arbitrariedad, sino simplemen- 
te la posibilidad de establecer zonas monopolísticas, pero 
no necesariamente que lleguen a cubrir todo el territorio 
por las razones que ya he expuesto y que no voy a repetir. 

En cuanto a la enmienda número 26, en el apartado 1, 
letra g), se habla de la aplicación de tarifas homogéneas 
a servicios equivalentes, como otro de los principios a los 
que se ha de ajustar esa prestación de servicios. Nosotros, 
en el segundo de los guiones que tiene esta legra g), don- 
de dice aadecuación ... » -de esas tarifas, se entiende- 
(( ... a los costes reales de los servicios, incluyendo la amor- 
tización de las instalaciones», pretenderíamos que se in- 
trodujese una expresión que dijese que la adecuación a 
los costes reales de los servicios se hará independiente- 
mente de cuál sea el contenido de las comunicaciones, y 
luego continuará incluyendo la amortización de las ins- 
talaciones implicadas». 

En realidad, nosotros lo que queremos matizar es que 
la adecuación a los costes reales será con independencia 
del contenido de las comunicaciones. ¿Qué queremos de- 
cir con esto? Queremos hablar de la calidad de servicio 
portador en este caso, porque se entiende que en princi- 
pio a lo que nos estamos refiriendo es a servicios porta- 
dores. Esa calidad de un servicio portador se define fun- 
damentalmente por la anchura de la banda y por el he- 
cho de si el circuito utilizado es punto a punto o es un cir- 
cuito conmutado. Pero, desde luego, por lo que no se de- 
Fine la calidad de un servicio de este tipo, y en consecuen- 
cia tampoco el coste, es por el hecho de que la informa- 
ción que se envfe sea de un contenido o de otro. Algo así 
como el hecho de que el coste de una carretera no depen- 
de del número de automóviles que pasan por ella o de las 
marcas de los automóviles que pasan por ella, sino que de- 
penden simplemente de la anchura de esa carretera y de 
los puntos que la unen. 

En consecuencia, a nosotros nos parece que no es sufi- 
ciente decir que las tarifas se han de adecuar a los costes 
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reales de los servicios, sino que se debe hacer una men- 
ción expresa a que en ese coste no se debe tener en cuen- 
ta, como un principio general, el del contenido de la co- 
municaciones que utilice ese servicio. 

La enmienda número 27 se refiere al número 2 de este 
mismo artículo 16, en el cual se establece, de alguna ma- 
nera, el derecho de todos los ciudadanos al servicio tele- 
fónico, tanto en su modalidad de teléfonos públicos, como 
de abono en su domicilio. Se dice: «...a cuyo efecto se es- 
tablecerán los mecanismos adecuados para garantizar 
que el ejercicio de este derecho pueda hacerse efectivo en 
todo el territorio nacional, en el plazo más corto posible.. 
A nosotros nos parece que esto es una declaración de bue- 
nas intenciones, que no está mal, pero que no sirve de mu- 
cho. Por ello, proponemos que se diga que esa extensión 
del s&vicio a todo el territorio se hará en un plazo máxi- 
mo de dos años, con lo cual se le forzaría de alguna ma- 
nera al Gobierno a poner en marcha los mecanismos ne- 
cesarios para que esa declaración gloriosa, digamos, que 
se hace en muchos de los artículos de este proyecto de ley, 
se lleve verdaderamente a la práctica, y que si todas esas 
manifestaciones de que el monopolio es necesario porque 
tiene que llegar a todas partes son ciertas, que se plasme 
en un compromiso concreto de que en un plazo determi- 
nado -que nosotros proponemos que sea de dos años- 
el teléfono llegue a todas las zonas del Estado. Nos pare- 
ce una cuesti6n prioritaria, y, porque nos lo parece, es por 
lo que en algún otro artículo hemos dicho que citábamos 
de acuerdo en que el monopolio trate de garantizar estos 
servicios públicos básicos. N o  estamos de acuerdo, qui- 
zás, en que se definan en pie de igualdad todos los servi- 
cios públicos, como hemos indicado al hablar del video- 
tex y del videoteléfono, etcétera. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Al- 
varez-Cascos, para la defensa de sus enmiendas 104 y 1 05, 
y del voto particular, en su caso. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Doy por 
retirada la enmienda 104 y puede considerar la Presiden- 
cia decaídos nuestros votos particulares correspondientes 
a las enmiendas números 159 y 160. 

Paso, por tanto, a defender la enmienda número 105, 
del Grupo Parlamentario de Coalición Popular, al núme- 
ro 1, letra g), del artículo 16. Conviene recordar que en 
este número 1, letra g), se regulan cuestiones trascenden- 
tales, como son los criterios en virtud de los cuales han 
de definirse las tarifas que afectan a los servicios porta- 
dores y los servicios finales de telecomunicación; servi- 
cios portadores y servicios finales que abarcan desde el 
servicio telefónico urbano e interurbano hasta las com- 
plejas redes de datos. 

A nuestro juicio, es necesario un tercer criterio a unir 
a los dos anteriores. El proyecto de ley establece que se 
inspiren las tarifas en criterios de accesibilidad de los ser- 
vicios públicos al uso de los ciudadanos, que se inspire en 
el criterio de adecuación a los costes reales de los servi- 
cios, incluyendo la amortización de las instalaciones; pero 
creemos que le falta un tercer criterio absolutamente de- 

finitivo para que queden establecidas, sin ambigüedad, 
las normas básicas que han de regir la fijación de las ta- 
rifas. Porque si no se garantiza - c o m o  dice nuestra en- 
mienda- que se prohíben las subvenciones cruzadas en- 
tre servicios, cualquiera de los dos criterios anteriores 
quedará enmascarado, en mayor o menor medida, en la 
que se quieran establecer esas subvenciones cruzadas en- 
tre unos servicios y otros. 

Aquí, señor Presidente, señorías, está en juego, en pri- 
mer lugar, un desequilibrio entre lo que podríamos Ha- 
mar las redes modernas y las redes antiguas, porque en 
las redes modernas de telecomunicación ya se aplican, 
efectivamente, los criterios de costo real de los servicios 
y puede hablarse de que no existen prácticamente sub- 
venciones cruzadas entre los mismos. Pero no podemos 
decir lo mismo en aquellas redes antiguas en las que exis- 
te una fuerte inercia para modificar los sistemas tarifa- 
rios. Esto se traduce, precisamente, hacia una discrimi- 
nacibn o hacia un enfrentamiento, yo diría, entre lo urba- 
no y lo interurbano, o, si se quiere decir de otra manera, 
entre la corta distancia y la clara distancia. Prácticamen- 
te, las tarifas telefónicas en nuestro país están fundamen- 
tadas por la subvención que se otorga en favor de la cor- 
ta distancia y en perjuicio de la larga distancia. Esta no 
es ya s610 un criterio político o un criterio económico, es 
también un criterio de profundo sentido del reequilibrio 
regional, porque es evidente que mientras no exista una 
posibilidad de rectificar las tarifas como criterio inspira- 
dor de la misma, de forma y manera que se acerquen las 
regiones periféricas al centro de gravedad en virtud del 
cual se miden las distancias y se tarifan las telecomuni- 
caciones, seguirán existiendo discriminaciones en función 
de la situación geográfica de las regiones. 

Por lo tanto, yo invoco, para justificar esta enmienda, 
también profundas razones de sentimiento regional ten- 
dentes a reequilibrar o a reducir las distancias -me re- 
fiero en materia de telecomunicaciones- entre las regio- 
nes periféricas y la España central. Esto, además, simpli- 
ficaría determinadas disposiciones de este proyecto de 
ley, porque si se planteara como principio inspirador de 
las tarifas en materia de telecomunicaciones el que yo es- 
toy señalando en nombre de mi Grupo, no sería necesario 
establecer las prohibiciones que, como consecuencia de 
las distorsiones que hay actualmente en materia de tari- 
fas, se fijan en materia de servicios de valor añadido, 
como veremos luego, en los artículos 24.2 y 24.3. Si estas 
prevenciones que se establecen son, precisamente, porque 
el legislador quiere evitar que se utilicen servicios de va- 
lor añadido para vender voz, pa a vender servicio telef6- 
nico encubierto, si realmente las tarifas en virtud de las 
cuales se regularan la corta y la larga distancia del servi- 
cio telefónico se inspiraran en la prohibición de subven- 
ciones cruzadas entre servicios, serían innecesarias todas 
estas prevenciones que como consecuencia del reconoci- 
miento de esta situación establece el proyecto de ley. 

7 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo. 
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El señor SAENZ LORENZO: Nos vamos a oponer a las 
enmiendas que plantean los distintos grupos parlamen- 
tearios a este artfculo 16, por los siguientes motivos. 

En primer lugar, en el tema que plantea el Grupo Vas- 
co sobre que la cobertura sea o no de todo el territorio es- 
pañol, hemos manifestado reiteradamente nuestra posi- 
ción contraria a la que plantea la enmienda. 

Respecto de la enmienda número 27, pensamos que no 
es adecuado que algo que puede ser un compromiso de 
Gobierno o que puede ser el contenido de una proposi- 
ción no de ley, que expresa una voluntad de que en un pla- 
zo establecido se resuelva un problema determinado, 
deba ser plasmado en un texto legal. Yo creo que los tex- 
tos legales tienen otra afinidad y no deben expresarse en 
ellos voluntades que luego se pueden cumplir o no cum- 
plir. Los textos legales deben ser normativos y no expre- 
siones de voluntad política de cumplir unos determina- 
dos plazos. Luego se cumplen o no se cumplen, y la ley 
puede quedar incumplida. No hay mecanismos para ha- 
cer cumplir la ley porque eso es falta de realismo. 

Por tanto, sugerirfa al Grupo Vasco que, si quiere, pue- 
de plantear una proposición de ley en este sentido. Noso- 
tros estudiaríamos gustosamente la posibilidad de apro- 
barla. Pero pensamos que no es adecuado introducir en 
un texto legal un compromiso temporal respecto de cuán- 
do va a resolver el Gobierno un problema tan complejo 
como el de que todas las zonas rurales puedan tener ac- 
ceso al servicio telefónico. 

En cuanto a 18 enmienda número 26, tampoco estamos 
de acuerdo con el planteamiento de que las tarifas sean 
independientes de cuál sea el contenido de la comunica- 
ción, porque eso iría en contra de las zonas rurales, de las 
zonas de menor utilización del servicio. Si a todos les ha- 
cemos pagar igual en virtud de la lfnea que tenga o de la 
capacidad que tenga esa lfnea, independientemente de 
que la utilice mucho o poco, estamos primando a aque- 
llas zonas que tienen una gran utilización de la línea fren- 
te a las que tienen una menor utilización. El criterio de 
la solidaridad que nosotros planteamos y que debe estar 
presente a lo largo de este proyecto de ley nos impedirfa 
aceptar ese planteamiento. 

Lo mismo le tengo que decir al señor Alvarez-Cascos 
cuando nos propone que no haya subvenciones cruzadas. 
Estoy de acuerdo en el ejemplo que pone, cuando dice que 
las tarifas interurbanas no deben subvencionar a las ta- 
rifas urbanas, pero pensamos que la fundamentación que 
hemos hecho del sistema de monopolio está basada en 
subvenciones cruzadas. Gracias a que hay una fuerte uti- 
lización en las zonas urbanas y en las zonas de máxima 
demanda, se pueden llevar determinados servicios a las 
zonas no urbanas, a las zonas rurales, en las que hay mu- 
cha menos demanda y en las que no hay una adecuada uti- 
lización de servicios. Por tanto, siempre tiene que haber 
subvenciones cruzadas; estos servicios de los grandes nú- 
cleos urbanos siempre tendrán que subvencionar, en bue- 
na medida, las inversiones y los equipamientos que haya 
que realizar en las zonas rurales. 

Por tanto, aun estando de acuerdo en el ejemplo que él 
propone, que no debe ser la subvención tal y como se está 

produciendo en estos momentos, no estarfamos de acuer- 
do en introducir en la ley una prohibición a las subven- 
ciones cruzadas, porque eso mataría en buena medida las 

osibilidades de expansión de determinados servicios a 
zonas con poca intensidad de demanda o en las cuales la 
utilización de los servicios que se reclaman serían, en 
cualquier caso, menores. 

Por todos estos motivos nos vamos a oponer a las en- 
miendas planteadas por los distintos Grupos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Echeberría, tiene la 
palabra. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En cuanto 
al tema de la cobertura, no vamos a insistir demasiado, 
pero que conste que, como he dicho, en ese párrafo se dice 
que «podrán existir puntos o zonas excepcional y transi- 
toriamente no cubiertasu, cuestión a la que el señor Sáenz 
Lorenzo no ha hecho ninguna referencia y que en el fon- 
do es un reconocimiento implícito de la dificultad que hay 
de cumplir ese principio genérico de que el área de co- 
bertura sea la totalidad del territorio. 

Respecto a la cuestión del contenido de las comunica- 
ciones, yo comprendo perfectamente el argumento de so- 
lidaridad que el señor Sáenz Lorenzo maneja, pero tén- 
gase en cuenta que lo que se dice en el proyecto de ley es 
que la adecuación a los costes reales de los servicios será 
uno de los criterios, uno de los principios; no se me pue- 
de decir que el coste real depende del uso que se haga de 
uno de estos circuitos. El coste real no depende de eso. 
Otra cosa es que usted utilice ese mecanismo para hacer 
una redistribución solidaria. Pero entonces dígalo, o diga 
usted que puede haber otros mecanismos. Pero desde lue- 
go ése no es el coste real, salvo que usted considere el cos- 
te real en el sentido total de todo el servicio del Estado, 
3 de toda la red en su conjunto. Eso no es, repito, lo que 
normalmente se entiende por coste real, y sin embargo 
aquf se hace una mención expresa de una adecuación a 
los costes reales. Ese no es un criterio de medición de cos- 
te real. Otra cosa es que sea un mecanismo de redistribu- 
:ión solidaria, en lo cual podemos estar de acuerdo, pero 
:ntonces no ponga usted adecuación a los costes reales 
:omo criterio. 

Y en cuanto al tema de los dos años, creo que tiene una 
gran parte de razón la argumentación del señor Sáenz Lo- 
renzo. También hay leyes en las que se establecen com- 
aromisos de plazos concretos, aunque pueda no ser una 
técnica legislativa perfecta, y desde luego lo que está cla- 
ro es que, con la simple declaración de principios tampo- 
:o se hace nada en una ley. Es decir, que si eso luego no 
iene una traducción en algún plan o en algún elemento 
p e  de alguna manera sirva para poder controlar su eje- 
:ución, la declaración de principios en sí no sirve prácti- 
:amente para nada. 

l 

El señor PRESIDENTE: Señor Sáenz Lorenzo, tiene la 
lalabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, simple- 
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mente para señalar quemsotros pensamos que sí que tie- 
nen que estar las tarifas en relación con los costes reales 
de los servicios, incluyendo las desamortizaciones, pero 
una prohibición expresa de las subvenciones cruzadas, 
como plantea el Grupo Popular, no nos parece adecuada, 
y tampoco nos parece adecuado que sea independiente- 
mente de la utilización que se haga del medio. Yo creo 
que las tarifas sí que deben estar en relación con los cos- 
tes reales, pero el planteamiento que hace la enmienda de 
S. S. nos impediría algunas matizaciones solidarias en la 
cuestión que no nos parece oportuno incorporar a la ley. 

Quisiera señalar que en la enmienda introducida en Po- 
nencia en el artículo 16, por parte del Grupo Socialista, 
hay alguna mayor defensa también de los consumidores 
y algún control de las posibles actuaciones de las entida- 
des concesionarias, cuando en el apartado e) se ponen li- 
mitaciones a las consecuencias a que puede llevar el in- 
cumplimiento contractual por parte del usuario o del abo- 
nado. Nosotros hemos introducido una cautela, y es seña- 
lar que ese incumplimiento ha de ser grave y reiterado 
para que pueda tener consecuencias para el mismo su 
planteamiento. Es decir, que nosotros estamos en el espí- 
ritu planteado aquí por algunos Grupos de establecer con- 
troles y limitaciones a las posibles actuaciones de las com- 
pañías concesionarias. 

El sedor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación 
las enmiendas de este artículo 16. En primer lugar, las 
números 25, 26 y 27, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro: en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
La enmienda número 104, del Grupo Popular, ha sido 

retirada, así como el voto particular. En consecuencia, pa- 
samos a votar la enmienda número 105, del Grupo de 
Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a fpvor, cuatro; en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Finalmente, vamos a votar el artículo 16 en su conjun- 

to, de acuerdo con el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente multado: Vo- 
toa a favor, 14; en contra, dor; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 
lo 16, conforme al texto del informe de la Ponencia. 

Artfculoi7 Pasamos a continuación a considerar el artículo 17. (El 
i e h r  Vicepresidente, Gracia Plaza, ocupa la Presidencia.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): El artícu- 
lo 17 mantiene vivas enmiendas de Minoría Catalana, 
Gmpo Parlamentario Vasco y Coalición Popular. 

Para defender sus enmiendas números 205,206 y 207, 
tiene la palabra por Minoría Catalana el señor Recoder. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Nuestro Grupo Par- 
lamentario ha presentado tres enmiendas al artículo 17. 
La primera de ellas hace referencia al párrafo segundo del 
número 1 y pretende la supresión de dicho párrafo, que 
establece que u los diferentes instrumentos de ordenación 
urbanística del territorio deberán tener en cuenta la po- 
sible instalación de servicios de telecomunicación~. 

En primer lugar, pretendemos la supresión de este 
párrafo porque es difícil que los diferentes instrumentos 
de ordenación urbanística puedan tener en cuenta la po- 
sible instalación de servicios de telecomunicación si en la 
mayoría de los casos la desconocen. Y, en segundo lugar, 
porque la propia Ley sobre régimen del Suelo y Ordena- 
ción Urbana ya prevé que en los distintos instrumentos 
de ordenación del territorio se tendrá en cuenta la posi- 
ble instalación de servicios públicos. -Por ello, considera- 
mos innecesaria la inclusión de este precepto. 

En cuanto a la segunda enmienda, que hace referencia 
al número 2 de este artículo, creemos preciso incluir la 
necesaria autorización del uso de dominio público de las 
comunidades autónomas por parte de esas comunidades 
autónomas. Se nos podrá decir que en el proyecto de ley, 
tal como está redactado, ya se exige un informe favorable 
del órgano competente de la Administración pública titu- 
lar del dominio afectado - e n  este caso también puede ser 
de la comunidad autónoma que ve afectado su dominio 
públicc+, pero, a continuación, en el artículo 18 se exi- 
ge que las autorizaciones del uso de dominio público mu- 
nicipal deberán otorgarse conforme a lo dispuesto en la 
Ley de Régimen Local; se exigirá la autorización, en este 
caso, del ayuntamiento afectado, y en cambio en el caso 
de la comunidad autónoma sólo se exige el informe favo- 
rable del órgano competente de la Administración públi- 
ca titular del dominio afectado. Pensamos que es una di- 
ferencia importante. 

La tercera enmienda se refiere al número 3 del artícu- 
lo 17, y con ella pretendemos que se suprima la conside- 
ración con carácter general de aplicación del procedi- 
miento de urgencia para la explotación de servicios por- 
tadores o servicios finales de telecomunicación. La Ley de 
Expropiación Forzosa, en su artículo 52, establece que el 
procedimiento de urgencia en la expropiación forzosa ten- 
drá un carácter estrictamente excepcional. Es más, exige 
un acuerdo expreso del Consejo de Ministros para cada 
caso, declarando la utilidad pública y la necesidad de ocu- 
pación para el proyecto en concreto. En este caso no sólo 
se establece con carácter general para la explotación de 
servicios portadores o servicios finales de telecomunica- 
ción el régimen de urgencia previsto con carácter excep- 
cional en la Ley de Expropiación Forzosa, sino que ade- 
más no se exige la declaración expresa por parte del Con- 
sejo de Ministros por medio de decreto. 

En el apartado b) se establece que la *Declaración de 
utilidad pública en cada caso concreto ..., corresponderá 
al Delegado del Gobierno ... B. Es decir, que un régimen es- 
pecial previsto en la legislación específica en este caso se 
está convirtiendo en un régimen de carácter general. El 
motivo lo sospechamos. El régimen normal de expropia- 
ción forzosa no funciona y las tardanzas en la resolución 
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de los expedientes por parte de los jurados de expropia- 
ción, que tienen su sede en los gobiernos civiles y que en 
la Ley se fija en ocho días, a veces llega a ser de varios 
años, pero no creemos que la solución sea declarar con ca- 
rácter general el régimen de urgencia, sino que la solu- 
ción pasa bien por solventar definitivamente el problema 
de la falta de medios de estos jurados o bien por el decre- 
to expreso para cada caso por parte del Consejo de 
Ministros. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): Para la 
defensa de la enmienda número 28, tiene la palabra el se- 
ñor Echeberría, por el Grupo Parlamentario Vasco. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: El artícu- 
lo 17 que estamos examinando establece en el primer 
párrafo del número 1 : ((La explotación de Servicios Por- 
tadores o Servicios Finales de Telecomunicación llevará 
aparajado el derecho a establecer la Red e Infraestructu- 
ra necesarias para la prestación de los mismos ... » Y en el 
segundo párrafo de ese mismo número se dice: «En tal 
sentido, los diferentes instrumentos de ordenación urba- 
nística del territorio deberán tener en cuenta la posible 
instalación de servicios de telecomunicación». Pues bien, 
nosotros proponemos en nuestra enmienda que este se- 
gundo párrafo se matice de alguna manera, haciendo que 
esta obligación pueda cumplirse precisamente por quie- 
nes han de cumplirla, porque es muy fácil establecer nue- 
vamente una obligación tan genérica a favor de quienes 
van a llevar a cabo ese servicio portador o ese servicio fi- 
nal, pero esa obligación es muy difícil de cumplir para un 
ayuntamiento, para una administración local, que tiene 
que tener en cuenta, como se dice genéricamente y sin 
más en este párrafo, la posible instalación de servicios de 
telecomunicación. Es una cosa totalmente abierta e in- 
concreta y, por lo tanto, casi imposible de tener en cuen- 
ta precisamente por esas administraciones. Lo que pre- 
tende nuestra enmienda es que se añada a ese párrafo una 
matización, como digo, en la cual se dijese: «A tal efecto, 
la Administración redactora del Plan Nacional remitirá 
los proyectos técnicos detallados que afecten a la Admi- 
nistración Urbanística competente en cada caso, para 
otorgar la aprobación inicial de los diversos instrumen- 
tos de planteamiento, la cual...)) -es decir, ésta, la Admi- 
nistración Urbanística- < l e . .  cuidará de que la documen- 
tación precisa junto con el proyecto del plan o programa 
sea remitida a las Entidades afectadas, para su informe 
y consiguiente introducción de las previsiones de instala- 
ción en aquéllos». 

En síptesis, lo que nosotros pretendemos es que ,el que 
tiene que cumplir la obligación disponga de la informa- 
ción necesaria, en tiempo e intensidad oportunos, para 
poder cumplir tal obligación. Si no se hace esto, nueva- 
mente crearemos conflictos, porque el que tenga que Ile- 
var a cabo ese servicio portador o servicio final se consi- 
derará con el derecho de que se haya tenido en cuenta su 
necesidad de utilizar o de establecer la red y la infraes- 
tructura necesarias. Sin embargo, la Administración que 
ha tenido que hacerlo podrá aducir que ella no disponía 

de los planes necesarios para haber previsto esa necesi- 
dad de infraestructura con esta finalidad. 

En consecuencia, creemos que hay que matizar este se- 
gundo párrafo, porque, de lo contrario, es prácticamente 
de imposible cumplimiento. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): El Grupo 
Popular tiene viva la enmienda 106, y mantiene, a su vez, 
un voto particular. Para su defensa tiene la palabra el se- 
ñor Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Con una 
intervención defenderé tanto la enmienda como el voto 
particular a la enmienda socialista número 6 1 introduci- 
da en el mismo apartado. 

En relación con ellas conviene comenzar recordando 
que el artículo 33 de la Constitución establece que «Na- 
die podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por 
causa justificada de utilidad pública...». Es decir, el re- 
quisito de la utilidad pública está, evidentemente, cons- 
titucionalizado. A su vez, la Ley de Expropiación Forzo- 
sa, en su artículo 10, establece que la utilidad pública ha 
de declararse por ley: Cuando la ley haya declarado ge- 
néricamente la utilidad pública, entonces corresponderá 
al Consejo de Ministros su reconocimiento en cada caso 
concreto, y es posible que una ley que regule obras, ser- 
vicios o concesiones disponga de un régimen especial. En 
el caso de la ley de ordenación de las telecomunicaciones 
se rompe este esquema, porque en el artículo 3 se decla- 
ra genéricamente la utilidad pública para la explotación 
de los servicios portadores o finales. Luego, aplicando el 
artículo 10 de la Ley de Expropiación Forzosa, correspon- 
derá al Consejo de Ministros el reconocimiento concreto 
en cada caso. Lejos de ello, la declaración de utilidad pú- 
blica para estos servicios se atribuye en el apartado b), 
del artículo 17.3, al Delegado del Gobierno. Por eso, nues- 
tra enmienda propone la supresión de este apartado, por- 
que consideramos necesario suprimir la competencia del 
Delegado del Gobierno para declarar la utilidad pública 
de la expropiación. 

Es cierto que podría considerarse que la ley de ordena- 
ción de las telecomunicaciones es una ley especial que re- 
gula un supuesto específico para determinadas obras, ser- 
vicios o concesiones, pero también lo es, señorías, que se 
contrapone al esquema de la Ley de Expropiación Forzo- 
sa, teniendo en cuenta que después de la Constitución, al 
reconocerse con rango constitucional el requisito de la 
utilidad pública, las garantías de su reconocimiento o de- 
claración deben ser superiores a las reguladas en la Ley 
de Expropiación Forzosa, que es anterior a la Constitu- 
ción. Frente a ello, la ley de ordenación de las telecomu- 
nicaciones rebaja el rango orgánico de la declaración, 
pues desde el Consejo de Ministros lo atribuye al Delega- 
do del Gobierno y, a juicio del Grupo de Coalición Popu- 
lar, esta competencia del Delegado del Gobierno es abso- 
lutamente insostenible. Por ello, queda ptenamente justi- 
ficada nuestra enmienda de supresión en este apartado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): Para tur- 
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no en contra, tiene la palabra el señor Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Para oponemos a las pro- 
puestas que nos han planteado tanto el Grupo Vasco como 
el Grupo de Minoría Catalana y Coalición Popular, excep- 
to la enmienda número 28, del Grupo Vasco, a la que pre- 
sentaríamos una enmienda transaccional. 

Efectivamente, vemos la dificultad que en su interven- 
ción ha puesto de manifiesto, puesto que, a pesar de la ex- 
presión u ... deberán tener en cuenta...N, no sabemos bien 
cómo poder introducir esta obligación que nos parece in- 
dispensable en la aprobación de los instrumentos de or- 
denación urbanística. En tal sentido, nosotros propon- 
dríamos una enmienda transaccional por la cual el párra- 
fo segundo del número 1, del artículo 17, quedaría redac- 
tado del siguiente modo: En tal sentido, los diferentes ins- 
trumentos de ordenación urbanística del territorio debe- 
rán tener en cuenta la instalación de servicios de teleco- 
municación, a cuyo efecto el órgano encargado de su re- 
dacción recabará de la Administración la oportuna in- 
formación. 

Es una forma de solventar que, efectivamente, la Admi- 
nistración que tenga competencia para aprobar la orde- 
nación urbanística tenga acceso a la información necesa- 
ria para tener en cuenta la instalación de servicios de te- 
lecomunicación. Nos parece que es indispensable que las 
ordenaciones urbanas tengan en cuenta la instalación de 
estos servicios, y éste podría ser un mecanismo más ade- 
cuado que el que propone la enmienda, para cuyo cum- 
plimiento vemos más dificultades, puesto que a un ayun- 
támiento determinado no le interesa conocer el plan ge- 
neral, sino que le interesa en qué medida y cuáles son las 
previsiones del plan respecto de su municipio y en qué 
sentido le afectan al territorio urbano de su competencia. 
Por tanto, quizá fuera más útil el que, en cada caso, cuan- 
do se fuera a aprobar una determinada norma o un de- 
terminado instrumento de ordenación urbanística, se re- 
cabaran de la Administración de telecomunicaciones las 
previsiones que a este respecto establece el plan, para dis- 
poner de esa información antes y cumplimentar de este 
modo el adecuado instrumento ordenador. 

Esta es, pues, la enmienda transaccional que hago Ile- 
gar en este momento al Presidente de la Comisión, y que 
está también en relaci6n con el planteamiento de la en- 
mienda 205, de Minoría Catalana. 

Respecto de la enmienda 206, queremos decir que no 
vemos cuál es el fondo de la propuesta, porque, efectiva- 
mente, en el apartado b), como ya lo ha dicho el Diputa- 
do interviniente, se precisa que el informe favorable del 
órgano competente de la Administración pública titular 
del dominio afectado es indispensable, luego la Adminis- 
tración pública titular del dominio afectado, sea un ayun- 
tamiento o sea una comunidad autónoma, tiene la posi- 
bilidad de paralizar el procedimiento, puesto que sin el 
informe favorable no es posible seguir adelante. Por tan- 
to, nosotros pensamos que están totalmente salvaguarda- 
dos los derechos de la entidad titular del dominio afecta- 
do. Yo no sé si con la redacci6n que propone Minorla Ca- 
talana se podrían resaltar más las competencias de cada 

Administración, pero nosotros pensamos que en la redac- 
ción del texto del informe de la Ponencia no hay ningún 
riesgo de que no sea no solamente oída, sino que con in- 
forme vinculante, la Administración que sea en cada caso 
titular del dominio que corresponda. 

Por tanto, no vemos necesario aceptar esa enmienda, 
como tampoco la 106, del Grupo Popular, que nos plan- 
tea la eliminación de un mecanismo que lo que pretende 
fundamentalmente es dar mayor rapidez a la instalación 
de redes de telecomunicación. En estos momentos esa ins- 
talación debe extenderse con cierta rapidez, y lo que pre- 
tende el número 3, del artículo 17, es facilitar el que 10s 
trámites no impidan que de una forma real las redes de 
telecomunicación vayan llegando a todas las zonas de 
nuestro país, por muy apartadas que estén. 

Efectivamente, el portavoz del Grupo Minoría Catala- 
na ha señalado que en estos momentos hay una cierta len- 
titud en algunas resoluciones. Nosotros pensamos que, 
puesto que se precisa que los servicios de telecomunica- 
ción se extiendan con la máxima rapidez, hay que intro- 
ducir este procedimiento especial de urgencia que, ade- 
más, no se lleva a trámite del Consejo de Ministros, por- 
que ello significaría aproximadamente el multiplicar por 
diez el número de expedientes que tiene que resolver ese 
Consejo de Ministros y, por tanto, la cuestión planteada, 
que supone una mayor dificultad de tramitación, se re- 
suelve mediante la facultad que se le otorga al Delegado 
del Gobierno en la entidad. 

Nosotros pensamos que la enmienda introducida por el 
Grupo Socialista no produce diferencias sustanciales con 
el texto inicial del proyecto, sino que hace unas precisio- 
nes que a nosotros nos parecían necesarias y, por tanto, 
también vamos a estar en contra de la propuesta de man- 
tener el texto inicial que hace el Grupo Popular. 

El sefior VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): Tiene la 
palabra el señor Echeberría. 

El seiior ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, he seguido con toda la atención de que soy capaz 
en estos momentos la argumentación del sexior Sáenz Lo- 
renzo en cuanto al tema de quién es de alguna manera el 
obligado a facilitar la información y quién el que debe pe- 
dirla. La transacción que él propone implica que, por si- 
tuar las cosas a nivel concreto, el ayuntamiento que es- 
tuviese en la tesitura de hacer un instrumento de ordena- 
ción tuviese que recabar de la Administración que pudie- 
ra darle la información referente a los planes que existen 
por parte de quienes van a establecer un servicio porta- 
dor o final, que puede, por ejemplo, afectar a ese munici- 
pio. A mí eso me parece francamente difícil, porque pro- 
bablemente ese ayuntamiento no sabe ni a quién dirigir- 
se. Yo no estoy diciendo que el ayuntamiento necesite el 
plan nacional, o los planes nacionales, según se acuerde, 
que se hagan sobre este tema, lo que estoy diciendo (que 
es a lo que se refiere el artículo) es que quien piense ex- 
plotar un servicio portador o final que afecte a un ayun- 
tamiento, esté obligado a darle la información necesaria 
para que ese ayuntamiento tenga en cuenta sus necesida- 



- 5872 - 
COMISIONES 13 DE OCTUBRE DE 1987.-NÚM. 164 

des de infraestructura al hacer sus planes. Lo lógico es 
que quien sabe lo que se va a hacer en un sitio, dé la in- 
formación al que está afectado en ese sitio, porque el 
ayuntamiento difícilmente va a saber a quién dirigirse, 
ya que los posibles explotadores de esos servicios pueden 
ser muchos, probablemente no lo serán, pero pueden ser 
varios, y el ayuntamiento, que muchas veces tienen po- 
cos medios, no va a poder quizá ni saber a quién tiene 
que dirigirse, repito, para pedir esa información, y esta- 
mos sin resolver el problema. 

Sin embargo, a nosotros nos parece que el que vaya a 
explotar sabe perfectamente por dónde quiere que pase 
su línea, etcétera, y es el que puede mejor dirigirse a los 
afectados dándoles la información necesaria. Por eso es 
por lo que nosotros establecíamos la obligación por parte 
del explotador y no por parte de la Administración, como 
digo hablando en términos concretos, porque planteamos 
que la información se diera a través de la comunidad au- 
tónoma, y que la Administración local, que va a ser la que 
va a tener que tener en cuenta esa información en su ins- 
trumento, fuese la que recibe la información y no la que 
tenga que solicitarla. 

En consecuencia, nos parece que la intención de la tran- 
sacción es buena, pero no creemos que es la mejor 
solución. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): Señor 
Echeberría, a efectos de tramitar la transaccional, jman- 
tiene su enmienda? 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: La podemos 
retirar, pero, desde luego, no estamos nada convencidos 
de que la transacción sea buena, y quizá nos reservemos 
nuevamente el plantear el tema en el Senado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Gracia Plaza): Muchas 

Tiene la palabra el señor Martínez-Campillo. 
gracias. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Al amparo 
del artículo 114, quiero fijar posición sobre esta enmien- 
da transaccional. 

Nosotros no hemos presentado ninguna enmienda a 
este artículo, pero no nos quedaríamos tranquilos si no se 
recogiera en el Diario de Sesiones una apreciación que 
creemos necesaria, y es que si la enmienda transaccional 
ha de servir para poner de acuerdo los propósitos de unos 
y otros grupos, perfecto, no tenemos nada que decir, pero 
yo quisiera recordar una cosa, y es que a mí me parecía 
muy bien el artículo como estaba redactado y ahora es- 
tamos complicándolo con algo que ya está recogido en la 
Ley del Suelo. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El texto refundido de 9 de abril de 1976 de la Ley del 
Suelo determina la obligación de la Administración pú- 
blica y de los particulares de ofertar a la Administración 
que formula o redacta planes de urbanismo toda la infor- 
mación necesaria para la redacción de estos instrumen- 
tos de planeamiento, es decir, que estamos recordando 
una obviedad. Tanto los particulares como la Administra- 

ción pública están obligados a facilitar esa información, 
con lo cual creo que es innecesario abundar en ello, por- 
que la Ley del Suelo lo contempla mejor que nosotros lo 
estamos haciendo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Recoder. 

El señor RECORDER 1 MIRALLES: Para anunciar la 
retirada de nuestra enmienda 205. Creemos que el espíri- 
tu perseguido por esta enmienda - e n  parte, no del todo, 
porque suscribo la intervención del Grupo del CDS-, 
queda recogido en la enmienda transaccional del Grupo 
Socialista. 

No retiramos, de otra parte, las enmiendas 206 y 207 
que consideramos vivas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: La argu- 
mentación del señor Sáenz Lorenzo de lo único que me 
convence es de que el Consejo de Ministros trabaja con de- 
masiada lentitud y que tal vez haya que revisar los pro- 
cedimientos de trabajo no sólo por el tema de las teleco- 
municaciones, sino por otros muchos expedientes que tie- 
nen la obligación de circular por el Consejo de Ministros 
y que también sería deseable que pudieran abreviar sus 
plazos, pero ello no es razón suficiente para que se rocen 
o rebasen los mandatos legales, en este caso constitucio- 
nales, y, por tanto, creo que esa buena intención que per- 
sigue el Grupo Socialista con esta formulación no es su- 
ficiente para que pueda hacer rectificar mi criterio en re- 
lación con la improcedencia jurídica de la formulación 
que se contiene en el apartado b), del número 3, del 
artículo 17. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, pasamos a 
la votación de las enmiendas a este artículo 17. Al ofre- 
cer el Grupo Socialista la enmienda transaccional, decaen 
o se retiran las enmiendas números 28, del Grupo Vasco, 
y 205, de Minoría Catalana. 

Señorías, vamos a votar, en primer lugar, las enmien- 
das 296 y 207, de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro: en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación la enmienda 106, del Grupo 

Parlamentario de Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro: en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
A continuación, votamos la enmienda transaccional 

ofrecida por el Grupo Parlamentario Socialista, que sus- 
tituye a las 205 y 128. 
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Efectuada la votaci6n, dio el sigulente resultado: Vo- 
tos a favor, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Señor Alvarez-Cascos, jel Grupo de Coalición Popular 

mantiene su voto particular? 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Sí, seíior 
Presidente. Lo he defendido conjuntamente con mi en- 
mienda. 

El señor PRESIDENTE: Votamos, a continuación, el 
voto particular del Grupo Parlamentario Popular a este 
artículo 17, que busca mantener el texto original del pro- 
yecto de ley. 

Efectuada la votacl6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 14; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazado. 
Finalmente, sometemos a votación el articulo 17. (El se- 

El señor Recoder tiene la palabra. 
ñor Recorder i Miraiíes pfde la palabra.) 

El señor RECODER 1 MIRALLES: Señor Presidente, 
para solicitar la votación separada del apartado 1. 

El señor PRESIDENTE: Votamos, en primer lugar, el 
artfculo 17, apartado 1, según el texto de la Ponencia. 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Votamos, a continuación, los apartados 2 y 3 de este 

artículo 17. 

Efectuada la votacl6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 14; en contra, dos; abstenciones, dos. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan aprobados los aparta- 
dos 2 y 3 del artfculo 17 y, por tanto, la totalidad de di- 
cho artículo. 

Pasamos, a continuación, a debatir las enmiendas al ar- 
tículo 18 del proyecto de ley. 

Hay cuatro enmiendas del Grupo Parlamentario dasco, 
las números 29, 30, 31 y 32. Para su defensa, tiene la pa- 
labra el señor Echeberría. 

Aiikulo 18 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: En este ar- 
ticulo 18 se consideran una serie de condiciones relativas 
a las autorizaciones de uso del dominio público munici- 
pal a que se hace referencia en el artículo anterior, el 17. 
Y nuestras enmiendas, en general, a lo que tienden es a 
favorecer, digamos, a las haciendas municipales, a los 
ayuntamientos; no sólo a las haciendas, sino, en general, 
digamos, a la gestión municipal, que muchas veces es pre- 
caria, tanto en cuanto a medios económicos como en 
cuanto a medios personales. 

La primera de las enmiendas, la número 29, que se re- 
fiere al apartado 2 ,  dice lo siguiente: Sustituir el párrafo 
en que se dice que sólo podrá imponerse la canalización 
subterránea cuando esté así establecido en instrumento 
de planeamiento urbanístico debidamente aprobado, por 
otro en el que se dijera que se establece como criterio pre- 
ferente la canalización subterránea de las redes. Será obli- 
gatoria la misma cuando asf se establezca en el corres- 
pondiente instrumento de planeamiento urbanístico. 

Nosolros damos preferencia precisamente a la canali- 
zación subterránea sobre otras soluciones técnicas, por- 
que pensamos que respeta mejor el territorio y el medio 
ambiente, y en ese sentido, en lugar de aceptar la redac- 
ción del apartado 2, que dice, como he leido, que sólo po- 
drá imponerse la canalización subterránea en determina- 
dos supuestos, establecemos o proponemos que, por el 
contrario, la canalización subterránea sea el criterio pre- 
ferente, con lo cual estamos cambiando bastante, o mu- 
cho, el sentido de ese apartado 2, exigiendo, como digo, 
con preferencia la canalización subterránea. 

La enmienda número 30 es de adición. En este aparta- 
do 2, párrafo segundo, se dice que el órgano urbanístico 
actuante o el titular de la urbanización vendrán obliga- 
dos a resarcir del superior costo de la canalización sub- 
terránea que se imponga a la Entidad gestora del Servi- 
cio de Telecomunicación, pudiendo, a su vez, repercutir 
dicho coste sobre el destinatario final. 

Nosotros, en coherencia, de alguna manera, con las en- 
miendas que he comentado anteriormente, en cuanto a la 
obligatoriedad de dar la información necesaria para que 
se puedan tener en cuenta las necesidades por parte de 
quien tiene que hacer el planteamiento urbanístico, pro- 
ponemos que se añada a esta redacción lo siguiente: 
uSiempre que los planes detallados de infraestructura hu- 
bieran sido puestos a disposición de la Administración ur- 
banística correspondiente con una antelación mínima de 
tres años». Es decir que el ayuntamiento de turno, diga- 
mos, en términos vulgares, tendría la obligación de resar- 
cir del superior coste de la canalización subterránea que 
ha impuesto a esa entidad gestora, siempre que él hubie- 
se dispuesto de la información necesaria con tres años de 
antelación, de manera que hubiese podido tenerlo en 
cuenta. 

Lo de los tres años tiene su base. La tiene en que, por 
lo que a mí me dicen, entre que llega una información, se 
hace el plan, se abren los correspondientes plazos de in- 
formación pública, etcétera, pueden pasar fácilmente tres 
años desde que se inicia un planeamiento hasta que el 
mismo está aprobado. O sea, que no es ninguna medida 
excesiva el pensar en los tres anos. Pero el espíritu de la 
enmienda es que no se pueda obligar a un ayuntamiento 
a resarcir de esos mayores costes cuando se le impone esa 
obligación de canalización subterránea sin tener la infor- 
mación previa, con un plazo suficiente, que le dé la posi- 
bilidad de preverlo. Todos conocemos, además, cómo mu- 
chas veces se abren sucesivamente las mismas carreteras, 
unas veces por necesidades de la canalizaclón telefónica, 
otras, de la canalización de agua, de la de energía eléctri- 
ca, etcétera, simplemente por una falta de previsión y por 
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una falta, como he dicho, de medios de las Administra- 
ciones locales. 

En cuanto a la enmienda número 3 1, que se refiere al 
párrafo 3 del apartado 2,  es puramente coherente con la 
anterior. Es decir, aquí se habla de las proporciones en 
que esos costes han de ser compensados por parte de la 
entidad gestora y por parte de los ayuntamientos. Noso- 
tros, antes de entrar en los porcentajes, es decir, en esas 
proporciones, volvemos a repetir que la obligación por 
parte del ayuntamiento de hacer frente a un determinado 
coste ha de ser siempre que se haya dispuesto de la infor- 
mación, exactamente igual que en el párrafo anterior, con 
tres años de antelación. O sea, por una parte proponemos 
eso en nuestra enmienda número 31; y en la siguiente en- 
mienda, que es la Liltima, proponemos que las proporcio- 
nes se modifiquen, elevando en un diez por ciento las can- 
tidades a las que tiene que hacer frente la entidad gesto- 
ra. ¿Por qué? Pues simplemente, como he dicho al prin- 
cipio de mi intervención, porque pensamos que las Ha- 
ciendas locales están ya escuálidas y cuantas más obliga- 
ciones de este tipo se les impongan más difícil va a ser 
que hagan frente a las mismas. En vez de hablar del 80, 
del 50, del 20 y del 10 por ciento, hablamos del 90, 60, 
30, 20, pero, como digo, sin ninguna razón especial que 
justifique estas cifras, sino simplemente por tratar de ayu- 
dar a los ayuntamientos y por tratar también de obligar 
en parte a las entidades gestoras a que cuando impongan, 
por las conveniencias que sean, una canalización de este 
tipo sepan exactamente a qué se obligan y sepan que esa 
decisión debe estar perfectamente justificada porque van 
a tener que correr básicamente con el coste de la misma. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
del CDS tiene la palabra el señor Martínez-Campillo, para 
la defensa de la enmienda número 59. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Nosotros 
hemos enmendado el párrafo primero del apartado 2 por- 
que creemos que es bastante desafortunado y habrfa que 
ponerlo en relación con lo que antes comentábamos del 
segundo párrafo del apartado 1 del artículo 17. Ahí se es- 
tablecía la obligación de que todos los instrumentos ur- 
banísticos deben contemplar, a partir de ahora, la cana- 
lización de las redes e infraestructuras necesarias para la 
prestación de los Servicios Portadores y Servicios Finales 
de Telecomunicación. En concordancia y en coherencia 
con este principio, lo normal sería decir que los instru- 
mentos de planeamiento deberán incluir la canalización 
subterránea o, con la precisión que bien ha hecho el re- 
presentante de la Minoría Vasca, como criterio preferen- 
te, porque puede haber algunos casos de municipios his- 
tórico-artísticos, etcétera, donde la canalización subterrá- 
nea no sea la conveniente. 
Yo creo que hay que imponerlo como obligación. Es de- 

cir a partir de ahora cualquier instrumento de planea- 
miento debe hacerse de esta forma. Porque yo creo que 
las personas que han redactado el proyecto de ley esta- 
ban pensando en los engorrosos procedimientos de revi- 
sión de planeamiento urbanfstico y hay otros procedi- 

mientos que no son tan lentos, como puede ser una sim- 
ple modificación del planeamiento urbanístico. 

Lo cierto es que la situación real en España es que des- 
de el año 1976 se impone la obligación de que todos los 
planes se adapten en un año. No se ha hecho. Se han dado 
tres plazos nuevos para que se adapten. Tampoco se ha 
hecho, y yo puedo asegurar que el 90 por ciento de los 
planes urbanísticos - d e j o  un diez por ciento de garantía 
de la parte de España que uno no conoce- no contem- 
plan la canalización subterránea de nada. Recuerdo per- 
fectamente un caso de canalización subterránea de con- 
ducciones de gas en Huesca, en el que lo que se hizo por 
parte de los planes urbanísticos de los municipios afecta- 
dos fue contemplarlos mediante simples modificaciones, 
y resuelto el problema. Como no impongamos esta nece- 
sidad, con ese matiz importante de Minoría Vasca, yo creo 
que no hemos conseguido absolutamente nada. Entre tan- 
to, lo que nosotros proponemos es que se aplique el ar- 
tículo 180 de la Ley del Suelo, que para algo está, que fa- 
culta, bien a la Administración Central, bien a la Autonó- 
mica - e n  la Ley del Suelo se dice el Estado porque no 
estaban todavía en marcha los Estatutos de Autonomía-, 
para imponer una canalización por los sitios determina- 
dos, respetando la autonomía municipal y con las garan- 
tías suficientes y, además, la Ley del Suelo faculta a esos 
ayuntamientos para poder entrar en un procedimiento 
contradictorio que resuelve o la Comunidad Autónoma o 
la Administración del Estado, según quien sea el órgano 
que lo haya impuesto. 

Este es el espíritu de la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: El señor Sáenz Lorenzo tiene 
la palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Vamos a presentar una en- 
mienda transaccional a la enmienda número 29 del Gru- 
po Vasco, reconociendo que el encabezamiento del apar- 
tado 2 del artículo 18, que se inicia diciendo: aSdo po- 
drá imponerse la canalización ... w ,  parece que es bastante 
restrictivo respecto a la imposición de la canalización y 
eso no nos parece conveniente. 

La redacción que proponemos para el comienzo del pri- 
mer párrafo del apartado 2 es la siguiente: .Será obliga- 
toria la canalización subterránea cuando así se establez- 
ca en el correspondiente instrumento de planeamiento ur- 
banístico debidamente aprobado&, que es prácticamente 
el texto propuesto por el Grupo Vasco en su segunda par- 
te. Tenla una primera parte en la cual establecía como cri- 
terio preferente la canalización subterránea. Sin estable- 
cerlo con esas palabras, yo creo que lo hacemos de algu- 
na manera o, por lo menos, eliminamos lo que tenía de 
restrictivo el texto anterior respecto a la implantaci6n de 
la canalización subterránea. Esta enmienda transaccional 
la hago llegar en este momento a la Presidencia. 

También queremos manifestar nuestro criterio favora- 
ble respecto a la enmienda número 32. Nos han llegado 
sugerencias por parte de los ayuntamientos y hemos te- 
nido bastantes discusiones respecto a las posibles modi- 
ficaciones de este artículo. Al final hemos optado por la 
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modificación que nos planteaba el Grupo Vasco, que pa- 
rece una modificación relativamente sencilla, con unas 
consecuencias econ6micas indudables, pero que puede, en 
cualquier caso, facilitar los intereses de los ayuntamien- 
tos en este tema y frenar un poco más a las entidades con- 
cesionarias de los servicios en caso de que pretendan al- 
giin abuso a este respecto. Por tanto, vamos a votar favo- 
rablemente la enmienda en sus propios términos. Me es- 
toy refiriendo a la enmienda número 32, que es la que 
propone aumentar los porcentajes que paga la entidad 
concesionaria. 
Nos vamos a oponer a la enmienda 59, fundamental- 

mente porque la consideramos innecesaria. Efectivamen- 
te, nosotros pensamos que el supuesto de que se pueda 
aplicar la Ley de Régimen Jurídico del Suelo es claro y 
no es imprescindible su inclusión en este texto. Incluso 
pensamos que complicaría un texto cuya redacción ya no 
nos gusta excesivamente. Hemos estado pensando en mo- 
dificarla, porque en algunos aspectos nos parece poco cla- 
ra, pero al final no hemos encontrado un texto nuevo para 
ofrecer a esta Comisión; esperamos poderlo realizar en 
trámites posteriores. Pero si a este texto, ya de por sí poco 
claro, le añadimos un párrafo nuevo, que nos dice algo 
que no parece necesario introducir, aunque estamos de 
acuerdo con el planteamiento que en él se hace, compli- 
caríamos todavía más la redacción de ese apartado. Para 
entender quién es el que tiene que poner el 80 por ciento 
y quién es el que tiene que poner el 20 por ciento, yo les 
aseguro, señorías, que hay que leerse el texto dos o tres 
veces, y eso no es bueno. Habrá que encontrar un texto 
que sea suficientemente claro. Me da la impresión de que 
la introducción de un párrafo nuevo, aunque estemos de 
acuerdo con el contenido del mismo, complicaría más la 
comprensión del texto y, por tanto, no nos parece conve- 
niente aceptar esa enmienda. 

Vamos a votar en contra de las enmiendas 30 y 3 1 del 
Grupo Vasco, porque exigir que el conocimiento de los 
ayuntamientos tuviera tres años de antelación nos parece 
exagerado y haría poco practicable el texto de la ley, si 
tenemos en cuenta que en estos momentos se está reali- 
zando un esfuerzo importante de canalización subterrá- 
nea de la red. Nosotros pensamos que el tema es relati- 
vamente urgente, que imponer un condicionamiento de 
este tipo retrasaría mucho la efectividad de la ley y, por 
tanto, no nos parece positivo incorporarlo al texto legal 
y votaremos en contra de estas enmiendas. 

. 

El señor PRESIDENTE: Rogaría la máxima brevedad 
en el turno de réplica. Tiene la palabra el señor Eche- 
berría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, acepto la transacción a la enmienda número 29, 
porque el espíritu de la misma, en cuanto a la preferen- 
cia de las redes subterráneas, queda recogido. 

Me parece muy bien que se acepte la enmienda núme- 
ro 32, porque creo que es positiva para los ayuntamien- 
tos y no es mala tampoco para las entidades gestoras. 

En cuanto a las enmiendas 30 y 31, referentes al tema 

de los tres años, ya he dicho que es algo que viene dado 
por la práctica. No hago cuestión de los tres años, pero de- 
bería decirse algo en ese sentido, porque si se impone esta 
obligación sin más a los ayuntamientos no la van a poder 
cumplir, porque no hay ninguna concreción en cuanto a 
qué significa esa obligación de resarcir de superior coste. 
¿Cuándo tienen esa obligación de resarcir? ¿Siempre, 
aunque les hayan dicho la víspera que tienen que empe- 
zar a abrir toda una calle? Eso no es lógico. Quizá los tres 
años sea mucho y pueda paralizar cuestiones que estén 
en marcha. Bhquese alguna solución pragmática, pero 
también para los ayuntamientos. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mar- 
tínez-Campillo, brevemente. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: No es para 
replicar, señor Presidente, porque cualquier tesis es sos- 
tenible en este caso. Lo único que me ha dicho el porta- 
voz del Grupo Socialista es que quería más claridad res- 
pecto al texto que ellos proponían, pero no que el ncestro 
no fuera claro. 

Quería proponer una enmienda de subsanación que ya 
la comentamos en el trámite de Ponencia. 

El párrafo segundo del apartado 2 dice: «En el suelo ur- 
banizable programado, y en el suelo apto para urbani- 
zar...s. Creo que hay un error en el término aprograma- 
dos. Sus señorías saben que el suelo urbanizable puede 
ser programado y no programado, cuando se refiere a los 
planes generales. El suelo apto para urbanizar es el tér- 
mino genérico que se asimila más al suelo urbanizable no 
programado de las normas subsidiarias. Por tanto, si de- 
cimos: «En el suelo urbanizable programado, y en el sue- 
lo apto para urbanizar ... u estamos contraponiendo con- 
ceptos jurídicos absolutamente distintos. Lo normal es 
dejarlo en aEn el suelo urbanizables sin programar, y lue- 
go, u. . .  y en el suelo apto para urbanizar ... u. Con lo cual 
conseguiríamos una mayor precisión. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el seíior 
Sáenz Lorenzo. 

El señor SAENZ LORENZO: Para decirle al señor Mar- 
tinez-Campillo que eso ya se incorporó en Ponencia, don- 
de nos pusimos de acuerdo, y está correctamente re- 
cogido. 

Al señor Echeberría le diría, en cuanto a su propuesta 
de decir algo así como a u... en las condiciones señaladas 
en el artículo 17u, que las condiciones son escasas. Lo que 
hemos dicho en el artículo 17 es que el ayuntamiento po- 
drá solicitar la información. Podríamos quizá exigir que 
hubiera llegado esa información. Algo así se podría pen- 
sar; pero no el tipo de exigencia de tres años que S. S. pro- 
pone. Podemos seguir reflexionando sobre el tema y ve- 
remos si se puede encontrar algún tipo de transacción. 
uEn las condiciones señaladas por el articulo 17w es una 
expresión tan ambigua y son tan poco claras las condi- 
ciones expresadas que no me parece serio plantear en este 
momento el incorporar una transaccibn de ese tipo. De to- 
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das formas, pensamos que convendría concretar un poco 
más en qué condiciones debe hacerse cargo de determi- 
nados gastos. De alguna manera se tendría que poner en 
relación con la información recibida, pero pensamos que 
tres años dificultaría mucho que este precepto fuera efec- 
tivo en un plazo razonable de tiempo. 

El señor PRESIDENTE: Votamos las enmiendas 

En primer lugar, vamos a votar la enmienda 32, del 
correspondientes a este artículo 18. 

Grupo Vasco, cuya aceptación ha sido anunciada. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por una- 
nimidad. 

Votamos, a continuación, la enmienda transaccional 
propuesta por el Partido Socialista, que hace retirar la 29, 
del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por una- 

Votamos, a continuación, las enmiendas 30 y 31, del 
nimidad. 

Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas dichas 

Finalmente votamos la enmienda 59, del Grupo CDS. 
enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada dicha en- 
mienda. 

Finalmente votamos el artículo 18, de acuerdo con el 
texto de la Ponencia, al que se había incorporado la me- 
jora técnica propuesta por el señor Martínez-Campillo y 
al que, ahora, hemos incorporado la enmienda 32, del 
Grupo Vasco, aceptada, y la transaccional propuesta por 
el Grupo Parlamentario Socialista. 

¿Hay alguna propuesta de desagregación? (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 18; abstgnciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 
lo 18 con las correcciones antes descritas. (Rumores.) 

Señorías, absténganse completamente de ningún diálo- 
go lateral. 

Pasamos a debatir, finalmente, las enmiendas relativas 
al artículo 19. En este artículo, último que veremos hoy, 
puesto que en el artículo 20 empiezan los Servicios de Va- 
lor Añadido, damos la palabra, en primer lugar, al señor 

Articulo 19 

Echeberría para que defienda la enmienda 33, de su Gru- 
po a este artículo 19. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Esta en- 
mienda a la letra a) del segundo párrafo de este artícu- 
lo 19 está muy relacionada con la enmienda 22 que he- 
mos planteado anteriormente al artículo 13.4. Allí se ha- 
blaba de la excepcionalidad en el tema de la liberaliza- 
ción de los terminales. Lo que nosotros pretendemos aquí 
es que, además de aquella excepcionalidad, que no se ha 
aceptado en los términos que nosotros proponíamos, pero 
que, de alguna manera, consta en aquel artículo, se inclu- 
ya en éste la temporalidad de la excepcionalidad. 

Es decir, aquí se dice: «Definición de los puntos de ter- 
minación de Red de los Servicios Portadores y de los pun- 
tos de conexión de los Servicios Finales, así como de los 
terminales que, excepcionalmente, son parte integrante 
de éstos». Este es un aspecto que deberá tener en cuenta 
la reglamentación que regule la explotación de los servi- 
cios portadores y de los servicios finales, que es lo que es- 
tablece el artículo 19. 

En lugar de esa redacción proponemos que se diga: 
«Definición de los puntos de terminación de Red de los 
Servicios Portadores y de los puntos de conexión de los 
Servicios Finales, así como de los terminales que tempo- 
ral y excepcionalmente sean parte integrante de éstos». 
Lo que introducimos en esta enmienda es la temporali- 
dad de la excepcionalidad que ha de afectar a esas termi- 
nales, de manera que el principio de liberalización de los 
terminales sea un hecho no sólo que se respete, sino que 
tenga una regulación específica excepcional y temporal. 

Esto es lo que establecemos en nuestra enmienda. Como 
digo, es una enmienda totalmente coherente con lo que 
hemos dicho en el artículo 13.4. Insistimos en que esa ex- 
cepcionalidad en la liberalización debe ser un hecho. No 
es algo que se deba dejar en una formulación genérica. 
Por eso exigimos que, aparte de la excepcionalidad, como 
digo, se establezca un límite temporal a esa no liberali- 
zación de las terminales. 

El señor PRESIDENTE: Por Minoría Catalana tiene la 
palabra el señor Recoder, para defender la enmienda 
número 208. 

El señor RECODER 1 MIRALLES: La enmienda de 
nuestro Grupo Parlamentario a este artículo tiene por ob- 
jeto la letra a) del segundo párrafo, en el que se elimina 
la frase «así como las terminales que, excepcionalmente, 
son parte integrante de éstos». 

Esta enmienda es consecuente con la propuesta en el ar- 
tículo 13, apartado 4, de donde se elimina la excepcio- 
nalidad para que los terminales se consideren dentro del 
régimen de monopolio que establece el proyecto de Ley 
para los Servicios Portadores y Finales de Telecomunica- 
ción. Es por ello que no me extenderé más en su defensa. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
del CDS, para la defensa de su enmienda número 60, tie- 
ne la palabra el señor Martínez-Campillo. 
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El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Todavía 
más breve, señor Presidente. Para solicitar la retirada de 
esta enmienda en la medida en cómo ha quedado el apar- 
tado 4 del artículo 13. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Al- 
varez-Cascos para defender su enmienda 107 y voto par- 
ticular, en su caso. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Retiro el 
voto particular. 

La enmienda 107 pretende suprimir, al final del apar- 
tado a) del artículo 19, el párrafo uasí como de los ter- 
minales que, excepcionalmente, sean parte integrante de 
éstos,. Creo que, por coherencia con enmiendas anterio- 
res, no es necesario justificar exhaustivamente el funda- 
mento de esta enmienda. A nuestro juicio, los terminales 
no deben ser parte integrante del monopolio. 

Nosotros estaríamos dispuestos a retirar nuestra en- 
mienda si el Grupo Socialista anunciara como solución 
-transitoria, desde nuestro punto de vista, definitiva des- 
de el punto de vista del Grupo Vasco- la fórmula inter- 
media entre la supresión que nosotros proponemos y lo 
que dice el proyecto de ley, que se contiene en la enmien- 
da que acaba de defender el señor Echeberría. 

El señor PRESIDENTE: Señor Sáenz Lorenzo, tiene la 
palabra. 

El señor SAENZ LORENZO: Señor Presidente, el deba- 
te sobre la excepcionalidad del mantenimiento de los ter- 
minales como Servicios Finales ya lo hemos realizado en 
un texto anterior. Por tanto, no me voy a extender en el 
mismo. Nosotros mantenemos el criterio de la Ponencia. 

Hay que señalar que, en el texto de la Ponencia, el «son* 
se ha cambiado por asean* en el apartado a), y eso sig- 
nifica que se acoge en parte la enmienda número 33, del 
Grupo Vasco (PNV). 

Lo de utemporal y excepcionalmenten no nos parece 
mal como posibilidad, pero de todas formas no lo vamos 
a aceptar en este trámite, aunque está en la idea que te- 
nemos a este respecto. 

Al señor Alvarez-Cascos le puedo decir que nos vamos 
a pensar el aceptar la enmienda que nos ha propuesto en 
el artículo correspondiente en cuanto a que sea monopo- 
lizado el primer terminal de teléfonos. Eso lo vamos a 
pensar; a lo mejor se lo aceptamos si vuelve a proponerla 
en el Senado. Eso es más de lo que está en la intención 
del Gobierno, va más allá en el grado de monopolización 
de lo que es la intención del Gobierno. A lo mejor se lo 
aceptamos como pocición liberal del Grupo Parlamenta- 
rio de Coalición Popular. Lo que le puedo asegurar es que 
el texto de la ley, tal y como está concebido, y la idea que 
nosotros tenemos de cómo se va a desarrollar esta ley no 
llegarían a lo que usted propone de que el primer termi- 
nal de teléfono esté monopolizado; eso llevaría a un ma- 
yor grado de liberalizaci6n. De todas formas, el texto de 
la ley no concreta ese grado. Nos parece prematuro con- 

cretarlo cuando el debate está abierto en Europa respec- 
to de este tema. Lo que no queremos es dejarlo cerrado 
de tal forma que, si al final hubiera algún acuerdo a este 
nivel en Europa, no se pudiera aplicar en España. Desde 
luego, el texto de la ley es perfectamente liberalizador, da 
una salida excepcional, pero dejémosla como excepcional, 
Introducir el término atemporal. está en el espíritu de lo 
que nosotros pensamos, pero no queremos comprometer- 
nos definitivamente con el término. Por tanto, vamos a vo- 
tar en contra de esa enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Echeberría. 

El señor ECHEBERRIA MONTEBERRIA: Señor Pre- 
sidente, únicamente hacer votos porque el espíritu se 
transforme en letra por parte del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Alvarez-Cascos. 

El señor ALVAREZ-CASCOS FERNANDEZ: Me veo 
obligado a intervenir exclusivamente para dejar constan- 
cia en el «Diario de Sesiones» de una afirmación del se- 
ñor Sáenz Lorenzo, ya que si algún lector tuviese en su 
dfa el detalle de entrar en el análisis detallado de nues- 
tras discusiones en los uDiarios de Sesiones* a partir de 
este momento, podría creer que, efectivamente, yo he pro- 
puesto que se adjudique en monopolio el primer teléfono. 
Lo que yo he dicho en el artículo correspondiente, y lo re- 
pito ahora para no ser mal interpretado, no por el señor 
Sáenz Lorenzo, que sabe perfectamente lo que he dicho, 
sino por los lectores que pudieran acceder al UDiario de 
Sesiones*, es que yo he defendido como alternativa a 
nuestras enmiendas la solución del libro verde, que en 
esta materia dice que el suministro del primer teléfono es- 
tará exento del principio de suministro no regulado du- 
rante un período transitorio. Incluso en una de nuestras 
enmiendas yo he fijado en el año 1995 el final de ese pe- 
ríodo transitorio. No se puede tomar una parte de nues- 
tro criterio para coger la parte que en este momento le 
conviene a su argumentación. 

Nuestra alternativa es el libro verde completo, o si se 
quieren otras normativas entraríamos en ellas; en este 
:aso concreto, el libro verde completo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Sáenz Lorenzo, muy brevemente, por favor. 

El señor SAENZ LORENZO: Lo que puedo decirle a 
S .  S .  es que el texto de la ley es perfectamente compati- 
ble con ese plantenamiento del libro verde. Yo diría que 
:I espíritu de ese texto camina justamente en la misma di- 
rección que el libro verde, pero en estos momentos no 
xeemos necesario concretar más. Por ejemplo, respecto 
i la temporalidad que piden SS. SS., vamos a reflexionar 
sobre el tema y es posible que cambiemos nuestra posi- 
sión en posteriores trámites. 
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El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a la votación 
de las enmiendas a este artículo 19. 

Votamos, en primer lugar, la enmienda 7, de la Agni- 
pación del PDP, que ha pedido su votaci6n al ausentarse 
de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 16; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos a continuación la enmienda número 33, del 

Grupo Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos a continuaci6n la enmienda número 208, de 

Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dlo el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro: en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

Votamos finalmente la enmienda número 107, del Gru- 
po de Coalición Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos a votar el artículo 19, de acuerdo con el texto 

del informe de la Ponencia, al que ya se habta incorpora- 
do la enmienda 162, del Grupo Parlamentario Socialista. 
Lo votamos en conjunto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el artícu- 

Se levanta la sesión. 

Eran las ocho y cuarenta minutos de la tarde. 

lo 19. 
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